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AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 4289/2014
QUEJOSO: **********.
PONENTE: MINISTRA OLGA SÁNCHEZ CORDERO DE GARCÍA VILLEGAS

SECRETARIA: ROSALÍA ARGUMOSA LÓPEZ
México, Distrito Federal. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al nueve de septiembre de dos mil quince.
V I S T O S para resolver los autos relativos al amparo directo en revisión 4289/2014, interpuesto en contra de la sentencia dictada por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Decimocuarto Circuito, en el amparo directo número 621/2013; y,

R E S U L T A N D O:

1

PRIMERO. Por escrito presentado el cuatro de noviembre de dos mil trece, en la Oficialía de Partes del Tribunal Unitario del Decimocuarto Circuito, **********, por conducto de su defensor particular, **********, demandó el amparo y protección de la Justicia Federal en contra de las autoridades y por el acto que a continuación se indica: 
Autoridades Responsables: Ordenadora: a) Tribunal Unitario del Decimocuarto Circuito; b) Primer Tribunal Unitario de Circuito del Centro Auxiliar de la Decimoprimera Región.

Ejecutoras: i) Juez Tercero de Distrito en el Estado de Yucatán; ii) Director del Centro de Readaptación Social en el Estado de Yucatán; iii) Agencia Federal de Investigaciones de la Procuraduría General de la República, Delegación Yucatán.

Acto Reclamado: La sentencia de dieciocho de octubre de dos mil trece, dictada en el cuaderno auxiliar 138/2013, derivado del toca penal número 177/2013. 
La parte quejosa señaló como garantías violadas las consagradas en los artículos 1, 4, 14, 16, 17, 23 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
2

SEGUNDO. Trámite y resolución del juicio de amparo. Por razón de turno conoció de la demanda el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativas del Decimocuarto Circuito, el cual la admitió a trámite el veintitrés de noviembre de dos mil trece, la registró con el número 621/2013, y dio al Ministerio Público de la Federación la intervención que le corresponde
, asimismo, el veinticinco del mismo mes y año tuvo por admitida la ampliación de demanda. 
3

Seguidos los trámites procesales correspondientes, el órgano colegiado dictó sentencia el veintitrés de julio de dos mil catorce, en la que resolvió conceder el amparo y la protección de la Justicia Federal.

4

TERCERO. Interposición del recurso de revisión. Inconforme con lo anterior, el recurrente, mediante escrito presentado el dos de septiembre de dos mil catorce, en la Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados del Decimocuarto Circuito, interpuso recurso de revisión en su contra.

5

Por auto de doce de septiembre siguiente, el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Decimocuarto Circuito, ordenó remitir los autos del juicio de amparo y el escrito de expresión de agravios a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, lo que se hizo mediante oficio **********.

6

CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Con la remisión anterior, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por auto de veintitrés de septiembre de dos mil catorce, ordenó formar y registrar el recurso de revisión bajo el número 4289/2014, lo admitió y lo turnó para su conocimiento a la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas, integrante de la Primera Sala de este Alto Tribunal, por corresponder a su especialidad, esto con reserva del estudio de importancia y trascendencia que en el momento procesal oportuno se realice; asimismo se ordenó dar vista a la Procuradora General de la República, por conducto del Agente del Ministerio Público Federal adscrito a este Alto Tribunal.

7

QUINTO. Avocamiento de la Primera Sala. Mediante proveído dictado el siete de octubre de dos mil catorce, esta Primera Sala se avocó al conocimiento del asunto y ordenó se remitiera a la Ponencia de la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas, para que formulara el proyecto respectivo; y,

C O N S I D E R A N D O:

8

PRIMERO. Competencia. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es legalmente competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto por los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 81, fracción II, de la Ley de Amparo y, 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; y conforme a lo previsto en el Acuerdo General Plenario 5/2013, puntos Primero, Segundo y Tercero, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil trece; en virtud de que el recurso fue interpuesto en contra de una sentencia dictada por un Tribunal Colegiado de Circuito en un juicio de amparo directo, sin que sea necesaria la intervención del Tribunal Pleno.

9

SEGUNDO. Oportunidad del recurso. Por tratarse de un presupuesto procesal cuyo análisis debe hacerse de oficio, es necesario corroborar que la interposición del recurso fue oportuna.

10

El recurso de revisión planteado fue interpuesto en tiempo y forma de conformidad con lo dispuesto por el artículo 86 de la Ley de Amparo, pues de las constancias de autos se advierte que la sentencia dictada por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Decimocuarto Circuito, le fue notificada el dieciocho de agosto de dos mil catorce
, surtiendo efectos el día hábil siguiente, es decir, el diecinueve de agosto del mismo año, de conformidad con la fracción II del artículo 31 de la Ley de Amparo.

11

Así, el plazo de diez días que señala el artículo 86 de la Ley de Amparo, transcurrió del veinte de agosto al dos de septiembre de dos mil catorce, sin contar en dicho cómputo los días veintitrés, veinticuatro, treinta y treinta y uno de agosto de dos mil catorce, por ser sábados y domingos, de conformidad con el artículo 19 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

12

En tales condiciones, dado que de autos se desprende que el recurso de revisión fue presentado en la Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados del Decimocuarto Circuito, el dos de septiembre de dos mil catorce, resulta evidente que se interpuso en tiempo.
13

TERCERO. Cuestiones necesarias para resolver el recurso.
I. Antecedentes. 

● El Agente del Ministerio Público ejerció acción penal con detenido, en contra de **********, como probable responsable de la comisión del delito contra la salud en la modalidad de posesión agravada de los psicotrópicos denominados ********** (**********), y ********** (**********). Y del psicotrópico denominado ********** con fines de comercio en su connotación de venta, ilícito previsto y sancionado en el artículo 476, en relación 475 y 479, de la Ley General de Salud, por lo que respecta a los psicotrópicos nombrados y por lo que respecta al tercero se encuentra previsto y sancionado en el artículo 195, primer párrafo, en relación con los artículos 193 y 194, fracción I, todos del Código Penal federal.
● Por razón de turno, tocó conocer al Juez Tercero de Distrito en el Estado de Yucatán, el cual lo radicó mediante acuerdo de veintitrés de julio de dos mil doce, bajo la causa penal 43/2012, seguidos lo trámites, el veintisiete de julio del mismo año, se decretó auto de formal prisión en contra del ahora recurrente y el treinta de mayo de dos mil trece, dictó sentencia absolutoria en los términos siguientes: 

● “PRIMERO. Por las razones expuestas en el considerando cuarto se dicta sentencia absolutoria a favor de **********, por su probable responsabilidad en la comisión de los delitos posesión simple de los psicotrópicos denominados ********** (**********), y ********** (*********), previsto y sancionado en el artículo 477, en relación con los numerales 473 y 479, ambos de la Ley General de Salud; y contra la salud, en la modalidad de posesión simple del psicotrópico *********, previsto y sancionado por el artículo 195 bis del Código Penal Federal, en términos del 13 fracción II, ídem. SEGUNDO. Se absuelve a **********, de la acusación que pesó en su contra.”

● Inconforme con lo anterior, el Agente del Ministerio Público de la Federación interpuso recurso de apelación, el cual fue admitido por el Tribunal Unitario del Decimocuarto Circuito en el toca 177/2013-E, por lo que seguidos los trámites celebró audiencia el nueve de julio de dos mil trece y en cumplimiento al Acuerdo General 33/2011, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, remitió al Primer Tribunal Unitario de Circuito del Centro Auxiliar de la Décimo Primera Región los autos del toca penal para la elaboración de la sentencia correspondiente.
● Mediante proveído de dieciocho de octubre de dos mil trece, el Primer Tribunal Unitario de Circuito del Centro Auxiliar de la Décimo Primera Región, dictó sentencia en el sentido siguiente: 
“PRIMERO.- SE REVOCA la sentencia materia de apelación.  
SEGUNDO. ********** es penalmente responsable en la comisión del delito contra la salud en la modalidad de posesión simple de los psicotrópicos denominados ********* (*********) y ********** (**********) previsto y sancionado en el artículo 477 en relación con el 473 y 479 de la Ley General de Salud; y contra la salud, en la modalidad de posesión simple del psicotrópico denominado **********, previsto y sancionado en el artículo 195 bis en relación con el 194 del Código Penal Federal. 

TERCERO. Por la responsabilidad penal que le resulta a *********, se le condena a la pena de ********* años de prisión y ********* días multa, equivalente esta última a la cantidad de $********* (********* pesos ********* centavos moneda nacional), en términos de lo considerado en el cuerpo de esta ejecutoria.  CUARTO. No se conceden al enjuiciado *********, los beneficios de sustitución de la pena de prisión y condena condicional.  
QUINTO. Se ordena a la juez de distrito amoneste públicamente al nombrado sentenciado, para prevenir su reincidencia. 
SEXTO. Se suspende al sentenciado *********, en sus derechos civiles y políticos.  SÉPTIMO. Se decreta el decomiso de la droga que se encuentra afecta a la causa.”

● En contra del fallo anterior, *********, por conducto de su defensor particular, promovió amparo directo, por razón de turno tocó conocer al Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Decimocuarto Circuito, el cual lo radicó bajo el número 621/2013 y seguidos los trámites dictó sentencia en el sentido siguiente: 
“ÚNICO.- Para los efectos precisados en el postrer considerando de esta ejecutoria, la Justicia de la Unión ampara y  protege a **********, en contra del acto que reclamó del Magistrado del Tribunal Unitario del Decimocuarto Circuito, con residencia en esta ciudad, consistente en la sentencia de dieciocho de octubre de dos mil trece, dictada por el Magistrado del Primer Tribunal Unitario de Circuito del Centro Auxiliar de la Décimo Primera Región, con residencia en la ciudad de Coatzacoalcos, Veracruz, en el cuaderno auxiliar 138/2013, derivado del toca penal 177/2013-E, del índice del Tribunal Unitario citado en primer término, y su ejecución, que atribuyó al Juez Tercero de Distrito en el Estado, Director del Centro de Reinserción Social del Estado y Jefe de la Unidad Administrativa que integra la Organización Regional de la Policía Federal Ministerial en el Estado, todos de Yucatán, con residencia en esta ciudad.”

14

II. Conceptos de violación. En su demanda de amparo el quejoso formuló esencialmente los siguientes conceptos de violación. 
1) El recurrente alegó que la sentencia reclamada era violatoria de los derechos fundamentales consagrados en los artículos 14, 16 y 17 constitucionales, debido a que la autoridad responsable suplió indebidamente la deficiencia de los agravios de la Representación Social apelante, porque dicha autoridad adujo que el juez de la causa transgredió el artículo 363 del Código Federal de Procedimientos Penales; cuando que ese precepto legal sólo versa respecto del objeto del recurso de apelación, por lo que fue innegable que no pudo ser violentado por un juzgador de primera instancia; y porque no combatió la consideración de que su detención fue violatoria de derechos humanos por no haberse puesto al mismo a disposición de manera inmediata ante el órgano investigador, lo que conllevó a que la retención decretada por el órgano investigador estatal y Federal resultara igualmente ilegal y que, por tanto, el parte policiaco así como las declaraciones de los respectivos agentes del orden, resultaran ilícitas, ya que se trató de pruebas obtenidas con posterioridad a esa ilegal retención.

Asimismo, adujo que la representación social se limitó a realizar meras manifestaciones sin sustento legal alguno de que los medios probatorios no eran ilegales, ya que la dilación en la puesta a disposición dejó de surtir sus efectos cuando fue ratificada por la autoridad judicial, por lo que resultó indebido que el Tribunal Ad quem calificase como fundados los agravios que fueron insuficientes para provocar la revocación del fallo de primera instancia.

2) Por otra parte, el quejoso alegó que la sentencia careció de fundamentación y motivación, toda vez que: a) la protección de la garantía que le asiste al inculpado durante todo el proceso de exigir la nulidad de la prueba ilícita, no atañe solo a las pruebas que se obtienen directamente violando derechos fundamentales, sino incluso a aquéllas que se obtienen indirectamente, aun cuando en su consecución se hayan seguido cumplido todos los requisitos constitucionales y legales, ya que de no hacerlo así, por una parte se alentarían practicas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los Tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal; b) que las únicas probanzas que significaron una imputación directa al sentenciado fueron justamente el informe policial homologado y las declaraciones, tanto ministeriales como ante la autoridad judicial, de los agentes aprehensores, pruebas que tenían relación directa con el indebido retraso en poner a disposición al quejoso ante la autoridad competente, ya que fueron justamente los agentes captores, quienes incumplieron con su deber constitucional de ponerlo a disposición, sin demora, ante la autoridad investigadora de los delitos; pero que incluso negando la vinculación directa de la demora en la puesta disposición con los referidos medios de convicción, no se podía negar su vinculación indirecta, de tal suerte que la exclusión o desvalorización de aquellos elementos de prueba era necesaria; y que fue justamente por esa vinculación indirecta, que las argumentaciones sustentadas por el Tribunal responsable carecían de una debida fundamentación y motivación, pues no solo en casos como el que se utilizó de ejemplo en la sentencia reclamada (confesión posterior a una detención prolongada) se debe eliminar cualquier valor y eficacia demostrativa a las pruebas de cargo, sino que, bajo el nuevo paradigma de protección a los derechos humanos, también a aquellas que tengan una relación incluso indirecta, y más aún, aun cuando éstas hubiesen sido obtenidas en un marco de apego a la Constitución y tratados internacionales, ya que su vinculación con un marco fáctico violatorio de derechos fundamentales no puede tolerarse de ninguna manera en el nuevo estado de derecho mexicano; c) que fue claro que se actualizó el fenómeno jurídico, en relación con las reglas de exclusión de las pruebas obtenidas ilícitamente, denominado como el "efecto corruptor del proceso penal", pues los agentes aprehensores en su actuar generaron condiciones sugestivas de la evidencia incriminatoria que permeó en todo el procedimiento, imposibilitando eI derecho de defensa y viciando tanto el procedimiento mismo como sus resultados; el notorio retraso de los agentes aprehensores, aunado a sus inverosímiles declaraciones y las violaciones a la cadena de custodia, permearon en el resto del procedimiento, generando un efecto corruptor en el mismo; haciéndose el cuestionamiento: ¿Cómo, sin la justificación del retraso en la entrega a las autoridades ministeriales, se puede aseverar cierta e indubitablemente que el tiempo no se utilizó en generar una versión de la detención distinta a la realidad histórica de los hechos?; y ¿Cómo, sin la fiabilidad de la cadena de custodia, podemos aseverar que las pruebas periciales practicadas se realizaron precisamente sobre el mismo material que supuestamente se incautó al hoy directo quejoso? de modo tal, que las sugestivas actividades de los agentes aprehensores en los aspectos señalados, justifican la actualización del efecto corruptor del proceso, pues su retraso indebido en la puesta a disposición implicó la realización de una conducta fuera de toda causa constitucional y legal, lo que a su vez provocó condiciones sugestivas en la evidencia incriminatoria que conllevó a la falta de fiabilidad de todo el material probatorio, lo que también impactó en los derechos del quejoso, dejándolo en notorio estado de indefensión.

3) El peticionario de garantías alegó la eficacia convictiva de las pruebas de cargo.

3.1) Asimismo, alegó que la prueba de fe ministerial carecía de valor probatorio debido a que no se cumplió con el requisito relativo a que la inspección se realizara fijando día, hora y lugar, con citación oportuna a quienes hayan de concurrir, previsto en el tercer párrafo del artículo 208 del Código Federal de Procedimientos Penales.
3.2) El quejoso refirió que existió irregularidad en la actuación de los elementos de la Secretaria de Seguridad Pública en lo relativo a la cadena de custodia.

4) Por otro lado, el recurrente adujo que los artículos 477 y 479 de la Ley General de Salud, eran inconstitucionales, porque sancionan la simple detentación de diversas sustancias, cuando no se tenga la finalidad de llevar a cabo ninguna de las conductas previstas en el diverso numeral 476 de la misma Ley, es decir, comerciarlos o suministrarlos aun gratuitamente, por lo que los dispositivos legales eran contradictorios de diversos tratados internacionales como la Convención Única de 1961 sobre estupefacientes enmendada por protocolo de 25 de mayo de 1972 (en su artículo 36); el Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas de 1971 (en el inciso a) de su artículo 22); y la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988 (en su numeral 3).

En efecto, agregó que de una simple lectura de los ordenamientos internacionales, se aprecia que solamente debe considerarse delictuosa una conducta relacionada con la posesión de narcóticos cuando ésta se realiza de manera intencional, empero, los artículos de la Ley General de Salud en nada incluyen entre los elementos del delito el que la conducta se cometa intencionalmente, sino con base en una mera tabla que no toma en consideración si la posesión del narcótico fue con intención de cometer un delito, sino que genera una presunción iure et de iure basado en un mero criterio de cuantificación de la droga que se le haya ocupado.

De esta forma, señaló que el criminalizar la simple posesión de psicotrópicos, lejos de ser acorde a los derechos humanos de acceso a la salud, en la modalidad de rehabilitación y no ser castigado por un problema de salud, así como de presunción de inocencia, los contradice sin duda alguna; principio que además de estar implícito en el texto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se encuentra explícitamente en el primer párrafo del punto 2 del artículo 8 del Pacto de San José. Por su parte el derecho fundamental de acceso a la salud, encuentra su protección primigenia en el artículo 4° de la norma fundante, que a su vez origina la subgarantía de rehabilitación, ya que las personas que consumen regularmente sustancias de las conocidas usualmente como "drogas", presentan un cuadro de dependencia hacía las mismas, lo que sin duda constituye un problema de salud y que, por tanto, amerita ser rehabilitado.

Asimismo, refirió que resultó claro que no es constitucional ni convencional, que se tipifique y sancione como conducta delictiva la simple detentación de sustancias psicotrópicas, en la medida que el requisito necesario para poder punir conductas de este tipo, conforme al marco legal internacional antes aludido, es que se tenga un elemento subjetivo distinto del dolo, consistente en la intención de realizar una conducta lesiva en mayor grado que la simple posesión; sin embargo, el legislador federal, indebidamente estableció un criterio cuantificativo para criminalizar conductas que podrían constituir problemas de salud en lugar de objetos de represión; y como en el orden jerárquico normativo se encuentran en un escalafón superior los tratados internacionales a las leyes federales, de conformidad con el artículo 133 Constitucional, y mediante el control difuso de constitucionalidad y convencionalidad, es que se deben dejar sin aplicación dichos preceptos.

5) El recurrente alegó una incorrecta valoración de pruebas de descargó.
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II. Consideraciones de la sentencia recurrida. El Tribunal Colegiado del conocimiento mediante sentencia de veintitrés de julio de dos mil catorce, estimó las consideraciones siguientes:
► El Tribunal Colegiado desestimó por infundado el concepto de violación marcado con el número 1), toda vez que advirtió que la apelante sí controvirtió las consideraciones fundamentales que sustentaron el fallo impugnado, pues señaló:
 a) que el informe policial homologado y la declaración ministerial de los agentes aprehensores, aun con el transcurso del tiempo en que estuvo detenido el sentenciado, de ninguna manera se le pudo restar valor probatorio, debido a que en su elaboración y desahogo se respetaron las formalidades del procedimiento, por lo que fue una prueba lícita y de ninguna manera entorpeció la adecuada defensa del sentenciado; 
b) para que los medios probatorios queden nulificados por provenir de una detención ilegal, ello debe obedecer a: I. Que dicha detención injustificada genere la producción e introducción a la indagatoria de elementos de prueba que incumplen con los requisitos de formalidad constitucional que deban declararse ilícitos; y II. Que las diligencias correspondientes se realicen en condiciones que no permitieron al inculpado ejercer su derecho de defensa adecuada; 
c) la resolutora no mencionó cómo concluyó que se actualizó esa hipótesis, pues del informe y de las declaraciones de los aprehensores no se advirtió que se hayan producido o introducido medios de prueba que debieran declararse ilegales; y 
d) que con independencia de que resultara ilegal o no el lapso de tiempo en que estuvo detenido el sentenciado, se ha sostenido que la sola prolongación injustificada de la detención policiaca sin poner al detenido a disposición inmediata de la autoridad ministerial, no genera en forma inmediata la ilicitud de las pruebas recabadas por la autoridad ministerial en la averiguación previa, puesto que ante tal circunstancia, en vinculación al criterio sostenido por el Máximo Tribunal del país, deben analizarse las dos cuestiones fundamentales relacionadas en el inciso b) con los números romanos I y II; de ahí que consideró que fue inconcuso que el magistrado responsable estuvo en lo correcto al entrar a su estudio y análisis.
► El Tribunal Colegiado califico de infundado el motivo de disenso señalado con el inciso 2), pues advirtió que aun cuando fue verdad que los agentes aprehensores no pusieron de manera inmediata a disposición de la autoridad ministerial al recurrente, después de haber sido detenido en flagrancia, como lo exige el numeral 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; lo cierto fue, que como bien lo sostuvo el Magistrado responsable, dicha violación en ese caso, no fue apta para desvirtuar que en autos se acreditaron tanto los elementos constitutivos del delito contra la salud, como su plena responsabilidad.

► Lo anterior, lo consideró así, toda vez que refirió que la sola prolongación injustificada de la detención policial sin poner al detenido a disposición inmediata de la autoridad ministerial, no genera en forma automática la ilicitud de las pruebas recabadas por la autoridad ministerial en la averiguación previa, en la medida de que ante tal circunstancia y conforme al criterio sustentado por el Tribunal Supremo del país, se deben analizar dos cuestiones fundamentales: I. Si dicha prolongación injustificada generó la producción e introducción a la indagatoria de elementos de prueba que incumplan con los requisitos de formalidad constitucional que deban declararse ilícitos; o, II. Si las diligencias correspondientes se realizaron en condiciones que no permitieron al inculpado ejercer su derecho de defensa adecuada.

► Es decir, estimó que debía determinarse si la violación constitucional trascendía al grado de producir alguna afectación a una prueba que generara su ilicitud, por lo que advirtió que en el caso no se tuvo esa trascendencia, pues señaló que si bien los agentes aprehensores retuvieron injustificadamente al quejoso, finalmente, la versión que dieron de los hechos, estuvo corroborada con las pruebas, por ello, la violación no demeritó el acervo probatorio valorado por el Magistrado responsable.

► En el mismo sentido, refirió que los criterios jurisprudenciales invocados, no le beneficiaron, pues las infracciones cometidas por los agentes policiales, no tuvieron el alcance de nulificar las pruebas que obraban en autos, en tanto no derivaban directa ni indirectamente de la violación de derechos fundamentales.

► En efecto, estimó que las declaraciones de los elementos aprehensores rendidas ante el Ministerio Público, no derivaron de la detención prolongada, puesto que cuando se llevaron a cabo ya había cesado la violación de garantías en que se tenía al detenido, por lo que fue inconcuso que dicha prolongación injustificada no generó la producción e introducción a la indagatoria de elementos de prueba que incumplieran con los requisitos de formalidad constitucional que deban declararse ilícitos, ni se desahogaron pruebas en condiciones que no hubieran permitido al inculpado ejercer su derecho de defensa adecuada. 

► En cuanto al concepto de violación resumido con el número 3) el Tribunal Colegiado lo desestimó por infundado, toda vez que advirtió que las probanzas fueron aptas, idóneas y suficientes para acreditar tanto los elementos estructurales del delito, como la plena responsabilidad del ahora recurrente en su comisión, toda vez que el conjunto de indicios que se desprendió de los medios de convicción que en su determinación judicial citó la responsable, relacionados entre sí de una manera lógica, jurídica y natural, constituyeron la prueba circunstancial; asimismo, señaló que no se podía pasar desapercibido que en el proceso penal, el Juez tiene una potestad ilimitada para allegarse de los elementos de convicción que considere necesarios para emitir sus resoluciones, sin reglas o taxativas que limiten esa función jurisdiccional, dentro de los cuales, la circunstancial, también conocida como “prueba de indicios”, juega un papel de capital importancia, pues si bien éstos analizados en forma parcial y aislada, podrían considerarse carentes de mayor valor, empero, es su totalidad lo que crea, mediante un examen crítico-lógico, absoluta convicción en el Juzgador respecto de un hecho, a pesar de que sea desconocido, todo lo cual permite que la conjunción lógica de esos indicios, adquiera eficacia probatoria plena.

► Además refirió que la prueba circunstancial o “prueba de indicios”, juega un papel de capital importancia, siendo que la responsable, analizó la totalidad de las probanzas aportadas y mediante un examen crítico-lógico, obtuvo absoluta convicción de un hecho, permitiendo esa conjunción lógica de los indicios, la adquisición de una eficacia probatoria plena, máxime cuando la prueba circunstancial se basa en el valor incriminatorio de los indicios y tiene, como punto de partida, hechos y circunstancias que están probados y de los cuales se trata de desprender su relación con el hecho inquirido, esto es, ya un dato por complementar, ya una incógnita por determinar, ya una hipótesis por verificar, lo mismo sobre la materialidad del delito que sobre la identificación del culpable y acerca de las circunstancias del acto incriminado
► En el mismo sentido consideró que no era obstáculo lo resumido en el inciso 3.1), pues advirtió que tratándose de inspecciones efectuadas en la fase de averiguación previa, dada su naturaleza, no resultaban aplicables esas exigencias, sin que ello vulnerara los derechos de los procesados, porque estaban en aptitud de ofrecer durante el proceso las pruebas que estimaran pertinentes para desvirtuar los hechos que deriven de la inspección ministerial, máxime, que señaló que no fue una prueba aislada, sino que se encontraba adminiculada con el dictamen pericial en materia de química forense y con las impresiones fotográficas que obraban en autos.

► También, advirtió que resultó inexacto que el aludido dictamen careciera de valor probatorio, porque al margen de que en la diligencia celebrada el veintiséis de octubre de dos mil doce, el perito hubiere contestado que no realizó pruebas cuantitativas en las pastillas y estampillas afectas a la causa, lo cierto fue que fue suficiente una lectura al peritaje para advertir que dicho experto practicó todas las operaciones y experimentos atinentes, de tal suerte que merecía la eficacia demostrativa que el juez de origen le otorgó, como correctamente lo consideró la responsable.

► El Tribunal Colegiado advirtió que tampoco fue obstáculo lo señalado en el inciso 3.2), pues consideró que con base en el artículo 123 bis, era obligatoria la utilización por parte de los elementos policiales de los formatos que forman parte del acuerdo A/002/10 de la Procuraduría General de la República para la preservación de los indicios y el registro de la cadena de custodia, quienes, están facultados para ese efecto. 

► En efecto, refirió que las actuaciones relativas a la preservación de indicio (psicotrópicos), no se encontraron viciadas, ya que las mismas cumplieron con los requisitos establecidos en los artículos 123 Bis a 123 Quintus del Código Federal de Procedimientos Penales, aunado a que no advirtió dato alguno con el que se vislumbrara de manera eficaz que los psicotrópicos incautados en la etapa indagatoria hayan sido alterados o sufrido alguna modificación, ello tomando en consideración que la cadena de custodia, es un procedimiento de control que se emplea a fin de garantizar que no habrá un vicio de los elementos de prueba, como puede ser la alteración, daños, reemplazos, contaminación o destrucción del material probatorio.

► Del mismo modo, advirtió que resultó inexacto que el informe policial homologado careciera de eficacia probatoria, pues el que los agentes aprehensores pertenezcan a un grupo especial de la policía estatal (GOERA), y que hubieren reconocido que no imponen infracciones, en modo alguno desvirtuó la circunstancia de que el ahora recurrente, fue materialmente perseguido por infringir una señal de tránsito (no respetar la luz roja del semáforo) y detenido en flagrancia cuando se le encontró en posesión de los psicotrópicos afectos a la causa; así como tampoco le restó fuerza convictiva por el hecho de que al ratificar dicho informe tales agentes se hubieren conducido en términos idénticos, en la medida en que ello pudo deberse a la forma de redactar del servidor público que recabó las declaraciones.

► Ello, lo estimó así, pues al margen de las posibles contradicciones en que los elementos policiacos hubieran incurrido durante el desahogo de la diligencia de careos constitucionales, pues aun cuando difieran en las cuestiones accidentales que refirió el solicitante del amparo, lo cierto fue que no alteraron la sustancia de los hechos denunciados, pues coincidieron en lo esencial sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar, por lo que adquirieron el valor probatorio que la A quo les confirió, como correctamente lo consideró la autoridad responsable; máxime que existió en contra del sentenciado la imputación firme, categórica y directa de los agentes policiacos.

► El Órgano Colegiado desestimó por una parte inoperante y por otra infundado el concepto de violación señalado con el inciso 4), pues advirtió que el quejoso únicamente planteó que debía atribuirse una responsabilidad penal cuando la posesión de un narcótico se realizara de forma intencional y no con base en una tabla de orientación de criterios máximos de posesión de narcóticos como lo refieren los preceptos legales, es decir, estimó incorrecto que a juicio del recurrente, los preceptos legales deben prever que se realice la conducta con la intención dolosa como lo señalan los tratados internacionales que indicó. Así, como refirió que los preceptos de la Ley General de Salud no establecen que la posesión de los psicotrópicos (narcóticos) que tenía [los denominados ********** (**********) y ********** (**********), según dictamen pericial], debían ser con intencionalidad.

► Al respecto, estimó que el Tribunal unitario responsable consideró correctamente, que de acuerdo a las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que se encontró al quejoso en posesión de los narcóticos, los cuales, por lo que ve a la ********** (**********) es mayor a la dosis máxima de consumo personal e inmediato para los consumidores de dicha sustancia, y respecto a la ********** (**********), no fue posible determinar si excedía o no para su consumo personal, toda vez que, dado el peso en microgramos, no está cuantificada la cantidad de dicho psicotrópico, fue factible estimar que realizó la conducta con pleno conocimiento; es decir, con toda la intención de poseer los narcóticos y por ende, fue factible establecerse que el delito se cometió dolosamente.
► En otras palabras, advirtió que tanto en la sentencia apelada como en la resolución de la autoridad responsable se señaló que en el caso concreto la forma en la cual se había atribuido una responsabilidad penal al ahora recurrente fue atendiendo a un elemento de intencionalidad, debido a que la conducta desplegada para tener por acreditado el delito contra la salud en la modalidad de posesión simple de los psicotrópicos de que se trató, y que se le imputó, se realizó con la intencionalidad de cometerla; es decir, de forma dolosa; circunstancia que estimó cobraba relevancia en el hecho de que, conforme a los artículos 8º y 9º del Código Federal de Procedimientos Penales, las conductas típicas que la ley sanciona como delitos solamente se pueden realizar en forma dolosa o culposa  al querer o aceptar la realización, o bien, produciendo el resultado, no se previó siendo previsible o se previó confiando en que no se produciría, en su orden; por lo cual, señaló que no fue factible afirmar que el tipo penal a que se hizo hecho referencia al establecer una conducta típica de peligro, esté exenta de intencionalidad.

► Por tanto, consideró que si precisamente el motivo que alegó el quejoso fue que la disposición normativa penal no contenía un elemento intencional y, por tanto, afirmó que se podían atribuir conductas culposas en la posesión, por lo que advirtió que fue indudable que la aplicación del mismo no le causó perjuicio alguno puesto que se le aplicó atendiendo al elemento de intencionalidad.
► En otro aspecto, calificó de infundados los argumentos planteados, porque estimó que el artículo 477 de la Ley General de Salud, prevé una pena de diez meses a tres años de prisión y hasta ochenta días multa, al que posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla que se contiene en el artículo 479 de la misma ley, en cantidad inferior a la que resulte de multiplicar por mil las previstas en dicha tabla, cuando por las circunstancias del hecho tal posesión no pueda considerarse destinada a comercializarlos o suministrarlos, aun gratuitamente, por lo que advirtió que ello constituía una medida que adoptó el Estado como parte de una política integral para combatir precisamente dicha clase de delitos; de esa manera, se estaba en presencia de un ámbito en el que no hay una afectación directa de derechos fundamentales de los individuos, porque las hipótesis previstas en la ley tienen como finalidad resolver una problemática de grandes magnitudes, como la venta al menudeo de determinadas sustancias y establecer un esquema de protección a la salud de los miembros de la sociedad, en términos de la obligación generada al Estado a partir del artículo 4o. de la Constitución Federal, es decir, el legislador creó dichas normas con el fin de alcanzar un objetivo constitucionalmente previsto, ante el peligro abstracto que representa la posesión ilegal de narcóticos.
► En ese sentido, estimó que se encontraban con disposiciones legales que atendían  la necesidad de recuperar la fortaleza del Estado y la seguridad en la convivencia social; sin soslayar las circunstancias de las personas que despliegan esa clase de conductas ilícitas, los terceros que se ven involucrados, que en su mayor parte son jóvenes que no alcanzan la mayoría de edad, cuyos datos de adicción son preocupantes, así como la determinación de mecanismos para el tratamiento médico y programas de prevención para farmacodependientes y no farmacodependientes; de tal suerte que los preceptos que tildó de inconvencionales no contravinieron los instrumentos internacionales que refirió.

► En cuanto al concepto de violación señalado con el inciso 5) el Tribunal Colegiado lo desestimó por infundado, toda vez que advirtió que al margen del resultado de la inspección desahogada en autos, la responsable valoró correctamente, esto es, de manera fundada y motivada, las pruebas de descargó que ofreció, sosteniendo al respecto que las testimoniales de **********, **********, **********, ********** y ********** con las que pretendió justificar que su detención se efectuó en un domicilio particular y no en la vía pública, no le beneficiaron, puesto que los agentes aprehensores en los careos procesales y constitucionales celebrados con el encausado y los testigos de descargo en todo momento sostuvieron la versión de los hechos contenidos en el informe policial homologado en cuanto a que ********** se situó en el lugar y momento de su detención y aseguramiento de las pastillas psicotrópicas afectas a la causa, es decir, en la vía pública.

► Por otra parte, estimó parcialmente correcta la resolución judicial, e infundados los conceptos de violación hechos valer al respecto, pues los elementos probatorios lo llevaron a determinar la certeza de las imputaciones hechas, lo cual descartó la idea de que pudiera actualizarse una eventual hipótesis de prueba insuficiente, pues aquellos elementos, debidamente concatenados, demostraron el propósito delictivo del inculpado, la posesión de los narcóticos simple o atenuada, lo que está prohibido por la norma punitiva, de ahí que consideró que no fue posible que pudieran cobrar aplicación al caso concreto las diversas jurisprudencias y tesis que se citaron como apoyo a los conceptos de violación.

► Con base en lo anterior, advirtió que las constancias procesales resultaron suficientes para tener por acreditado en su integridad el delito contra la salud en la modalidad de posesión simple de los psicotrópicos denominados ********** (**********) y ********** (**********) que se le imputó, como la plena responsabilidad penal del mismo en su comisión, sin que existiera motivo alguno que indujera suplir la deficiencia de la queja.

►Por otra lado, consideró que supliendo la deficiencia de la queja, conforme al inciso a), fracción III, del artículo 79 de la Ley de Amparo en vigor, resultaron esencialmente fundados los conceptos de violación expresados por el quejoso, pues en la parte que consideró que se encontraron acreditados los elementos constitutivos del delito contra la salud, en la modalidad de posesión simple del psicotrópico denominado **********, fue violatoria de derechos fundamentales en su perjuicio, esto, debido a que algunas de las pastillas aseguradas contenían **********, el cual no está considerado como narcótico en los ordenamientos legales aplicables, por lo que su posesión no constituyó delito.

► En efecto, advirtió que en las diligencias de inspección ministerial realizadas el veintiuno de julio de dos mil doce, los agentes del Ministerio Público local y federal dieron fe de tener a la vista una bolsa de plástico transparente conteniendo en su interior veintitrés envoltorios de plástico transparente con un total de cuarenta y seis pastillas de colores diversos; tal como corroboró con las impresiones fotográficas elaboradas por un perito oficial.

► Sin embargo, refirió que no obstante que en el dictamen de química forense se hubiera señalado que dieciocho de las tabletas aseguradas corresponden a **********, lo cierto fue que tal aseveración, aun cuando se trató de la opinión de un perito oficial, resultó insuficiente para tener por acreditado que esa fue la sustancia asegurada, debido a que las demás pruebas, debidamente adminiculadas, acreditaron en forma fehaciente que en realidad el “**********” tiene como principio activo **********.

► Ello, en virtud de que constituyó un hecho notorio que la presentación en tabletas del medicamento conocido como "**********", para efectos de su comercialización en los establecimientos autorizados para ese fin, es en blíster que contiene la leyenda impresa de que se trata de**********, sin haberse aludido a esa particular circunstancia en el dictamen químico, pues en el mismo solo se determinó que de las muestras analizadas se obtuvo un espectro con banda de absorción característicos de **********, para inmediatamente después concluir que las tabletas aseguradas corresponden a **********; entonces, advirtió que fue inconcuso que la omisión hizo que dicho dictamen se tornara dogmático, en contravención a lo establecido en el artículo 234 del Código Federal de Procedimientos Penales, y en consecuencia, no idóneo e insuficiente para demostrar que las pastillas cuya posesión se reprochó al recurrente, se trató del psicotrópico denominado **********.

► Asimismo, advirtió que si se tenía en cuenta que el ********** es una sal formada entre una base orgánica, que lo es el **********, y **********, por lo que si las tabletas aseguradas, que se venden de manera legal en las farmacias con el nombre comercial de **********, se trató realmente de **********, como lo señaló el perito médico forense que emitió el dictamen de farmacodependencia aportado a la causa penal de origen, ello implicó que la mencionada sustancia no era un psicotrópico para los efectos de la Ley General de Salud, pues no aparece en los numerales 237, 244, 245 y 248 del citado ordenamiento legal para poder ser calificada como un narcótico, lo que significó que su posesión no estaba tipificada por el artículo 195 bis del Código Penal Federal.

► En ese sentido, refirió que el artículo 195 bis del Código Penal Federal, señala que los elementos constitutivos del ilícito contra la salud en su modalidad de posesión simple de un narcótico son los siguientes: 1. La existencia de alguno de los narcóticos señalados en el artículo 193 del Código Penal Federal. 2. Que el activo realice actos de posesión respecto del mismo, es decir, que lo tenga dentro de su radio de acción y a su disposición. 3. Que la posesión se realice sin la autorización a que se refiere la Ley General de Salud. 4.- Que por las circunstancias del hecho, no pueda considerarse destinado a realizar alguna de las conductas a que se refiere el artículo 194 del Código Penal Federal.

► Por su parte, advirtió que el artículo 193 del Código Penal Federal, no establece cuáles son los narcóticos cuya posesión, sin el permiso correspondiente, están sancionados por la ley; lo que señala, es que los narcóticos serán los estupefacientes, psicotrópicos y demás sustancias que se determinen en la Ley General de Salud, los convenios y tratados internacionales de observancia obligatoria en México y los que señalen las demás disposiciones legales aplicables en la materia. Y, que para los efectos de ese capítulo, son punibles las conductas que se relacionan con los estupefacientes, psicotrópicos y demás sustancias previstas en los artículos 237, 245, fracciones I, II y III y 248 de la Ley General de Salud, que constituyen un problema grave para la salud pública.

► Pues bien, señaló que para poder determinar si el **********, cuya posesión se imputó, se trató de un narcótico de los señalados en el artículo 193 del Código Penal Federal, por disposición expresa de este último, era necesario acudir a la Ley General de Salud, concretamente a los artículos 237, 244, 245 y 248, de los que advirtió que el **********, no es una sustancia que se considere como psicotrópico para los efectos de una conducta ilícita, porque no aparece en ninguno de los aludidos numerales. En consecuencia, su posesión, no estaba tipificada por el artículo 195 bis del Código Penal Federal.

► El Órgano Colegiado consideró que no fue óbice a lo anterior, que en la fracción III del artículo 245 de la Ley General de Salud se establezca como psicotrópico la sustancia denominada **********; debido a que lo que se aseguró fue **********; que es una sal formada entre una base orgánica (********** y **********), lo que la hace soluble en agua. 

► Lo anterior lo estimó así, porque del artículo 245, fracción III, de la Ley General de Salud se desprende, que existe una lista de sustancias consideradas como psicotrópicos; sin embargo, la misma está dividida por las leyendas: "Y sus sales, precursores y derivados químicos." y "Otros:". De ello se entiende, que todas las sustancias listadas con anterioridad a la primera leyenda, así como sus sales, precursores y derivados químicos, son considerados psicotrópicos; en tanto que las sustancias enunciadas en la lista, pero después de la segunda leyenda, únicamente serán consideradas como psicotrópicos inmersos en esa porción normativa cuando se encuentren en su pureza natural u orgánica, no como sal, como es el clorhidrato. Pues interpretarlo de diferente manera haría nugatorio el señalamiento contenido en el precepto legal de "Y sus sales, precursores y derivados químicos. - - - Otros:".

► Asimismo, lo corroboró de la evolución legislativa de los artículos 244 y 245 de la Ley General de Salud, expedida el treinta de diciembre de mil novecientos ochenta y tres, en cuyo texto original no se señalaba de manera expresa ninguna sustancia, considerando que eran psicotrópicos los que determinara específicamente el Consejo de Salubridad General o la Secretaría de Salubridad y Asistencia, y en general, los barbitúricos y otras sustancias naturales o sintéticas depresoras o estimulantes del sistema nervioso central, que pudieran inducir a la farmacodependencia, limitándose a clasificar a los psicotrópicos en grupos.

► El Tribunal Colegiado señaló que de la evolución de los artículos 244 y 245 de la Ley General de Salud, se desprendió, que inicialmente no contenían una lista expresa de las sustancias que se consideraban psicotrópicos. Posteriormente, se señalaron de manera expresa las sustancias que así se consideraron por el legislador en la propia porción normativa, quien le dio la facultad al ejecutivo, a través de las autoridades de salud, para determinar nuevas sustancias. En ejercicio de dicha facultad, las autoridades de salud incorporaron nuevas sustancias; y, respecto de algunas de ellas, no de todas, también estimó que se debían considerar como psicotrópicos, sus sales, precursores y derivados químicos.

► Luego, advirtió que si la sustancia denominada **********, se encuentra en la parte inferior de la lista contenida en la fracción III del artículo 245 de la Ley General de Salud, después de la leyenda "Y sus sales, precursores y derivados químicos", que rige para las sustancias que le preceden y la leyenda "Otras", que hace una diferencia entre las sustancias que le anteceden y las que le preceden; entonces, el ********** que se le aseguró al quejoso, al ser una sal que se formó entre una base orgánica (**********) y **********, no era una sustancia considerada como psicotrópico por dicha porción normativa de la Ley General de Salud.

► Con base a lo anterior, estimó que dicha sustancia no era de las que se refiere el artículo 193 del Código Penal Federal, al que a su vez se remite el numeral 195 bis de dicha normatividad, que es la que contempla el ilícito penal que se le atribuyó al peticionario de amparo, luego entonces, si la conducta que se imputó al recurrente no se ubicó en la hipótesis del artículo 195 bis del Código Penal Federal, por no reunir el primer elemento constitutivo del delito, resultó inconcuso que la sentencia reclamada que estimó lo contrario, resultó conculcatoria en perjuicio del recurrente de la garantía de aplicación precisa o exacta de la ley en materia penal, consagrada en el tercer párrafo del artículo 14 de la Constitución Federal.

► También, señaló que no fue obstáculo las consideraciones emitidas por el Tribunal Unitario responsable, en el sentido de que no existió en el sumario dato alguno que generara certeza que las dieciocho pastillas de ********** con un peso neto total de ********** miligramos aseguradas al sentenciado en el momento de su detención, correspondieran a las conocidas comercialmente “*********”, debido a que en el dictamen en materia química forense el perito oficial no estableció que lo fueran, sino sólo que son consideradas psicotrópicas por el artículo 245, fracción III, de la Ley General de Salud.

► Lo anterior, toda vez que refirió que no obstante que en el dictamen de química forense se hubiera señalado que dieciocho de las tabletas aseguradas corresponden a **********, lo cierto fue que tal aseveración, aun cuando se trató de la opinión de un perito oficial, resultó insuficiente para tener por acreditado que esa era la sustancia asegurada, y si por el contrario, las demás pruebas debidamente adminiculadas, acreditaron en forma fehaciente que en realidad el “**********” tiene como principio activo **********.
► Con base en las consideraciones anteriores, el Tribunal Colegiado estimó que lo procedente era conceder el amparo y protección de la Justicia Federal solicitados, para el efecto de que el Magistrado del Tribunal unitario señalado como responsable:

► 1. Dejara insubsistente la sentencia de dieciocho de octubre de dos mil trece, emitida por el Primer Tribunal Unitario de Circuito del Centro Auxiliar de la Décimo Primera Región, en el cuaderno auxiliar 138/2013, derivado del toca penal 177/2013-E del índice del Tribunal Unitario del Decimocuarto Circuito; y, 2. en su lugar, emitiera otra en la que, reiterando lo relativo a la acreditación del delito contra la salud en la modalidad de posesión simple de los psicotrópicos denominados ********* (**********) y ********** (**********), previsto y sancionado en el artículo 477, en relación con el 473 y 479, todos de la Ley General de Salud, así como la plena responsabilidad del aquí quejoso en su comisión; considerara que el ********** no era una sustancia considerada como psicotrópico por el artículo 245 de la Ley General de Salud y, por tanto, en la especie, no se encontró acreditado el elemento constitutivo del delito contra la salud en su modalidad de posesión simple consistente en la existencia de alguno de los narcóticos señalados en el artículo 193 del Código Penal Federal, por lo que deberá resolver lo que en derecho correspondiera.
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III. Agravios: El recurrente aduce en esencia los siguientes agravios:

17

El recurrente alega que es incorrecto que el Tribunal Colegiado haya calificado de inoperante el concepto de violación marcado con el inciso cuarto consistente en que los artículos 477 y 479 de la Ley General de Salud son inconstitucionales e inconvencionales, toda vez que en la ejecutoria de amparo se estimó que la forma de comisión que se consideró actualizada de los delitos, fue de manera dolosa, por lo que la aplicación de aquellos se atendió al elemento de intencionalidad y su aplicación no causó perjuicio alguno.

18

Asimismo, aduce que en cuanto a la ********** (**********) no fue posible determinar si excede o no para su consumo personal, toda vez que dado el peso en microgramos, no está cuantificada la cantidad de dicho precepto, es decir, si aun practicándose pruebas periciales sobre la supuesta droga afecta, el experto de la representación social no pudo concluir cual era la cantidad que se contenía, es evidente que quien no tiene conocimientos periciales, no puede suponer que tal o cual sustancia contiene o no un psicotrópico.

19

En efecto, aduce que si en la causa penal se emitió una opinión pericial proveniente de un experto adscrito a la Procuraduría General de la República que concluyó que no era posible saber qué cantidad existía de **********, esto es un indicio que redunda en su beneficio para afirmar que su actuar no fue doloso y que por lo tanto, la norma se le aplicó de manera contraria a lo que disponen los cuerpos de leyes supranacionales de referencia.

20

En el mismo sentido, alega que el tribunal colegiado no se limitó a calificar de inoperante el concepto de violación donde se atacó la constitucionalidad y convencionalidad de los artículos 477 y 479 de la Ley General de Salud, sino que determinó que el tipo penal no contiene como elemento del tipo la inconstitucionalidad de la conducta, ya que representa una medida adoptada por el Estado como parte de una política integral para combatir precisamente esa clase de delitos, para resolver una problemática de grandes magnitudes y establecer un esquema de protección a la salud de los miembros de la sociedad, atendiendo a la necesidad de recuperar la fortaleza del Estado y la seguridad en la convención social.

21

De ahí, que fue incorrecto el actuar del Órgano Colegiado, toda vez que de ninguna manera se puede comparar la simple detención de sustancias prohibidas por la normatividad, con la producción, transportación, tráfico, comercialización o suministros de las mismas, pues la posesión de narcóticos puede ser motivada por una fuerza interna de dependencia al consumo de estupefacientes o psicotrópicos, o bien, una intencionalidad no consumada ni demostrada, de realizar alguna otra conducta con dicha conducta.

22

Es decir, la plena voluntad no viciada por alguna fuerza irresistible como lo es la dependencia a una sustancia, se valoró en términos generales que de ninguna pueden conllevar a la certeza de que la voluntad no se encuentra viciada.
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En efecto, si la dosis que el sujeto activo posee es igual o menor a la establecida en la tabla prevista en el artículo 479 de la Ley General de Salud, se considera que su voluntad se encuentra viciada, y por tanto, no es susceptible de represión; sin embrago, un solo gramo y en algunos casos miligramos, son suficientes para que el legislador, considere que la conducta es plenamente deseada de realización por el activo, y por tanto, objeto de sanción.
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De tal forma, se considera que aunque se estableció una tabla de orientación de dosis máximas de consumo personal e inmediato y aun cuando pueda alegarse que para al configuración de limitación se realizaron diversos estudios con tal o cual base científica, no menos cierto es que, la dependencia de sustancias es multifactorial y esta determinada por factores biológicos, genéticos, psicosociales, culturales y ambientales, por tanto, es incorrecto que en base a una tabla carente de valoración individualizada, podemos sostener o no que la voluntad esta viciada o no.
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De ahí, que la problemática social no atendió a los tratados internacionales por nuestro país, pues de ninguna manera, ni aun bajo el argumento de la necesidad de recuperar la seguridad en la convivencia social, podemos permitir la existencia de parámetros que en nada valoran la condición específica de cada agente para la determinación de la intencionalidad de conducta.

26

CUARTO. Los agravios resumidos con antelación, relativos a que el Tribunal Colegiado del conocimiento omitió pronunciarse sobre el concepto de violación marcada con el inciso cuarto consistente en la inconstitucionalidad e inconvencionalidad de los artículos 477 y 479 de la Ley General de Salud, son fundados.
27

Lo anterior se afirma porque de la sentencia emitida por el Órgano Colegiado se desprende que desestimó por una parte inoperante y por otra infundado el concepto de violación; cuando que en dicho motivo de inconformidad consta lo siguiente:

“...el quejoso aduce en el cuarto concepto de violación, que los artículos 477 y 479 de la Ley General de Salud, que tipifican y sancionan la conducta que supuestamente desplegó, son inconstitucionales, porque sancionan la simple detentación de diversas sustancias, cuando no se tenga la finalidad de llevar a cabo ninguna de las conductas previstas en el diverso numeral 476 de la misma Ley, es decir, comerciarlos o suministrarlos aun gratuitamente, por lo que los dispositivos legales invocados en primer término son contradictorios de diversos tratados internacionales como la Convención Única de 1961 sobre estupefacientes enmendada por protocolo de 25 de mayo de 1972 (en su artículo 36); el Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas de 1971 (en el inciso a) de su artículo 22); y la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988 (en su numeral 3).

En efecto, agrega el solicitante del amparo, de una simple lectura de los ordenamientos internacionales antes referidos, se puede apreciar que solamente debe considerarse delictuosa una conducta relacionada con la posesión de narcóticos cuando ésta se realiza de manera intencional, empero, los artículos de la Ley General de Salud en nada incluyen entre los elementos del delito el que la conducta se cometa intencionalmente, sino con base en una mera tabla que no toma en consideración si la posesión del narcótico fue con intención de cometer un delito, sino que genera una presunción iure et de iure basado en un mero criterio de cuantificación de la droga que se le haya ocupado.

De esta forma, prosigue, el criminalizar la simple posesión de psicotrópicos, lejos de ser acorde a los derechos humanos de acceso a la salud, en la modalidad de rehabilitación y no ser castigado por un problema de salud, así como de presunción de inocencia, los contradice sin duda alguna; principio que además de estar implícito en el texto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se encuentra explícitamente en el primer párrafo del punto 2 del artículo 8 del Pacto de San José. Por su parte el derecho fundamental de acceso a la salud, encuentra su protección primigenia en el artículo 4° de la norma fundante, que a su vez origina la subgarantía de rehabilitación, ya que las personas que consumen regularmente sustancias de las conocidas usualmente como "drogas", presentan un cuadro de dependencia hacía las mismas, lo que sin duda constituye un problema de salud y que, por tanto, amerita ser rehabilitado.

Finalmente, aduce, resulta claro que no es constitucional ni convencional, que se tipifique y sancione como conducta delictiva la simple detentación de sustancias psicotrópicas, en la medida que el requisito necesario para poder punir conductas de este tipo, conforme al marco legal internacional antes aludido, es que se tenga un elemento subjetivo distinto del dolo, consistente en la intención de realizar una conducta lesiva en mayor grado que la simple posesión; sin embargo, el legislador federal, indebidamente estableció un criterio cuantificativo para criminalizar conductas que podrían constituir problemas de salud en lugar de objetos de represión; y como en el orden jerárquico normativo se encuentran en un escalafón superior los tratados internacionales a las leyes federales, de conformidad con el artículo 133 Constitucional, y mediante el control difuso de constitucionalidad y convencionalidad, es que se deben dejar sin aplicación dichos preceptos para conceder al directo quejoso el amparo; invocando como apoyo las tesis de rubros: “PRINCIPIO IN DUBIO PRO REO. ESTÁ PREVISTO IMPLÍCITAMENTE EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS” y “EXCUSA ABSOLUTORIA. EL ARTÍCULO 199, PÁRRAFO PRIMERO, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, AL ESTABLECERLA PARA LOS FARMACODEPENDIENTES, VIOLA EL DERECHO A LA SALUD (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 20 DE AGOSTO, DE 2009)”.
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De lo expuesto, se advierte que incorrectamente el Tribunal Colegiado desestimó por inoperante el cuarto concepto de violación; cuando que el peticionario de garantías planteó argumentos de constitucionalidad, tan es así que argumentó que los artículos 477 y 479 de la Ley General de Salud, eran inconstitucionales, porque sancionan la simple detentación de diversas sustancias, cuando no se tenga la finalidad de llevar a cabo ninguna de las conductas previstas en el diverso numeral 476 de la misma Ley.
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Es decir, señaló que comerciarlos o suministrarlos aun gratuitamente, eran contradictorios de diversos tratados internacionales
, pues de estos se desprendía que solamente debe considerarse delictuosa una conducta relacionada con la posesión de narcóticos cuando ésta se realiza de manera intencional, empero, los artículos de la Ley General de Salud en nada incluyen entre los elementos del delito el que la conducta se cometa intencionalmente, sino con base en una mera tabla que no toma en consideración si la posesión del narcótico fue con intención de cometer un delito, sino que genera una presunción iure et de iure basado en un mero criterio de cuantificación de la droga que se le haya ocupado.
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En tal virtud, ante lo fundado del agravio alegado lo procedente es que de conformidad con el artículo 93, fracción I, de la Ley de Amparo, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación analice el concepto de violación omitido.
31

QUINTO. De lo expuesto, se advierte que en el cuarto concepto de violación a que se ha hecho alusión en líneas precedentes en torno al problema de constitucionalidad, puede expresarse a través del siguiente silogismo:
(i) Los farmacodependientes son enfermos y por lo tanto, no deben ser sujetos a proceso penal;

(ii) El artículo 477 de la Ley General de Salud, en relación con el artículo 479 del mismo ordenamiento legal, establece dosis máximas de consumo personal e inmediato de psicotrópicos, cuyo rebase trae consigo la sujeción a un proceso penal.

(iii) Por lo tanto, la norma impugnada impide la aplicación de la causa de exclusión del delito que favorece a los farmacodependientes, lo que es inconstitucional. 

32

Para dar contestación a lo antes expuesto, es preciso analizar, en primer lugar, las premisas referidas en los rubros i) y ii) anteriores.

I. La farmacodependencia como una enfermedad.

33

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver por mayoría de votos el amparo directo en revisión 1492/2007
, concluyó que la farmacodependencia debe considerarse como una enfermedad. 

34

Aserción que deriva de las premisas siguientes:

35

En primer término, el artículo 74 de la Ley General de Salud establece que la atención a las enfermedades mentales comprende la atención de alcohólicos y personas que usen habitualmente estupefacientes o substancias psicotrópicas.
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En segundo lugar, la farmacodependencia es una enfermedad que ha ameritado el establecimiento de programas especiales, como el previsto a partir del artículo 191 de la Ley General de Salud, denominado “Programa contra la Farmacodependencia”, según el cual la Secretaría de Salud y el Consejo de Salubridad General se coordinarán para la prevención y tratamiento de la farmacodependencia y, en su caso, la rehabilitación de los farmacodependientes
. Incluso, entre los programas de acción de la Secretaría de Salud se encuentra el de “Adicciones: Farmacodependencia”.
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En tercer lugar, y sólo como mera referencia teórica, distintos organismos internacionales, como la propia Organización de las Naciones Unidas, a través de la Oficina de Drogas y Crimen, se ha pronunciado en el sentido de que la farmacodependencia es una enfermedad que debe ser atendida y valorada por los distintos Estados. 

38

Además, en diversos criterios de la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha determinado que la toxicomanía o farmacodependencia es considerada como una enfermedad y, precisamente por ello, no debe ser castigada. Algunos de esos criterios son los siguientes: 
“ENERVANTES, POSESION DE.- Aunque el uso de enervantes no se considera delictuoso, en razón de que la toxicomanía es una enfermedad, ello no excluye la posibilidad de que el vicioso incurra en el delito de posesión de enervantes, en cuanto la cantidad que de las drogas tenga resulte notoriamente desproporcionada o exagerada para la satisfacción individual del toxicómano
.”.

“ENERVANTES, POSESION Y USO DE.- Cabe observar que la posesión de un enervante sin los permisos especiales de la Secretaría de Salubridad y Asistencia agota el tipo delictivo previsto y sancionado por el artículo 194 del Código Penal Federal. Es cierto que esta Suprema Corte de Justicia ha considerado que el uso de enervantes no es delictuoso en virtud de que la toxicomanía es una enfermedad; mas esta tesis sólo puede tener aplicación cuando existe un dictamen médico legal que diagnostique la toxicomanía del inculpado
.”.

“TOXICOMANOS, NO ES PUNIBLE LA TENENCIA DE DROGA ESTRICTAMENTE NECESARIA PARA LA SATISFACCION DE LAS NECESIDADES DE LOS.- Si bien es cierto que esta Suprema Corte ha sostenido que la posesión de la droga por los toxicómanos no es punible y que deben, en vez de ser penados, ser sometidos a un tratamiento médico para su curación, ello está subordinado a que la posesión de la droga sea la estrictamente necesaria para la satisfacción de su enfermedad o vicio
.”
39

El Tribunal Pleno hizo hincapié en el sentido de que incluso el Código Federal de Procedimientos Penales, en sus artículos 523 y 524, este último antes de la reforma que tuvo lugar el día veinte de agosto de dos mil nueve, consideraba a los farmacodependientes como personas enfermas
, pues de otra manera no se explicaría por qué el Ministerio Público no debía proceder penalmente contra este grupo de personas cuando se les encuentra en posesión de la droga necesaria para su consumo y debe hacer del conocimiento de la autoridad sanitaria esa situación para que dicte las medidas necesarias para su rehabilitación. 
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Además que el artículo 523 del mismo ordenamiento legal continua refrendando la obligación del Ministerio Público consistente en que al iniciar la averiguación previa, dará aviso a la autoridad sanitaria correspondiente, cuando un farmacodependiente cometa un delito, a fin de que dicha autoridad intervenga en los términos de las disposiciones aplicables, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 199, segundo párrafo, del Código Penal Federal, también producto de la reforma de veinte de agosto de dos mil nueve:

“ARTÍCULO 199.- El Ministerio Público o la autoridad judicial del conocimiento, tan pronto conozca que una persona relacionada con algún procedimiento por los delitos previstos en los artículos 195 o 195 bis, es farmacodependiente, deberá informar de inmediato y, en su caso, dar intervención a las autoridades sanitarias competentes, para los efectos del tratamiento que corresponda.

En todo centro de reclusión se prestarán servicios de rehabilitación al farmacodependiente.

Para el otorgamiento de la condena condicional o del beneficio de la libertad preparatoria, cuando procedan, no se considerará como antecedente de mala conducta el relativo a la farmacodependencia, pero sí se exigirá en todo caso que el sentenciado se someta al tratamiento médico correspondiente para su rehabilitación, bajo vigilancia de la autoridad ejecutora.”
41

Y artículo 481 de la Ley General de Salud, actualmente en vigor, establece en similares términos lo siguiente:

“ARTÍCULO 481.- El Ministerio Público o la autoridad judicial del conocimiento, tan pronto identifique que una persona relacionada con un procedimiento es farmacodependiente, deberá informar de inmediato y, en su caso, dar intervención a las autoridades sanitarias competentes, para los efectos del tratamiento que corresponda.

En todo centro de reclusión se prestarán servicios de rehabilitación al farmacodependiente.

Para el otorgamiento de la condena condicional o del beneficio de la libertad preparatoria, cuando procedan, no se considerará como antecedente de mala conducta el relativo a que se le haya considerado farmacodependiente, pero sí se exigirá en todo caso que el sentenciado se someta al tratamiento médico correspondiente para su rehabilitación, bajo vigilancia de la autoridad ejecutora.”
42

Y finalmente, la Ley General de Salud, en su artículo 478, reconoce que la farmacodependencia amerita tratamiento médico:

“ARTÍCULO 478.- El Ministerio Público no ejercerá acción penal por el delito previsto en el artículo anterior, en contra de quien sea farmacodependiente o consumidor y posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla, en igual o inferior cantidad a la prevista en la misma, para su estricto consumo personal y fuera de los lugares señalados en la fracción II del artículo 475 de esta Ley. La autoridad ministerial informará al consumidor la ubicación de las instituciones o centros para el tratamiento médico o de orientación para la prevención de la farmacodependencia.

El Ministerio Público hará reporte del no ejercicio de la acción penal a la autoridad sanitaria de la entidad federativa donde se adopte la resolución con el propósito de que ésta promueva la correspondiente orientación médica o de prevención. La información recibida por la autoridad sanitaria no deberá hacerse pública pero podrá usarse, sin señalar identidades, para fines estadísticos.”
43

De las consideraciones expuestas, el Tribunal Pleno concluyó que nuestro sistema jurídico reconoce a la farmacodependencia como una enfermedad que requiere tratamiento médico, y que el Estado prestará los servicios de rehabilitación u orientará al afectado sobre este tema.

44

II.-
La farmacodependencia como causa de exclusión del delito.

45

En el mismo recurso de revisión, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que la posesión de un narcótico para consumo personal deriva de una necesidad fisiológica que obliga a un sujeto a consumir la droga: es un adicto, no un criminal, es una persona que en lugar de ser considerada delincuente, debe ser tratado como un enfermo, por lo que no debe sujetársele a proceso penal.

46

Esta afirmación judicial merece, por un lado, explicar a qué se refirió la Suprema Corte cuando sostuvo que el farmacodependiente no debe ser sujeto a proceso penal, y por otra, determinar si deben reunirse ciertas condiciones para que el enfermo pueda prevalerse de este beneficio.

47

A.- Causa de exclusión del delito vs. excusa absolutoria.

48

La materia de la litis a resolver en el citado amparo directo en revisión 1492/2007, consistió en determinar si era constitucional el artículo 199 del Código Penal Federal, antes de la reforma de veinte de agosto de dos mil nueve, que disponía que la farmacodependencia era una excusa absolutoria y no una causa de exclusión del delito
. Los efectos del referido artículo 199 eran particularmente graves, pues el farmacodependiente sí podía ser sujeto a juicio para finalmente no aplicársele pena alguna. En cambio, si el sistema jurídico sólo previera que se actualizaba una causa de exclusión del delito, entonces no podría ser sujeto a proceso y sólo sería objeto de las medidas sanitarias correspondientes.
49

El Tribunal Pleno declaró inconstitucional el artículo 199 referido, pues sujetar a proceso a un farmacodependiente revelaba una franca violación a las garantías de igualdad, no discriminación y el derecho a la salud. Las consideraciones torales de la ejecutoria son las siguientes:

“[…] 4. Con base en lo anterior, se determina que el artículo 199, primer párrafo, del Código Penal Federal genera una violación al principio de igualdad, al establecer una excusa absolutoria para los farmacodependientes que posean cierto tipo de narcóticos para su consumo personal, cuando existe un artículo como el 195 que implementa una auténtica excluyente del delito para consumidores que no son farmacodependientes. Los argumentos concretos para esta inconstitucionalidad son que: a) la diferencia de tratamiento no es congruente con el respeto a la dignidad de todos los seres humanos; b) existen supuestos de hecho sustancialmente idénticos y que son abordados de diferente manera; c) la diferenciación carece de justificación objetiva y razonable, al no existir una relación de proporcionalidad ni de instrumentalidad entre los medios y fines de la norma; d) la distinción parte de la condición y estado de salud de la persona —enfermo farmacodependiente—, y e) muestra una política pública deliberada de trato desigual.

4.1. La Primera Sala de este Alto Tribunal ha determinado que los planteamientos sobre las violaciones a la garantía de igualdad exigen someter la distinción a un análisis en que se evalúe lo siguiente: 1) si obedece objetivamente a una finalidad constitucional válida; 2) si existe una adecuación entre los medios que se establecen con la diferencia y la finalidad constitucionalmente válida que se pretende garantizar, es decir, que haya una relación de instrumentalidad o de aptitud para lograr el fin pretendido; y 3) debe verificarse que la diferencia sea proporcional, pues a pesar de tratarse de un bien constitucionalmente protegido y de que haya una adecuación entre los fines y los medios, debe evitarse la afectación innecesaria o desmedida de otros bienes y derechos constitucionalmente protegidos. Esto encuentra sustento en la jurisprudencia 55/2006 de la Primera Sala, cuyo texto señala: 

‘IGUALDAD. CRITERIOS PARA DETERMINAR SI EL LEGISLADOR RESPETA ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL’. (Se transcribe)

4.2. Asimismo, como criterios adicionales y no vinculantes, es pertinente mencionar que la Corte Interamericana de Derechos Humanos analizó la problemática de la igualdad y la discriminación en su Opinión Consultiva OC-4/84, en donde señaló que:

‘La noción de igualdad se desprende directamente de la unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad esencial de la persona, frente a la cual es incompatible toda situación que, por considerar superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo con privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo inferior, lo trate con hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del goce de derechos que sí se reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situación de inferioridad. No es admisible crear diferencias de tratamiento entre seres humanos que no se correspondan con su única e idéntica naturaleza
.

Sin embargo, por lo mismo que la igualdad y la no discriminación se desprenden de la idea de unidad de dignidad y naturaleza de la persona es preciso concluir que no todo tratamiento jurídico diferente es propiamente discriminatorio, porque no toda distinción de trato puede considerarse ofensiva, por sí misma, de la dignidad humana.[…].’

La Corte Interamericana de Derechos Humanos concluyó lo siguiente (énfasis añadido):

‘No habrá, pues, discriminación si una distinción de tratamiento está orientada legítimamente, es decir, si no conduce a situaciones contrarias a la justicia, a la razón o a la naturaleza de las cosas. 

De ahí que no pueda afirmarse que exista discriminación en toda diferencia de tratamiento del Estado frente al individuo, siempre que esa distinción parta de supuestos de hecho sustancialmente diferentes y que expresen de modo proporcionado una fundamentada conexión entre esas diferencias y los objetivos de la norma, los cuales no pueden apartarse de la justicia o de la razón, vale decir, no pueden perseguir fines arbitrarios, caprichosos, despóticos o que de alguna manera repugnen a la esencial unidad y dignidad de la naturaleza humana’
.

Al examinar las implicaciones del trato diferenciado que algunas normas pueden dar a sus destinatarios, es importante hacer referencia a lo señalado por la propia Corte Interamericana en el sentido de que ‘no toda distinción de trato puede considerarse ofensiva, por sí misma, de la dignidad humana’
. En ese tenor, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, basándose en ‘los principios que pueden deducirse de la práctica jurídica de un gran número de Estados democráticos’, advirtió que sólo es discriminatoria una distinción cuando ‘carece de justificación objetiva y razonable’
.  

Pueden establecerse distinciones, basadas en desigualdades de hecho, que constituyen un instrumento para la protección de quienes deban ser protegidos, considerando la situación de mayor o menor debilidad o desvalimiento en que se encuentran
. Por ejemplo, una desigualdad sancionada por la ley se refleja en el hecho de que los menores de edad que se encuentran detenidos en un centro carcelario no pueden ser recluidos conjuntamente con las personas mayores de edad que se encuentran también detenidas.  Otro ejemplo de estas desigualdades es la limitación en el ejercicio de determinados derechos políticos en atención a la nacionalidad o ciudadanía.

Al respecto, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha indicado también que:

‘Es importante, entonces, buscar los criterios que permitan determinar si una diferencia de trato, relacionada, por supuesto, con el ejercicio de uno de los derechos y libertades establecidos, contraviene el artículo 14 [del Convenio Europeo de Derechos Humanos]. 

Al respecto, la Corte, siguiendo los principios que pueden deducirse de la práctica jurídica de un gran número de Estados democráticos, ha sostenido que el principio de igualdad de trato se viola si la distinción carece de justificación objetiva y razonable. La existencia de tal justificación debe evaluarse en relación con el propósito y los efectos de la medida en consideración, tomando en cuenta los principios que normalmente prevalecen en las sociedades democráticas.  Una diferencia de trato en el ejercicio de un derecho establecido en la Convención no sólo debe buscar un fin legítimo: el artículo 14 se viola igualmente cuando se establece de manera clara que no hay una relación razonable de proporcionalidad entre los medios utilizados y el fin que se busca llevar a cabo’
.

Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos estableció que:

‘No habrá, pues, discriminación si una distinción de tratamiento está orientada legítimamente, es decir, si no conduce a situaciones contrarias a la justicia, a la razón o a la naturaleza de las cosas. De ahí que no pueda afirmarse que exista discriminación en toda diferencia de tratamiento del Estado frente al individuo, siempre que esa distinción parta de supuestos de hecho sustancialmente diferentes y que expresen de modo proporcionado una fundamentada conexión entre esas diferencias y los objetivos de la norma, los cuales no pueden apartarse de la justicia o de la razón, vale decir, no pueden perseguir fines arbitrarios, caprichosos, despóticos o que de alguna manera repugnen a la esencial unidad y dignidad de la naturaleza humana’.
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Asimismo, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al analizar el aspecto que nos interesa, entre otras cosas ha señalado que ‘el derecho a la igualdad ante la ley no puede asimilarse al derecho a un igual resultado de los procedimientos judiciales referentes a la misma materia’
. En el caso ‘Marín Ramírez’ la Comisión consideró que una limitación al derecho a recurrir decisiones del Consejo de Estado no era discriminatoria porque los objetivos –garantizar los principios de intangibilidad de la cosa juzgada, la seguridad jurídica y de jerarquía dentro del poder judicial– eran legítimos y no era irrazonable permitir la revisión de sentencias de cierta instancia y, al mismo tiempo, negar la revisión de las emanadas de las máximas autoridades del poder judicial.
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Por otra parte, la Comisión aplicó la Opinión Consultiva OC-4/84 a los derechos políticos en el caso Aylwin, resumiendo la doctrina con las palabras siguientes: ‘(…) los Estados pueden diferenciar situaciones y establecer categorías para determinados grupos de individuos, siempre que se persiga un fin legítimo y que la clasificación guarde una razonable y justa relación con la finalidad perseguida por el ordenamiento jurídico’.
.
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La Comisión Africana sobre Derechos Humanos y de los Pueblos ha establecido
, en cuanto al principio de la igualdad y no discriminación, señaló que éste:

‘significa que los ciudadanos deben ser tratados justamente en el sistema legal y que se les debe garantizar un trato igual ante la ley así como el disfrute por igual de los derechos disponibles para todos los demás ciudadanos.  El derecho a la igualdad es muy importante debido a una segunda razón. La igualdad o la falta de ésta afecta la capacidad del individuo de disfrutar de muchos otros derechos’.

Finalmente, en apoyo a todo lo antes señalado, resulta necesario destacar que la aplicación de la ley penal a un individuo es discriminatoria, según la jurisprudencia del Comité de Derechos Humanos, si se demuestran circunstancias concretas que pongan de manifiesto una política deliberada de trato desigual por parte del Estado
.
4.3. En el presente caso, el quejoso planteó un trato desigual respecto de las personas que, por un lado, se encuentran en posesión de droga, pero no son farmacodependientes, y a los cuales se les trata con una excluyente del delito y, por otro lado, otro grupo de sujetos que poseen los narcóticos pero son toxicómanos.

Como ya se adelantó, este Tribunal Pleno estima que considerar como válida la distinción establecida en el primer párrafo del artículo 199 de la Constitución Federal, implicaría aceptar una diferenciación que no tiene una justificación constitucional objetiva y adecuada a los fines que se pretendieron conseguir con la norma.

A juicio de este Tribunal Pleno, no se advierte en el proceso legislativo que culminó con la creación del artículo 199 del Código Penal Federal una razón objetiva suficiente para establecer la distinción entre los farmacodependientes y los no farmacodependientes. Antes de la reforma publicada el diez de enero de mil novecientos noventa y cuatro en el Diario Oficial de la Federación, no existía ninguna duda al respecto: el farmacodependiente sólo era puesto a la disposición de las autoridades sanitarias para ser sometido a tratamiento, tanto si se advertía esa enfermedad en la averiguación previa como en el proceso. 

Así, el artículo 194 establecía esa situación de la siguiente manera: 

‘Artículo 194. Si a juicio del Ministerio Público o del Juez competentes, que deberán actuar para todos los efectos que se señalan en este Artículo con el auxilio de peritos, la persona que adquiera o posea para su consumo personal substancias o vegetales de los descritos en el Artículo 193 tiene el hábito o la necesidad de consumirlos, se aplicarán las reglas siguientes:

I.- Si la cantidad no excede de la necesaria para su propio e inmediato consumo, el adicto o habitual sólo será puesto a la disposición de las autoridades sanitarias para que bajo la responsabilidad de estas sea sometido al tratamiento y a las demás medidas que procedan’.

En la exposición de motivos de diez de enero de mil novecientos noventa y cuatro
, en la que se reformaron diversos artículos del Código Penal Federal, entre ellos los artículos 194 y 199, se estableció: 

‘II.3. Se plantea, finalmente, reconsiderar el contenido del vigente artículo 194, que se ocupa de los farmacodependientes y de las diversas cantidades de droga que posean para su consumo; por lo que se sugiere una nueva fórmula en el artículo 199 del Código Penal’.

En el dictamen de la Cámara de Origen, se señaló: 

‘La iniciativa, finalmente, considera el problema de los farmacodependientes en el artículo 199, ampliando las hipótesis de prevención por lo que hace a la cantidad de droga para su consumo y estableciendo que no serán objeto de pena alguna si el narcótico que poseen es para su estricto consumo personal. Con la nueva fórmula se supera la contenida en el actual artículo 194, sobre todo por lo que hace a los efectos prácticos’.

Por último, en la discusión ante la Cámara revisora, se dijo:

‘se amplía la hipótesis de prevención por lo que hace a la cantidad de droga para consumo personal para afrontar el problema de la farmacodependencia, en el Articulo 199’.

En ese tenor, la justificación del legislador para reformar el artículo consistió en afrontar el problema de la farmacodependencia y ‘superar’ los efectos prácticos que establecía el artículo 194 del código antes de la reforma. Aunque no es posible saber a qué efectos prácticos se refirió el legislador cuando señaló que el nuevo artículo los superaría, debe señalarse que es constitucionalmente válido que se haya intentado afrontar el problema de la dependencia, de eso no hay duda. El objetivo de la norma, a decir del legislador, es la lucha del derecho penal en contra del tráfico de drogas y evitar los problemas derivados de su consumo. No obstante, si se considerara que dicho artículo establece una excusa absolutoria en aras de frenar el fenómeno de la farmacodependencia, se llegaría a una situación en la cual no existiría una adecuación de los medios con los fines pretendidos y mucho menos una relación de proporcionalidad, tomando en cuenta que se trata de una materia en la que no se tienen tan amplias facultades para establecer desigualdades.

En efecto, el someter a un proceso penal al farmacodependiente que sólo posee narcóticos para su consumo no es el medio idóneo para lograr solucionar el problema de la de la dependencia a las drogas; por el contrario, con lo mismo se afecta gravemente el derecho del farmacodependiente a ser rehabilitado. Si el Estado considera que no es adecuado proceder en contra de quienes no son farmacodependientes y poseen droga para su consumo personal, con más razón debería considerar ello respecto de quienes sí son farmacodependientes.

Al respecto, este Tribunal Pleno no desconoce el impacto negativo que tiene el tráfico de drogas en la salud pública; sin embargo, se advierte que considerar como un delincuente al poseedor que necesita los narcóticos para sobrevivir no es una medida idónea para evitar los problemas de salud derivados del tráfico de estupefacientes. Eso se logra a través de los programas de prevención y de rehabilitación que el Estado está obligado a implementar y que de hecho tiene vigentes, pero no a través del señalamiento del enfermo en el sentido de que es un delincuente. No se puede considerar que el enfermo cometió un delito por el sólo hecho de que poseía la droga necesaria para su padecimiento. 

Asimismo, debe considerarse que la discriminación alegada radica precisamente en una de las llamadas ‘categorías sospechosas’, pues a un enfermo se le juzga por la posesión de una sustancia que necesita, precisamente, porque su situación física y mental. Existe en el acto reclamado un trato desigual por motivos de salud que, aunque tiene una supuesta justificación en el proceso legislativo, no es válida al no existir una relación de instrumentalidad y proporcionalidad. 

Principio de no discriminación.

1. A juicio de este Tribunal Pleno, el artículo 199, primer párrafo, del Código Penal Federal también violenta el principio de no discriminación. Con base en los referidos criterios de igualdad, se sostiene que la misma norma propicia una situación de discriminación, pues no hay razones justificativas válidas para que a los farmacodependientes se les someta a un proceso penal en el que, en su caso, no se les aplica pena alguna, mientras que a las personas no enfermas —no farmacodependientes— no se les sigue un proceso penal (‘no se procederá en contra de quien no siendo farmacodependiente, se le encuentre en posesión de alguno de los narcóticos señalados en el artículo 193, dice el artículo 195, segundo párrafo del Código Penal’). Así, el trato discriminatorio se origina por su simple condición como farmacodependientes, sin que se puedan apreciar razones objetivas que justifiquen este trato diferenciado.

2. En principio, es necesario recalcar que conforme a los lineamientos de la normatividad mexicana y varios criterios internacionales, la farmacodependencia debe considerarse como una enfermedad. En primer lugar, tal y como lo señaló el quejoso, el artículo 74 de la Ley General de Salud establece que la atención a las enfermedades mentales comprende la atención de alcohólicos y personas que usen habitualmente estupefacientes o substancias psicotrópicas
. 

En segundo lugar, la farmacodependencia es una enfermedad que ha ameritado el establecimiento de programas especiales, como el establecido a partir del artículo 191 de la Ley General de Salud, denominado ‘Programa contra la Farmacodependencia’, según el cual la Secretaría de Salud y el Consejo de Salubridad General se coordinarán para la prevención y tratamiento de la farmacodependencia y, en su caso, la rehabilitación de los farmacodependientes
. Incluso, entre los programas de acción de la Secretaría de Salud se encuentra el de ‘Adicciones: Farmacodependencia’.

En tercer lugar, y sólo como mera referencia teórica, distintos organismos internacionales, como la propia Organización de las Naciones Unidas, a través de la Oficina de Drogas y Crimen, se ha pronunciado en el sentido de que la farmacodependencia es una enfermedad que debe ser atendida y valorada por los distintos Estados. 

Además, en diversos criterios de la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha determinado que la toxicomanía o farmacodependencia es considerada como una enfermedad y, precisamente por ello, no debe ser castigada. Algunos de esos criterios son los siguientes: 

‘ENERVANTES, POSESION DE.’ (Se transcribe)

‘ENERVANTES, POSESION Y USO DE’. (Se transcribe)

‘TOXICOMANOS, NO ES PUNIBLE LA TENENCIA DE DROGA ESTRICTAMENTE NECESARIA PARA LA SATISFACCION DE LAS NECESIDADES DE LOS’. (Se transcribe)

Con base en estas consideraciones, es evidente que la urgencia de poseer los narcóticos no está determinada por una intención de cometer un delito, sino por una necesidad. En ese sentido, se hace notoria la pregunta sobre la que gira el presente asunto: ¿es correcto que a las personas que posean ciertos narcóticos para consumo personal, por un lado, se les someta a un proceso penal y se les considere responsable de un delito aunque no se les aplique pena alguna si son farmacodependientes, mientras que a los no farmacodependientes que están en la misma situación no se les sigue un proceso penal? La respuesta, como ya se adelantó, es negativa.

3. Lo correcto para no hacer un trato discriminatorio en el presente caso es excluir de la posibilidad de ser sometido a un proceso penal a todas las personas, que siendo farmacodependientes o no, posean para su estricto consumo personal alguno de los narcóticos previstos en el artículo 193 de Código Penal Federal.

Esto no indica ni autoriza a que se les deje de someter a proceso penal a aquellas personas que, siendo farmacodependientes o no, posean más de la cantidad que requieren para su estricto consumo personal, siempre y cuando esa posesión sea con la finalidad de realizar alguna de las conductas previstas en el artículo 194 del Código Penal Federal.

Así, resulta incongruente que en determinados supuestos se considere a la posesión para consumo personal como una excluyente del delito y en otros supuestos no. La única diferencia entre esos supuestos es, en un primer caso, que no se trata de farmacodependientes, es decir, para alguien que no es un farmacodependiente, la ley prevé que no se procederá penalmente y, en cambio, si es farmacodependiente y se le consigna, se sigue un proceso penal hasta el dictado de la sentencia, en donde posiblemente se le considere penalmente responsable. Este trato diferenciado en la ley no encuentra justificación constitucional alguna; por el contrario, otorga menos protección a los enfermos. La enfermedad, entonces, se convierte en un elemento diferenciador de trato que resulta eminentemente discriminatorio y violatorio del principio de igualdad y de no discriminación que consagra el artículo 1° constitucional.

Además, se insiste en que la ley misma (artículo 524 del Código Federal de Procedimientos Penales) establece que cuando se demuestre la farmacodependencia en la averiguación previa y la posesión de los narcóticos es sólo por la cantidad necesaria para consumo personal, el Ministerio Público no debe ejercer la acción penal. Bajo la interpretación dada por la autoridad responsable, se llegaría a con contrasentido, pues cuando se poseen narcóticos para el consumo personal, si se está en averiguación previa, entonces no puede consignársele en virtud del artículo señalado, pero si se consigna al farmacodependiente y se demuestra que lo es durante el proceso, entonces se le podría llegar a dictar sentencia condenatoria, considerándolo delincuente, sin que se le aplique pena alguna.  

En este aspecto, la diferencia procesal no justifica la diferencia de tratamiento. Si se trata de un enfermo en ambos casos, entonces en los dos debería tratarse de una excluyente del delito y no de una excusa absolutoria. Se trata diferente, entonces, con base en el momento en que se puede probar la toxicomanía y la posesión para consumo personal y satisfacción de esa necesidad provocada por la enfermedad. Dicha situación constituye una incongruencia del sistema penal respecto de los delitos contra la salud que transgrede los derechos del quejoso. 

Además, se trata de una medida legislativa con un impacto en la dignidad personal del farmacodependiente. El propio artículo 1° constitucional establece que nadie puede ser discriminado por razones de salud, pues de lo contrario se atentaría contra la dignidad humana. 
4. De igual manera, como información adicional, en los Principios para la Protección de los Enfermos Mentales y el Mejoramiento de la Atención de la Salud Mental, adoptados por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en su resolución 46/119, de 17 de diciembre de 1991, se establece: 

‘2. Todas las personas que padezcan una enfermedad mental, o que estén siendo atendidas por esa causa, serán tratadas con humanidad y con respeto a la dignidad inherente de la persona humana. 

[…]

4. No habrá discriminación por motivo de enfermedad mental. Por ‘discriminación’ se entenderá cualquier distinción, exclusión o preferencia cuyo resultado sea impedir o menoscabar el disfrute de los derechos en pie de igualdad. Las medidas especiales adoptadas con la única finalidad de proteger los derechos de las personas que padezcan una enfermedad mental o de garantizar su mejoría no serán consideradas discriminación. La discriminación no incluye ninguna distinción, exclusión o preferencia adoptada de conformidad con las disposiciones de los presentes Principios que sea necesaria para proteger los derechos humanos de una persona que padezca una enfermedad mental o de otras personas. 

5. Todas las personas que padezcan una enfermedad mental tendrán derecho a ejercer todos los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales reconocidos en la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y otros instrumentos pertinentes, tales como la Declaración de los Derechos de los Impedidos y el Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión’. 

En el caso, constituye una violación a la dignidad personal considerar delincuente a una persona que necesita ciertos narcóticos para su consumo personal. Lo anterior, ya que adicto no es un delincuente, es una víctima de la sustancia que consume, situación que se actualiza en los casos en que se posee sólo las cantidades necesarias para su consumo personal. 

Derecho a la salud

El artículo 199, primer párrafo, del Código Penal Federal es violatorio del derecho a la salud previsto en el artículo 4° de la Constitución Federal. La salud es un derecho humano fundamental e indispensable para el ejercicio de los demás derechos humanos. Todo ser humano tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud que le permita vivir dignamente. La efectividad de este derecho se puede alcanzar mediante numerosos procedimientos complementarios, como la formulación de políticas en materia de salud, la aplicación de los programas de salud elaborados por la Organización Mundial de la Salud (OMS) o la adopción de instrumentos jurídicos concretos.

El derecho a la salud está consagrado en el artículo 4° constitucional
 y en numerosas normas de derecho internacional
, tales como el párrafo 1 del artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y el párrafo 1 del artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el cual contiene una de las expresiones más exhaustivas del derecho internacional de los derechos humanos sobre el derecho a la salud. Además, el derecho a la salud se reconoce, en particular, en el inciso iv) del apartado e) del artículo 5 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; en el apartado f) del párrafo 1 del artículo 11 y en el artículo 12 de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer; así como en el artículo 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño. 

Asimismo, varios instrumentos regionales de derechos humanos, como la Carta Social Europea en su forma revisada (artículo 11), la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (artículo 16), y el Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artículo 10), también reconocen el derecho a la salud. Análogamente, este derecho ha sido proclamado por la Comisión de Derechos Humanos, así como también en la Declaración y Programa de Acción de Viena de mil novecientos noventa y tres y en otros instrumentos internacionales.

El Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales de Naciones Unidas, en su Observación General 14, ha señalado respecto al derecho a la salud que:

El derecho a la salud no debe entenderse como un derecho a estar sano. El derecho a la salud entraña libertades y derechos. Entre las libertades figura el derecho a controlar su salud y su cuerpo, con inclusión de la libertad sexual y genésica, y el derecho a no padecer injerencias, como el derecho a no ser sometido a torturas ni a tratamientos y experimentos médicos no consensuales. En cambio, entre los derechos figura el relativo a un sistema de protección de la salud que brinde a las personas oportunidades iguales para disfrutar del más alto nivel posible de salud
. 

En este orden de ideas, puede hablarse de diversos derechos derivados de lo dispuesto por el artículo 4° constitucional y los tratados internacionales mencionados, entre los que destacan: 1) en principio, el Estado tiene la obligación de prevenir la existencia de enfermedades; y 2) cuando no se ha podido prevenir la enfermedad, el Estado está obligado a garantizar el tratamiento y, en el caso de que el padecimiento lo permita, la rehabilitación del enfermo, para lo cual no puede obstaculizarla. Esto implicaría que como parte del derecho a la salud se debe entender que un enfermo tiene el derecho a ser tratado de conformidad con su dignidad personal, pues de lo contrario no se lograría su rehabilitación, violándose así el contenido básico del propio derecho. 

En este aspecto, la prevención y el tratamiento de las enfermedades y la lucha contra ellas (apartado c) del párrafo 2 del artículo 12 del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales) exigen que se establezcan programas de prevención y educación para hacer frente a las preocupaciones de salud que guardan relación con el comportamiento y se promuevan los factores sociales determinantes de la buena salud, como la seguridad ambiental, la educación, el desarrollo económico y la igualdad de género. 

Por otro lado, el derecho a tratamiento (rehabilitación) comprende la creación de un sistema de atención médica urgente en los casos de accidentes, epidemias y peligros análogos para la salud, así como la prestación de socorro en casos de desastre y de ayuda humanitaria en situaciones de emergencia. La lucha contra las enfermedades tiene que ver con los esfuerzos individuales y colectivos de los Estados para facilitar, entre otras cosas, las tecnologías pertinentes, el empleo y la mejora de la vigilancia epidemiológica y la reunión de datos desglosados, la ejecución o ampliación de programas de vacunación y otras estrategias de lucha contra las enfermedades infecciosas, pero en ningún caso, la prevención, tratamiento y lucha de enfermedades puede utilizar como vía para lograr sus fines el derecho penal, por compleja o estigmatizada que sea la enfermedad por su relación con el comportamiento del individuo.

Entonces, el establecimiento de medidas tendientes a la rehabilitación de quienes son farmacodependientes es parte del contenido del derecho constitucional a la salud. Precisamente por ello, en los artículos 523 y 524 del Código Federal de Procedimientos Penales se establece que en todos los casos en que se desprenda que existe una persona toxicómana, se tiene que dar parte a las autoridades sanitarias para que decidan las medidas que garanticen la rehabilitación del enfermo. De hecho, también en el párrafo segundo del propio artículo 199 del Código Penal Federal se establece que ‘todo procesado o sentenciado que sea farmacodependiente quedará sujeto a tratamiento’.

Con base en lo anterior, este Tribunal Pleno considera que el someter a un enfermo —farmacodependiente— a un proceso penal y declararlo culpable de un delito, cuando sólo pose para su estricto uso personal uno de los narcóticos señalados en el artículo 193 del Código Penal Federal, por el simple hecho de ser un adicto, un enfermo farmacodependiente, atenta contra su derecho a la salud, ya que en nada contribuye a su rehabilitación determinar que es un delincuente. En este aspecto, a un farmacodependiente no puede exigírsele otra conducta (una vez que se prueba esa situación), pues en realidad es un enfermo que no puede controlar su adicción. 

Así, se insiste, cuando a un farmacodependiente se le considera delincuente y se le procesa por poseer lo que necesita por su enfermedad, se le estigmatiza y etiqueta, tal y como sostiene la parte quejosa, con lo cual no se colabora para su rehabilitación. En otras palabras, la vía correcta para el tratamiento de un farmacodependiente no debe ser el proceso penal. Las personas enfermas —farmacodependientes— pueden ser remitidas a las autoridades sanitarias, para los efectos del tratamiento que corresponda, pero sin utilizar el máximo sistema represor con que cuenta el Estado, como lo es el derecho penal.

Al respecto, como consideraciones adicionales, debe precisarse que aun cuando en ocasiones suele justificarse por los Estados la utilización de las cuestiones relacionadas con la salud pública para sustentar la limitación del ejercicio de otros derechos fundamentales, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha señalado de manera reiterada que la cláusula limitativa que establecen diversos tratados de derechos humanos, para restringir o limitar el ejercicio de algunos derechos, tiene más bien por objeto proteger los derechos de los particulares, y no permitir la imposición de limitaciones por parte de los Estados. Por consiguiente, es contrario a los derechos humanos restringir la circulación de personas -o encarcelar a personas- con enfermedades transmisibles como el VIH/SIDA o con enfermedades surgidas por el consumo de sustancias prohibidas, o negarse a vacunar a los integrantes de una comunidad contra graves enfermedades infecciosas, alegando motivos tales como la seguridad nacional o el mantenimiento del orden público, pues en todo caso se tendría la obligación de justificar los objetivos legítimos perseguidos y señalar por qué son estrictamente necesarias para promover el bienestar general en una sociedad democrática.

De esta forma, asiste razón al quejoso cuando señala que en nada ayuda a su rehabilitación el hecho de que una vez consignada una causa penal por posesión, se tenga que seguir un procedimiento a pesar de que se demuestre que el inculpado es un farmacodependiente y se pueda llegar a dictar una sentencia en la que se establezca que el inculpado es penalmente responsable, aunque no se le aplique una pena. El solo hecho de que se le considere culpable de un delito como la posesión de droga para el consumo personal es una estigmatización que afecta su dignidad. De igual manera, el que tenga que seguirse el proceso hasta su conclusión, a pesar de que se demuestre pericialmente que se trata de un enfermo, constituye una violación al derecho a la salud, toda vez que dicha resolución en nada ayuda a la rehabilitación del enfermo. 

Debe hacerse hincapié en que incluso el Código de Procedimientos Penales considera a los farmacodependientes como personas enfermas, pues de otra manera no se explicaría por qué el Ministerio Público no debe proceder penalmente contra este grupo de personas cuando se les encuentra en posesión de la droga necesaria para su consumo y debe hacer del conocimiento de la autoridad sanitaria esa situación para que dicte las medidas necesarias para su rehabilitación. Así, la posesión de un farmacodependiente para consumo personal deriva de una situación que obliga a un sujeto a consumir la droga: es un adicto, no un criminal, es una persona que en lugar de ser considerada delincuente, debe ser tratado como un enfermo. 

Esto no quiere decir que cualquier caso de posesión por parte de los farmacodependientes implique una excluyente del delito y, en este aspecto, debe dejarse muy claro que la toxicomanía tiene que demostrarse fehacientemente y comprobarse que la cantidad que se poseía al momento de la captura resultaba idónea para su consumo personal, pues de lo contrario se presumiría el uso de los narcóticos para otro objeto. […]”.
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De las consideraciones expuestas, el Tribunal Pleno concluyó que nuestro sistema jurídico reconoce a la farmacodependencia como una enfermedad que requiere tratamiento médico, y que el Estado prestará los servicios de rehabilitación u orientará al afectado sobre este tema.

54

Incluso, en apego al criterio del Tribunal Pleno, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió la jurisprudencia “FARMACODEPENDENCIA. AL CONSTITUIR UNA EXCLUYENTE DEL DELITO, EL JUEZ PUEDE PRONUNCIARSE AL RESPECTO EN EL AUTO DE TÉRMINO CONSTITUCIONAL, SIN TENER QUE ESPERAR HASTA EL DICTADO DE LA SENTENCIA DEFINITIVA (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 20 DE AGOSTO DE 2009).”
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B.- Condiciones bajo las cuales el farmacodependiente puede prevalerse de la causa de exclusión del delito.
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Es de suma importancia destacar que el propio Tribunal Pleno sostuvo que considerar a la farmacodependencia como causa de exclusión del delito no quiere decir que cualquier caso de posesión por parte de los farmacodependientes implique una excluyente del delito. En este aspecto, este Alto Tribunal fue muy enfático al sostener que la toxicomanía tiene que demostrarse fehacientemente y comprobarse que la cantidad que se posee al momento de la captura resulta idónea para el consumo personal, pues de lo contrario es factible presumir el uso de los narcóticos para otro objeto.  
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Las conclusiones del Tribunal Pleno destruyen la primera premisa de la parte recurrente, pues no es correcto sostener que un farmacodependiente, por el solo hecho de serlo, debe estar excluido de todo proceso penal. Esta Suprema Corte ha reconocido que aunado a la calidad de enfermo, es preciso que el narcótico que se posee sea el idóneo para el consumo personal, pues de otro modo es válido formular la presunción de que la posesión tiene otro objetivo.
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Lo anterior trae como consecuencia que el legislador sí cuenta con la autorización constitucional suficiente para emitir normas que definan lo que debe entenderse por consumo personal para el efecto de que opere la multicitada causa de exclusión del delito.
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III. Dosis máximas de consumo personal e inmediato.
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Corresponde constatar si la Ley General de Salud exige que el farmacodependiente posea narcóticos sólo en determinadas dosis, a fin de prevalerse de la causa de exclusión del delito que nos ocupa.
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El capítulo de Delitos Contra la Salud en su modalidad de Narcomenudeo, dispone lo siguiente:
“CAPÍTULO VII

Delitos Contra la Salud en su modalidad de Narcomenudeo

ARTÍCULO 473.- Para los efectos de este capítulo se entenderá por:

I. Comercio: la venta, compra, adquisición o enajenación de algún narcótico;

II. Farmacodependencia: Es el conjunto de fenómenos de comportamiento, cognoscitivos y fisiológicos, que se desarrollan luego del consumo repetido de estupefacientes o psicotrópicos de los previstos en los artículos 237 y 245, fracciones I a III, de esta Ley;

III. Farmacodependiente: Toda persona que presenta algún signo o síntoma de dependencia a estupefacientes o psicotrópicos;

IV. Consumidor: Toda persona que consume o utilice estupefacientes o psicotrópicos y que no presente signos ni síntomas de dependencia;

V. Narcóticos: los estupefacientes, psicotrópicos y demás sustancias o vegetales que determinen esta Ley, los convenios y tratados internacionales de observancia obligatoria en México y los que señalen las demás disposiciones legales aplicables en la materia;

VI. Posesión: la tenencia material de narcóticos o cuando éstos están dentro del radio de acción y disponibilidad de la persona;

VII. Suministro: la transmisión material de forma directa o indirecta, por cualquier concepto, de la tenencia de narcóticos, y

VIII. Tabla: la relación de narcóticos y la orientación de dosis máximas de consumo personal e inmediato prevista en el artículo 479 de esta Ley.”

“ARTÍCULO 474.- Las autoridades de seguridad pública, procuración e impartición de justicia, así como de ejecución de sanciones de las entidades federativas, conocerán y resolverán de los delitos o ejecutarán las sanciones y medidas de seguridad a que se refiere este capítulo, cuando los narcóticos objeto de los mismos estén previstos en la tabla, siempre y cuando la cantidad de que se trate sea inferior a la que resulte de multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla y no existan elementos suficientes para presumir delincuencia organizada.

Las autoridades federales conocerán de los delitos en cualquiera de los casos siguientes:

I. En los casos de delincuencia organizada.

II. La cantidad del narcótico sea igual o mayor a la referida en el primer párrafo de este artículo.

III. El narcótico no esté contemplado en la tabla.

IV. Independientemente de la cantidad del narcótico el Ministerio Público de la Federación:

a) Prevenga en el conocimiento del asunto, o

b) Solicite al Ministerio Público del fuero común la remisión de la investigación.

La autoridad federal conocerá de los casos previstos en las fracciones II y III anteriores, de conformidad con el Código Penal Federal y demás disposiciones aplicables. En los casos de la fracción IV de este artículo se aplicará este capítulo y demás disposiciones aplicables.

Para efecto de lo dispuesto en el inciso b) de la fracción IV anterior, bastará con que el Ministerio Público de la Federación solicite a la autoridad competente de la entidad federativa, le remita la investigación correspondiente. Las diligencias desahogadas hasta ese momento por las autoridades de las entidades federativas gozarán de plena validez.

En la instrumentación y ejecución de los operativos policíacos que se realicen para cumplir con dichas obligaciones las autoridades se coordinarán en los términos que establece la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y demás disposiciones aplicables.

El Ministerio Público de la Federación podrá solicitar a las autoridades de seguridad pública de las entidades federativas, le remitan informes relativos a la investigación de los delitos a que se refiere este capítulo.

El Ministerio Público de las entidades federativas deberá informar oportunamente al Ministerio Público de la Federación del inicio de las averiguaciones previas, a efecto de que éste cuente con los elementos necesarios para, en su caso, solicitar la remisión de la investigación en términos de la fracción IV inciso b) de este artículo.

En los casos a que se refiere el segundo párrafo de este artículo, el Ministerio Público del fuero común podrá practicar las diligencias de averiguación previa que correspondan y remitirá al Ministerio Público de la Federación, dentro de los tres días de haberlas concluido, el acta o actas levantadas y todo lo que con ellas se relacione.

Si hubiese detenidos, la remisión se hará sin demora y se observarán las disposiciones relativas a la retención ministerial por flagrancia.

Cuando el Ministerio Público de la Federación conozca de los delitos previstos en este capítulo podrá remitir al Ministerio Público de las entidades federativas la investigación para los efectos del primer párrafo de este artículo, siempre que los narcóticos objeto de los mismos estén previstos en la tabla, la cantidad de que se trate sea inferior a la que resulte de multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla y no se trate de casos de la delincuencia organizada.

Si de las constancias del procedimiento se advierte la incompetencia de las autoridades del fuero común, remitirá el expediente al Ministerio Público de la Federación o al juez federal que corresponda, dependiendo de la etapa procesal en que se encuentre, a fin de que se continúe el procedimiento, para lo cual las diligencias desahogadas hasta ese momento por la autoridad considerada incompetente gozarán de plena validez.”

 “ARTÍCULO 475.- Se impondrá prisión de cuatro a ocho años y de doscientos a cuatrocientos días multa, a quien sin autorización comercie o suministre, aún gratuitamente, narcóticos previstos en la tabla, en cantidad inferior a la que resulte de multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla.

Cuando la víctima fuere persona menor de edad o que no tenga capacidad para comprender la relevancia de la conducta o para resistir al agente; o que aquélla fuese utilizada para la comisión de los mismos se aplicará una pena de siete a quince años de prisión y de doscientos a cuatrocientos días multa.

Las penas que en su caso resulten aplicables por este delito serán aumentadas en una mitad, cuando:

I. Se cometan por servidores públicos encargados de prevenir, denunciar, investigar, juzgar o ejecutar las sanciones por la comisión de conductas prohibidas en el presente capítulo. Además, en este caso, se impondrá a dichos servidores públicos destitución e inhabilitación hasta por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta;

II. Se cometan en centros educativos, asistenciales, policiales o de reclusión, o dentro del espacio comprendido en un radio que diste a menos de trescientos metros de los límites de la colindancia del mismo con quienes a ellos acudan, o

III. La conducta sea realizada por profesionistas, técnicos, auxiliares o personal relacionado con las disciplinas de la salud en cualesquiera de sus ramas y se valgan de esta situación para cometerlos. En este caso se impondrá, además, suspensión e inhabilitación de derechos o funciones para el ejercicio profesional u oficio hasta por cinco años. En caso de reincidencia podrá imponerse, además, suspensión definitiva para el ejercicio profesional, a juicio de la autoridad judicial.”

“ARTÍCULO 476.- Se impondrá de tres a seis años de prisión y de ochenta a trescientos días multa, al que posea algún narcótico de los señalados en la tabla, en cantidad inferior a la que resulte de multiplicar por mil las cantidades previstas en dicha tabla, sin la autorización correspondiente a que se refiere esta Ley, siempre y cuando esa posesión sea con la finalidad de comerciarlos o suministrarlos, aún gratuitamente.”

 “ARTÍCULO 477.- Se aplicará pena de diez meses a tres años de prisión y hasta ochenta días multa al que posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla en cantidad inferior a la que resulte de multiplicar por mil las previstas en dicha tabla, sin la autorización a que se refiere esta Ley, cuando por las circunstancias del hecho tal posesión no pueda considerarse destinada a comercializarlos o suministrarlos, aún gratuitamente.

No se procederá penalmente por este delito en contra de quien posea medicamentos que contengan alguno de los narcóticos previstos en la tabla, cuya venta al público se encuentre supeditada a requisitos especiales de adquisición, cuando por su naturaleza y cantidad dichos medicamentos sean los necesarios para el tratamiento de la persona que los posea o de otras personas sujetas a la custodia o asistencia de quien los tiene en su poder.”.

 “ARTÍCULO 478.- El Ministerio Público no ejercerá acción penal por el delito previsto en el artículo anterior, en contra de quien sea farmacodependiente o consumidor y posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla, en igual o inferior cantidad a la prevista en la misma, para su estricto consumo personal y fuera de los lugares señalados en la fracción II del artículo 475 de esta Ley. La autoridad ministerial informará al consumidor la ubicación de las instituciones o centros para el tratamiento médico o de orientación para la prevención de la farmacodependencia.

El Ministerio Público hará reporte del no ejercicio de la acción penal a la autoridad sanitaria de la entidad federativa donde se adopte la resolución con el propósito de que ésta promueva la correspondiente orientación médica o de prevención. La información recibida por la autoridad sanitaria no deberá hacerse pública pero podrá usarse, sin señalar identidades, para fines estadísticos.”
 “ARTÍCULO 479.- Para los efectos de este capítulo se entiende que el narcótico está destinado para su estricto e inmediato consumo personal, cuando la cantidad del mismo, en cualquiera de sus formas, derivados o preparaciones no exceda de las previstas en el listado siguiente:

	Tabla de Orientación de Dosis Máximas de Consumo Personal e Inmediato

	Narcótico
	Dosis máxima de consumo personal e inmediato

	**********
	********** gr.

	**********
	********** mg.

	**********
	********** gr.

	**********
	********** mg.

	********** (**********)
	********** mg.

	**********
	**********
	Tabletas o cápsulas

	
	********* mg.
	Una unidad con peso no mayor a ********** mg.

	**********
	********** mg.
	Una unidad con peso no mayor a ********** mg.

	***********
	********** mg.
	Una unidad con peso no mayor a ********** mg.


“ARTÍCULO 480.- Los procedimientos penales y, en su caso, la ejecución de las sanciones por delitos a que se refiere este capítulo, se regirán por las disposiciones locales respectivas, salvo en los casos del destino y destrucción de narcóticos y la clasificación de los delitos como graves para fines del otorgamiento de la libertad provisional bajo caución, en los cuales se observarán las disposiciones del Código Federal de Procedimientos Penales.”
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Del sistema jurídico antes descrito, conviene destacar las siguientes peculiaridades:
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El artículo 473 establece que la farmacodependencia es el conjunto de fenómenos de comportamiento, cognoscitivos y fisiológicos que se desarrollan después del consumo repetido de estupefacientes o psicotrópicos reconocidos por la propia Ley General de Salud.
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No debe confundirse al farmacodependiente con el consumidor, porque este último es toda persona que presenta algún signo o síntoma de dependencia a estupefacientes o psicotrópicos.

65

Los narcóticos que reconoce nuestro sistema no sólo son los estupefacientes, psicotrópicos y demás sustancias o vegetales que se determinen en la Ley General de Salud, sino en los convenios y tratados internaciones y demás disposiciones legales aplicables en la materia.
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Por posesión de narcóticos se entiende la tenencia material de los mismos o cuando éstos están dentro del radio de acción y disponibilidad de la persona.
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Y como importante innovación, la ley alude a una Tabla de Orientación de Dosis Máximas de Consumo Personal e Inmediato (en lo sucesivo, “la Tabla”), que constituye una relación de narcóticos con las correspondientes dosis máximas de consumo personal e inmediato susceptibles de reconocerse como tales.

68

El artículo 474 es una norma que distribuye competencias tanto a la federación como a las entidades federativas en materia de seguridad pública, procuración, impartición de justicia y ejecución de sanciones penales.
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Será competencia de las entidades federativas conocer de aquellos casos en los cuales los narcóticos objeto del delito estén previstos en la Tabla, siempre y cuando la cantidad de que se trate sea inferior a la que resulte de multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha Tabla y no existan elementos suficientes para presumir delincuencia organizada.
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Por su parte, las autoridades federales conocerán de los casos de delincuencia organizada, cuando la cantidad del narcótico sea igual o superior a la referida en el párrafo anterior, el narcótico no esté contemplado en la Tabla, o bien, independientemente de la cantidad de narcótico, el Ministerio Público de la Federación prevenga en el conocimiento del asunto o solicite al Ministerio Público del fuero común la remisión de la investigación.
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A partir del artículo 475 se contienen una serie de tipos penales a los que es importante aludir. El citado precepto refiere que tratándose de aquellas conductas consistentes en comerciar o suministrar sin autorización y aun gratuitamente narcóticos previstos en la Tabla, y la cantidad de que se trate sea inferior a la que resulte de multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha Tabla, la pena de prisión oscilará de cuatro a ocho años y de doscientos a cuatrocientos días multa.
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Por su parte, el artículo 476 establece que la posesión de los narcóticos antes referidos, en las cantidades ya mencionadas, pero sólo con la finalidad de comerciarlos o suministrarlos, aun gratuitamente, la pena de prisión oscilará de tres a seis años y la multa de ochenta a trescientos días.
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Y de acuerdo con el artículo 477, se aplicará una pena menor (diez meses a tres años de prisión y hasta ochenta días multa), en el caso de que la conducta se reduzca a una mera posesión del narcótico contenido en la Tabla, en las cantidades antes citadas, siempre y cuando no pueda considerarse que el objeto del delito está destinado a comercializarse o suministrarse, aun gratuitamente. Es entonces, el caso de posesión simple.
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Finalmente, el artículo 478 de la Ley General de Salud contiene una auténtica causa de exclusión del delito, pues el Ministerio Público no ejercerá acción penal en contra de quien sea farmacodependiente o consumidor y concurran las siguientes condiciones:
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a) Posea alguno de los narcóticos señalados en la Tabla;
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b) En igual o menor cantidad a la prevista en la misma;
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c) Para su estricto consumo personal; y,
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d) Que no se posea en lugares tales como centros educativos, asistenciales, policiales o de reclusión, o dentro del espacio comprendido en un radio que diste a menos de trescientos metros de los límites de colindancia del mismo con quienes a ellos acudan.
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El Ministerio Público hará reporte del no ejercicio de la acción penal a la autoridad sanitaria local con el propósito de brindar orientación médica o de prevención.
80

Esta reforma coincide con la apreciación del Tribunal Pleno al resolver el amparo directo en revisión 1492/2007 que fue comentado en líneas anteriores, en el sentido de que la causa de exclusión del delito por farmacodependencia exige, entre otras cosas, que el narcótico que se posea sea para el estricto consumo personal, pues si la cantidad excede de ciertos límites, podrá presumirse que su posesión tiene otro propósito.
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Ahora bien, en el artículo 479 de la ley en comentario se contiene la Tabla, la cual, establece las dosis de narcóticos que se estiman como máximo para afirmar que se poseen para el estricto consumo personal e inmediato. Como se aprecia, dicha Tabla es de suma importancia, pues si la cantidad de sustancia que se posee es mayor, entonces el sujeto activo no podrá prevalerse de la causa de exclusión del delito, esto es, ya no podrá sostenerse que se está frente a la satisfacción de una necesidad, sino propiamente la comisión de un ilícito.

82

Por lo tanto, corresponde analizar la constitucionalidad de esta última medida legislativa, la cual determina la cantidad de narcótico que debe estimarse de consumo personal e inmediato, a la luz de los artículos 1º y 4º constitucionales.
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SEXTO. Puntualizado lo anterior, como una cuestión previa, es importante tomar en cuenta el criterio sustentado por esta Primera Sala al resolver el veintinueve de septiembre de dos mil cuatro, el amparo directo en revisión 988/2004, por unanimidad de cuatro votos, respecto a la interpretación de la garantía de igualdad consagrada por el artículo 1º constitucional, el cual es del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 1o.- En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece.--- (ADICIONADO, D.O.F. 14 DE AGOSTO DE 2001).--- Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes.--- (REFORMADO, D.O.F. 4 DE DICIEMBRE DE 2006).--- Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”.
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En dicho asunto, esta Primera Sala estableció que la garantía de igualdad se configura en nuestra Constitución Federal como uno de los principios estructurales del orden jurídico, lo cual implica, como dicha tesis destaca, que ha de servir como criterio básico para la producción normativa y su posterior interpretación y aplicación. 
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En consonancia con esta condición, la Constitución plasma diferentes facetas de la igualdad, y se refiere a ella a veces en un plano general y a veces en el contexto de un ámbito material específico. Así, por ejemplo, el primer párrafo del artículo 1° de la Constitución contiene una afirmación general del principio de igualdad en el disfrute de las garantías individuales que la misma otorga; en el tercer párrafo de dicho artículo se establece la prohibición de discriminar por varios motivos expresamente enumerados, y de cualquier otro modo que implique un menoscabo para la dignidad humana o para los derechos y libertades de las personas; en el artículo 2, apartado B, por su parte, se impone a los distintos niveles territoriales de poder, el deber de establecer las instituciones y políticas necesarias para garantizar los derechos y el desarrollo de los pueblos indígenas, con vistas a promover su igualdad de oportunidades y eliminar cualquier práctica discriminatoria; el artículo 4 especifica que el varón y la mujer son iguales ante la ley; los artículos 13, 14 y 17 garantizan de varios modos la igualdad de las personas sujetas a un proceso jurisdiccional; y la fracción IV del artículo 31, al imponer a los mexicanos la obligación de contribuir para los gastos públicos de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes, proyecta las exigencias del principio de igualdad sobre el ámbito impositivo.
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Del conjunto de todas estas menciones, que constituyen una enumeración no exhaustiva sino ejemplificativa, se desprende que en nuestro ordenamiento jurídico la igualdad es un principio complejo que otorga a las personas no solamente la garantía de que serán iguales ante la ley —esto es, en su condición de destinatarios de las normas y de usuarios del sistema de administración de justicia— sino también en la ley —esto es, en relación con el contenido de la ley—, la cual tendrá que ajustarse a las disposiciones constitucionales sobre igualdad para ser constitucional. También se desprende, de manera central, que el principio de igualdad debe entenderse como un principio que exige tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales. Para ajustarse a ello, en algunas ocasiones hacer distinciones estará vedado, pero en otras estará permitido, o incluso constitucionalmente exigido.
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A los efectos de realizar el control de constitucionalidad de las leyes en casos en los que se planteen cuestiones de igualdad, por lo tanto, lo esencial es explicitar sobre la base de qué criterios y con qué fines deben considerarse iguales o desiguales dos o más situaciones. Sólo así será posible marcar la necesaria diferencia entre las distinciones que son constitucionalmente legítimas y aquellas que son constitucionalmente ilegítimas y caen dentro de la prohibición de discriminación establecida de modo específico en el párrafo tercero del artículo 1° de la Constitución.
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Dicho de modo más específico, esta Suprema Corte, ante un caso en el que la ley distingue entre dos o varios hechos, sucesos, personas o colectivos, debe analizar si dicha distinción descansa en una base objetiva y razonable o si, por el contrario, constituye una “discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las capacidades diferentes, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas”.
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Para ello es necesario determinar, en primer lugar, si la distinción introducida por el legislador obedece a una finalidad objetiva y constitucionalmente válida. Es claro que el legislador no puede introducir tratos desiguales de manera arbitraria, sino que debe hacerlo con el fin de avanzar en la consecución de objetivos constitucionalmente válidos —esto es, admisibles dentro de los límites marcados por las previsiones constitucionales, o expresamente incluidos en dichas previsiones—.
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En segundo lugar, es necesario examinar la racionalidad o adecuación de la distinción introducida por el legislador. Es necesario que la introducción de una distinción constituya un medio apto para conducir al fin u objetivo que el legislador quiere alcanzar. Si la relación de instrumentalidad entre la medida clasificatoria introducida por el legislador y el fin que éste pretende alcanzar no es clara, o si se llega a la conclusión de que la medida es patentemente ineficaz para conducir al fin pretendido, será obligado concluir que la medida no es constitucionalmente razonable.
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En tercer lugar, debe cumplirse el requisito de la proporcionalidad de la medida legislativa bajo examen: el legislador no puede tratar de alcanzar objetivos constitucionalmente legítimos de un modo abiertamente desproporcional, sino que debe cuidar que exista un adecuado balance entre el trato desigual que se otorga y la finalidad perseguida. Queda por supuesto excluido del ámbito de lo que esta Suprema Corte debe examinar en el ejercicio de sus funciones, la apreciación de si la distinción realizada por el legislador es la medida más óptima y oportuna para alcanzar el fin deseado; ello exigiría aplicar criterios de oportunidad política cuyo uso es totalmente ajeno a la competencia jurisdiccional de esta Corte. La misma se limita a determinar si la distinción realizada por el legislador se encuentra dentro del abanico de tratamientos que pueden considerarse proporcionales habida cuenta de la situación de hecho, la finalidad de la ley, y los bienes y derechos afectados por la misma, con independencia de que, desde ciertos puntos de vista, unos puedan considerarse preferibles a otros. 

92

Lo que la garantía constitucional de la igualdad exige es, en definitiva, que la persecución de un objetivo constitucionalmente válido no se haga a costa de una afectación innecesaria o desmedida de otros bienes y derechos constitucionalmente protegidos.
93

Por último, es de la mayor importancia determinar respecto de qué se está predicando la igualdad o la desigualdad en el caso concreto. La igualdad es siempre un principio y un derecho de carácter fundamentalmente adjetivo. La igualdad o la desigualdad, en otras palabras, se predica siempre de algo, y este referente es relevante a la hora de realizar el control de constitucionalidad de las leyes, porque la Constitución desea que en algunos ámbitos el legislador tenga más amplitud para desarrollar su labor normativa, mientras que en otros ésta se contraste más estrechamente con las condiciones y parámetros constitucionalmente establecidos. La Constitución misma establece, en varios preceptos, cuál debe ser el referente de fondo del juicio de igualdad, e indica indirectamente al juez de constitucionalidad en qué casos debe ser especialmente exigente a la hora de determinar si el legislador se ha ajustado a las exigencias que de él derivan.
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Así, el primer párrafo del artículo 1°, por ejemplo, proclama que “en los Estados Unidos Mexicanos la Constitución asegura que todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece”, redacción que evidencia la voluntad constitucional de asegurar en los más amplios términos el goce de los derechos fundamentales, y de que las limitaciones a los mismos sean concebidas restrictivamente, de conformidad con el carácter excepcional que la Constitución les atribuye. Siempre que la acción clasificadora del legislador incida, por consiguiente, en los derechos fundamentales garantizados por la Constitución, será necesario aplicar con especial intensidad las exigencias derivadas del principio de igualdad y no discriminación. 
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El párrafo tercero del mismo artículo 1°, por su parte, muestra una voluntad de extender la garantía constitucional de la igualdad a ámbitos que trascienden el campo delimitado por el respeto a los derechos fundamentales explícitamente otorgados por la Constitución. Concretamente, la Carta Magna prohíbe al legislador que en el desarrollo general de su labor incurra en discriminación por una serie de motivos enumerados, o que incurra en cualquier otra “que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas”. 
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La intención constitucional es extender las garantías implícitas en el principio de igualdad al ámbito de las acciones legislativas que tienen un impacto significativo en la libertad y la dignidad de las personas, así como en ámbito de las acciones legislativas que se articulan en torno al uso de una serie de criterios clasificatorios mencionados en el tercer párrafo del artículo 1: origen étnico o nacional, el género, la edad, las capacidades diferentes, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil. 
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Es evidente que la enumeración constitucional expresa, de una serie de motivos prohibidos de discriminación, no implica que al legislador le esté vedado absolutamente el uso de dichas categorías en el desarrollo de su labor normativa. El párrafo tercero no tiene por objeto establecer una excepción a la regla general que distingue las distinciones arbitrarias de aquellas que gozan de una justificación objetiva y razonable. La enumeración constitucional de una serie de motivos tiene por objeto obligar al legislador a ser especialmente cuidadoso a la hora de establecer distinciones legislativas basadas en una serie de categorías, obligación que descansa sin duda sobre la base de un juicio histórico y sociológico que muestra que las personas han sido frecuentemente objeto de un trato injusto o incluso denigrante por motivos relacionados con esos factores: su origen étnico, su origen nacional, su condición social, su género, etcétera.
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En todos los casos en los que la Constitución obligue al juez constitucional a realizar un escrutinio de igualdad más cuidadoso, la aplicación de los criterios que han quedado enunciados con anterioridad debe experimentar la correspondiente modulación. Así, el juez constitucional tendrá que asegurarse, por ejemplo, de que las medidas legislativas bajo examen puedan ser vistas como medidas orientadas a alcanzar, no ya una finalidad constitucionalmente admisible —esto es, una finalidad no abiertamente contradictoria con las disposiciones constitucionales— sino una finalidad con un apoyo constitucional claro —esto es, un objetivo constitucionalmente importante—.
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De modo similar, será necesario que la medida legislativa esté directamente conectada con la consecución de los objetivos constitucionales de envergadura antes mencionados, que sea realmente útil para su consecución, sin que pueda considerarse suficiente que esté potencialmente conectada con la consecución de tales objetivos. Del mismo modo, la apreciación de si la medida legislativa es o no proporcional debe ser más cuidadosa, si en los casos ordinarios basta que no exista un desbalance no equivalente entre el objetivo al servicio del cual está la medida clasificadora y los bienes y derechos que quedan afectados por la misma, cuando procede aplicar un examen de igualdad más estricto es necesario que la diferencia de trato refleje un balance cuidadoso de las distintas exigencias normativas en juego, y que no se detecten alternativas menos gravosas para los derechos capaces de conducir a ese fin.
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Las consideraciones anteriores, originaron la emisión de las jurisprudencias siguientes: “IGUALDAD. CASOS EN LOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE HACER UN ESCRUTINIO ESTRICTO DE LAS CLASIFICACIONES LEGISLATIVAS (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS)”
 e “IGUALDAD. CRITERIOS PARA DETERMINAR SI EL LEGISLADOR RESPETA ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL.” 
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En primer término, debe evaluarse si el legislador, al introducir un trato diferenciado se apoyó en una finalidad constitucionalmente válida.
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A efecto de examinar si el trato diferenciado que genera una determinada norma penal se presenta arbitrario o indiscriminado, es necesario asegurarse que los fines que se persiguen con la creación legal tengan un apoyo constitucional.
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El ámbito constitucional, se vuelve entonces, el marco delimitador de la intervención legislativa, de tal modo que, toda diferencia de trato debe, de acuerdo a los fines de la norma que lo contiene, soportar un escrutinio respecto de su trascendencia constitucional.
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No se trata pues, de examinar si el actuar legislativo se funda expresamente en un mandato legal, efectuando un ejercicio de subsunción con alguno de los preceptos que integran la Constitución, simplemente, de revisar si los fines perseguidos por la norma, se extienden del espectro acotado por la ley fundamental, y sobre todo, si tienen sustento en los principios axiológicos o teleológicos que contiene.
105

En esta primera etapa, el escrutinio no se dirige a examinar la racionalidad o alcance de la disposición penal objeto de estudio; pues implica únicamente identificar si los fines que persigue la norma, cuentan con un mínimo peso justificatorio de índole constitucional.
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Por ello, en esta primigenia fase de la revisión de la norma  el problema de los fines  se torna sumamente relevante.
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El fin de la intervención legislativa puede definirse como un estado de cosas que debe ser alcanzado, y que puede consistir en el incremento de la satisfacción o, en sentido negativo, en la disminución de la afectación de un derecho individual o de un bien colectivo.  Por  otra parte, también se suelen identificar los fines, en un sentido más amplio, con los valores, intereses o principios, o bien con la justificación, la ratio o el fundamento del actuar del legislador. 
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La disposición normativa combatida en la demanda de amparo, se ha dicho, consiste en el Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, el veinte de agosto de dos mil nueve, mediante la cual, se reformaron, adicionaron y derogaron diversos artículos de la Ley General de Salud, del Código Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Penales. 
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Entre las disposiciones normativas de la Ley General de Salud que fueron transcritas con antelación (artículos 473 al 479 de la Ley referida), destaca por su importancia para el presente asunto, que el legislador estableció lo siguiente:
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 Que las autoridades de seguridad pública, procuración e impartición de justicia, así como ejecución de sanciones de las entidades federativas, tendrán conocimiento de los delitos y de la ejecución de las sanciones y medidas de seguridad, cuando se trate de los narcóticos incluidos en la tabla correspondiente,  si la cantidad de que se trate sea inferior a la que resulte de multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla y no existan elementos para presumir delincuencia organizada (Artículo 474, primer párrafo); que la autoridad federal, en cambio, conocerá de los asuntos en que se rebase la cantidad especificada en el párrafo precedente, o bien, el narcótico no se encuentre contemplado en la tabla (Artículo 474, tercer párrafo).
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En el dispositivo 478, se establece la prohibición para que el Ministerio Público ejerza acción penal respecto de la posesión de narcóticos, contra quien sea farmacodependiente o consumidor, cuando posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla, en igual o inferior cantidad a la prevista en la misma, para su estricto consumo personal  y fuera de los lugares señalados en la fracción II, el artículo 475, de esta Ley. 
112

Enseguida, el propio legislador, acotó normativamente cuáles eran las sustancias que gozarían de la presunción necesaria para ser consideradas de estricto e inmediato consumo personal, siempre y cuando no excedieran del gramaje previsto en la propia tabla multicitada.
113

En la exposición de motivos, que originó el acto legislativo descrito con antelación, se dijo lo siguiente:

“Durante la última década, el narcotráfico se transformó de una forma particularmente grave para nuestro país; toda vez que hemos dejado de ser un país preponderantemente de producción y paso de drogas; ahora también se ha incrementado la venta al menudeo y el consumo ilícito de las mismas.--- Las organizaciones criminales han aprovechado la división de competencias en materia de investigación, persecución y sanción de este tipo de delitos, promoviendo el consumo de drogas principalmente entre jóvenes que aún no alcanzan incluso la mayoría de edad.--- El Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012, dentro del Eje de Estado de Derecho y Seguridad, en el apartado de Procuración e Impartición de Justicia establece que en México se requieren leyes que ayuden a perseguir y encarcelar a los delincuentes y no permitir que ningún acto ilícito quede en la impunidad.--- En el Objetivo 4, denominado ‘Modernizar el sistema de justicia penal’, se prevé el diseño de más y mejores instrumentos para la impartición de justicia en los delitos asociados con la delincuencia organizada. Ese reto exige que las leyes e instrumentos con que cuenta el Estado para combatirlo se adecuen a la realidad.--- Asimismo, en el Objetivo 8 se planteó la necesidad de recuperar la fortaleza del Estado y la seguridad en la convivencia social mediante el combate frontal y eficaz al narcotráfico y otras expresiones del crimen organizado.--- En dicho documento programático se establece que deberá implementarse una política integral que coordine esfuerzos y recursos de los tres órdenes de gobierno para el combate al narcomenudeo.--- En este sentido, los resultados del esfuerzo desplegado por el Gobierno Federal y de las entidades federativas para combatir el narcomenudeo no tiene precedentes. De manera conjunta, en el último año se logró la detención de ********** personas, el aseguramiento de ********** kilogramos de marihuana y ********** kilogramos de cocaína. Asimismo, se desmantelaron cinco laboratorios clandestinos y se eliminaron ********** centros de distribución.--- No obstante, los resultados preliminares de la última encuesta nacional contra las adicciones refleja datos preocupantes. En los últimos 6 años se incrementó el número de adictos a las drogas en el país en un **********%. De 2002 al 2008 el número de adictos se incrementó de ********** a **********. En ese mismo periodo el número de personas que probaron alguna vez droga subió de ********** millones a ********** millones, lo que representa **********% más.--- A fin de eficientar la labor del Estado en materia de combate al narcomenudeo se requiere de reformas legislativas que permitan determinar de manera clara la corresponsabilidad de los Gobiernos federal y de las entidades federativas para la prevención y el combate a la posesión, comercio y suministro de narcóticos; la tipificación y sanción de esas conductas delictivas; así como la determinación de mecanismos para el tratamiento médico y programas de prevención para farmacodependientes y no farmacodependientes.--- Ante estas circunstancias, el Estado mexicano está obligado a reorganizar todos sus esfuerzos para prevenir y combatir la posesión, comercio y suministro de narcóticos a través del gobierno federal y los gobiernos de las entidades federativas.--- A pesar de la gravedad del problema, se requiere otorgar certeza jurídica a los ciudadanos respecto de la intervención punitiva de las entidades federativas, al efecto, se establece que las autoridades de seguridad pública, procuración e impartición de justicia, así como de ejecución de sanciones de las entidades federativas, conozcan y resuelvan de los delitos o ejecuten las sanciones y medidas de seguridad cuando se trate de los narcóticos señalados en la ‘Tabla de Orientación de Dosis Máximas de Consumo Personal e Inmediato’ prevista en la iniciativa, y la cantidad sea menor del resultado de multiplicar por mil la señalada en la misma tabla.--- Las drogas y cantidades señaladas en la tabla referida en la iniciativa son resultado del intercambio de experiencias por parte de la Dirección General de Servicios Periciales, de la Procuraduría General de la República, y el Centro Nacional contra las Adicciones, de la Secretaría de Salud, en los cuales se tomó en consideración principalmente las sustancias que han sido detectadas como de mayor consumo.--- Esta reforma permitirá incorporar el esfuerzo de las instituciones de seguridad pública y procuración de justicia que tienen mayor cercanía con la sociedad afectada, así como un mayor número de elementos a su cargo en todo el país que las instituciones federales.--- Lo anterior, sin menoscabo de que la Federación pueda conocer de dichos ilícitos.--- En este caso, bastará que el Ministerio Público Federal solicite al Ministerio Público de las entidades federativas la investigación correspondiente para continuar las diligencias necesarias para ejercitar la acción penal a nivel federal.--- Esta situación es así, toda vez que en muchas ocasiones las actividades relacionadas con el narcomenudeo están estrechamente vinculadas con organizaciones delictivas que podrían rebasar las capacidades de las mismas instituciones estatales.--- Se trata de fortalecer la investigación y combate a este tipo de ilícitos, no debilitar la capacidad del Estado, por tanto, se plantea un esquema de competencias en el cual las entidades federativas podrán hacer frente a un problema que genera efectos devastadores en las comunidades pero que el marco jurídico limitaba su capacidad de respuesta, y cuando las características de dicho fenómeno delictivo lo amerite, podrá la Federación reforzar, a su vez, la reacción por parte del Estado mexicano.--- Además de la hipótesis antes referida en que la Federación conocerá de los delitos relacionados con narcomenudeo, se especifica en la iniciativa que también será competente la Federación para conocer de los delitos cuando la cantidad sea igual o mayor al resultado de multiplicar por mil las establecidas en la tabla arriba mencionada, al igual que cuando el narcótico no esté contemplado en la misma.--- Se establece la obligación para el Ministerio Público local de informar oportunamente al Ministerio Público de la Federación sobre el inicio de las averiguaciones previas, a efecto de que éste cuente con los elementos necesarios para, en su caso, solicitar la remisión de la investigación.--- La iniciativa propone sancionar tres conductas: comercio o suministro, aún gratuitamente del narcótico sin autorización; posesión del narcótico con la finalidad de comerciarlo o suministrarlo, aún gratuitamente, y la posesión simple del mismo.--- En razón de lo anterior, las reformas que se presentan a consideración de esa Soberanía definen con precisión la competencia de autoridades federales y locales a través la tabla antes citada. Así, la autoridad federal conocerá del delito cuando: a) la cantidad del narcótico exceda los límites de la tabla; b) el Ministerio Público Federal realice la solicitud de remisión del asunto al Ministerio Público local; o bien, c) el narcótico no se encuentre en la tabla de referencia.--- Por lo que hace a la sanción de las conductas de narcomenudeo, se proponen reformas a la Ley General de Salud y al Código Penal Federal, estableciendo penas de ********** a ********** años de prisión y de ********** días multa a quien comercie o suministre narcóticos (aún de manera gratuita).--- Se aumenta la pena prevista si: a) la víctima fuere persona menor de edad o que no tenga capacidad para comprender la relevancia de la conducta o para resistir al agente; b) la conducta es cometida por servidores públicos encargados de prevenir, denunciar, juzgar y ejecutar las mismas conductas o que pertenezcan al sistema penitenciario, además de que se les destituirá e inhabilitará de su cargo; c) la conducta se comete en centros educativos, asistenciales, policiales, de reclusión o dentro de un espacio comprendido a menos de trescientos metros del límite de su colindancia; y e) la conducta es realizada por profesionistas, técnicos y personal relacionado con la salud.--- De igual forma, se precisa el no ejercicio de la acción penal cuando: a) la persona posea medicamentos que contengan narcóticos de los mencionados en la tabla, y por la naturaleza y cantidad de los mismos, se concluya que es el necesario para su tratamiento; b) la persona se encuentre en posesión de peyote u hongos alucinógenos cuando por la cantidad y circunstancias se presuma que serán utilizados en ceremonias, usos y costumbre indígenas; c) quien posea alguno de los narcóticos señalados dentro de los límites de la tabla, es decir para su consumo personal e inmediato, se somete y cumple voluntariamente el tratamiento médico respectivo para atender su farmacodependencia o en el caso de los no farmacodependientes, a los programas de prevención correspondientes que al efecto señale la autoridad sanitaria.--- Sin embargo, este beneficio no se aplicará cuando la posesión del narcótico se realice: a) por tercera o ulterior ocasión; b) en el interior de centros de educación, deportivos, parques públicos o privados de acceso público, o c) dentro del espacio comprendido en un radio que diste a menos de trescientos metros de los límites de la colindancia de los lugares señalados en el inciso anterior.--- Se dará seguimiento al cumplimiento de los programas de rehabilitación o prevención, en caso de que la persona no termine el programa se iniciará averiguación previa en su contra.--- Además de las sanciones previstas por la posesión, comercio o suministro de estupefacientes, se establece la obligación de las autoridades de sanitarias de brindar tratamiento médico respectivo para atender a farmacodependendientes y programas de prevención para el caso de los no farmacodependientes.--- Únicamente para fines de la investigación de los delitos de narcomenudeo, a efecto de lograr la detención del responsable y el aseguramiento del narcótico, el Titular del Ministerio Público Federal podrá autorizar a los agentes de la policía bajo su conducción y mando a que compren, adquieran o reciban algún narcótico. El Titular del Ministerio Público Federal podrá autorizar a los titulares de las entidades federativas para que empleen la misma técnica de investigación.--- El fenómeno del narcotráfico debe ser enfrentado por el Estado mexicano empleando todos los recursos a su alcance, otorgándole prioridad a los medios de prevención y atención a las adicciones, sin descuidar la organización de la estructura punitiva contra las organizaciones criminales que promueven el consumo de drogas entre nuestra juventud.--- Debemos cerrarle el paso a la delincuencia en todos los niveles, ya sea federal o de las entidades federativas, por el crimen organizado de gran escala, así como la delincuencia que se favorece del narcomenudeo en detrimento de la salud y seguridad de nuestras comunidades.--- El Congreso de la Unión ha abordado este tema con anterioridad y ha habido avances importantes, estoy seguro que la responsabilidad y compromiso de los representantes populares llevarán a cabo un análisis y discusión sobre este tema que es de importancia fundamental para nuestro país.--- Por las razones expuestas anteriormente, el Ejecutivo Federal a mi cargo, en ejercicio de la facultad que le confiere el artículo 71, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por conducto de esa Soberanía somete a la consideración del Honorable Congreso de la Unión, la siguiente Iniciativa de…”
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De la exposición de motivos reproducida, se desprenden esencialmente las justificaciones siguientes:
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1.- Que se ha incrementado la venta al menudeo y el consumo ilícito de drogas.
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2.- Que las organizaciones criminales, han aprovechado diversas circunstancias, para promover el consumo de drogas principalmente entre jóvenes que aún no alcanzan incluso la mayoría de edad.
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3.- Que de acuerdo al Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012, se establece que en nuestro país se requieren leyes que ayuden a perseguir y encarcelar a los delincuentes y no permitir que ningún acto ilícito quede impune.
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4.- Que del objetivo cuatro, se desprende la exigencia de que las leyes e instrumentos con que cuenta el Estado para combatirlo se adecuen a la realidad.
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5.- Que en el punto ocho, se planteó la necesidad de recuperar la fortaleza del Estado y la seguridad en la convivencia social mediante el combate frontal y eficaz al narcotráfico y otras expresiones del crimen organizado.
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6.- Que en dicho instrumento, se establece que deberá implementarse una política integral que coordine esfuerzos y recursos de los tres órdenes de gobierno para el combate al narcomenudeo.
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7.- Que no obstante, los resultados preliminares de la última encuesta nacional contra las adicciones refleja datos preocupantes. En los últimos seis años se incrementó el número de adictos a las drogas en el país en un **********%. De dos mil dos al dos mil ocho el número de adictos se incrementó de ********** a **********. En ese mismo periodo el número de personas que probaron alguna vez droga subió de ********** millones a ********** millones, lo que representa **********% más.
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8.- Que a fin de eficientar la labor del Estado en materia de combate al narcomenudeo se requiere de reformas legislativas que permitan determinar de manera clara la corresponsabilidad de los Gobiernos federal y de las entidades federativas para la prevención y el combate a la posesión, comercio y suministro de narcóticos; la tipificación y sanción de esas conductas delictivas; así como la determinación de mecanismos para el tratamiento médico y programas de prevención para farmacodependientes y no farmacodependientes.
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9.- Que el Estado mexicano está obligado a reorganizar todos sus esfuerzos para prevenir y combatir la posesión, comercio y suministro de narcóticos a través del gobierno federal y los gobiernos de las entidades federativas.
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10.- Que se requiere otorgar certeza jurídica a los ciudadanos respecto de la intervención punitiva de las entidades federativas, al efecto, se establece que las autoridades de seguridad pública, procuración e impartición de justicia, así como de ejecución de sanciones de las entidades federativas, conozcan y resuelvan de los delitos o ejecuten las sanciones y medidas de seguridad cuando se trate de los narcóticos señalados en la “Tabla de Orientación de Dosis Máximas de Consumo Personal e Inmediato” prevista en la iniciativa, y la cantidad sea menor del resultado de multiplicar por mil la señalada en la misma tabla.
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11.- Que las drogas y cantidades señaladas en la tabla referida en la iniciativa son resultado del intercambio de experiencias por parte de la Dirección General de Servicios Periciales, de la Procuraduría General de la República, y el Centro Nacional contra las Adicciones, de la Secretaría de Salud, en los cuales se tomó en consideración principalmente las sustancias que han sido detectadas como de mayor consumo.
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12.- Que esta reforma permitirá incorporar el esfuerzo de las instituciones de seguridad pública y procuración de justicia que tienen mayor cercanía con la sociedad afectada, así como un mayor número de elementos a su cargo en todo el país que las instituciones federales.
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13.- Que se trata de fortalecer la investigación y combate a este tipo de ilícitos, no debilitar la capacidad del Estado, por tanto, se plantea un esquema de competencias en el cual las entidades federativas podrán hacer frente a un problema que genera efectos devastadores en las comunidades pero que el marco jurídico limitaba su capacidad de respuesta, y cuando las características de dicho fenómeno delictivo lo amerite, podrá la Federación reforzar, a su vez, la reacción por parte del Estado mexicano.
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14.- Que además de la hipótesis antes referida en que la Federación conocerá de los delitos relacionados con narcomenudeo, se especifica que también será competente la Federación para conocer de los delitos cuando la cantidad sea igual o mayor al resultado de multiplicar por mil las establecidas en la tabla arriba mencionada, al igual que cuando el narcótico no esté contemplado en la misma.
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15.- Que se propone sancionar tres conductas: comercio o suministro, aún gratuitamente del narcótico sin autorización; posesión del narcótico con la finalidad de comerciarlo o suministrarlo, aún gratuitamente, y la posesión simple del mismo.
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16.- Que se definen con precisión la competencia de autoridades federales y locales a través la tabla antes citada. Así, la autoridad federal conocerá del delito cuando: a) la cantidad del narcótico exceda los límites de la tabla; b) el Ministerio Público Federal realice la solicitud de remisión del asunto al Ministerio Público local; o bien, c) el narcótico no se encuentre en la tabla de referencia.
131

17.- Que por lo que hace a la sanción de las conductas de narcomenudeo, se proponen reformas a la Ley General de Salud y al Código Penal Federal, estableciendo penas de cuatro a ochos años de prisión y de doscientos a cuatrocientos días multa a quien comercie o suministre narcóticos (aún de manera gratuita).
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18.- Que se precisa el no ejercicio de la acción penal cuando: a) la persona posea medicamentos que contengan narcóticos de los mencionados en la tabla, y por la naturaleza y cantidad de los mismos, se concluya que es el necesario para su tratamiento; b) la persona se encuentre en posesión de peyote u hongos alucinógenos cuando por la cantidad y circunstancias se presuma que serán utilizados en ceremonias, usos y costumbre indígenas; c) quien posea alguno de los narcóticos señalados dentro de los límites de la tabla, es decir para su consumo personal e inmediato, se somete y cumple voluntariamente el tratamiento médico respectivo para atender su farmacodependencia o en el caso de los no farmacodependientes, a los programas de prevención correspondientes que al efecto señale la autoridad sanitaria.
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19- Que además de las sanciones previstas por la posesión, comercio o suministro de estupefacientes, se establece la obligación de las autoridades de sanitarias de brindar tratamiento médico respectivo para atender a farmacodependientes y programas de prevención para el caso de los no farmacodependientes.
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20.- Que el fenómeno del narcotráfico debe ser enfrentado por el Estado mexicano empleando todos los recursos a su alcance, otorgándole prioridad a los medios de prevención y atención a las adicciones, sin descuidar la organización de la estructura punitiva contra las organizaciones criminales que promueven el consumo de drogas entre nuestra juventud.
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21.- Que debemos cerrarle el paso a la delincuencia en todos los niveles, ya sea federal o de las entidades federativas, por el crimen organizado de gran escala, así como la delincuencia que se favorece del narcomenudeo en detrimento de la salud y seguridad de nuestras comunidades.
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De ese modo, es indudable que la intención legislativa estuvo dirigida fundamentalmente a dos objetivos concretos:
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El primero, eficientar la labor del Estado en el combate al narcomenudeo, mediante la creación de dos regímenes normativos claramente diferenciados, de acuerdo a las sustancias y cantidades que fueran objeto del ilícito, asignando algunas de ellas (de menor entidad delictiva) a las autoridades de las Entidades Federativas y otras (de mayor entidad delictiva), a las autoridades de la Federación. 
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Y el segundo, respetar un ámbito acotado de libertad a los farmacodependientes, efectuando una selección normativa, tanto de sustancias específicas, como de cantidades límite, (que incluyó en la tabla del artículo 479 de la Ley General de Salud), respecto de las cuales, estableció que el Ministerio Público no puede ejercer la acción penal correspondiente, generando así una circunstancia excluyente de delito, para quienes se ubiquen en los parámetros de la norma.
139

Al crear tales medidas, el legislador evidenció por una parte,  su intención de eficientar el combate del narcomenudeo, lo cual, constituye un propósito inmediato para alcanzar un fin aún de mayor trascendencia como es la salud pública.
140

Por otra parte, consideró indispensable otorgar un particular esquema normativo para todas aquellas personas que consumen esa clase de narcóticos producto de su dependencia, y para ello, incorporó en la tabla correspondiente ciertas sustancias y cantidades límite, que darían lugar a que se actualiza una circunstancia excluyente de delito.

141

De esa manera, podemos afirmar que los criterios que orientaron la creación legal, esto es, proteger la salud pública al eficientar el combate al narcomenudeo y el ámbito acotado de libertad a los farmacodependientes, revisten plenamente características de objetividad y obedecen a una finalidad constitucionalmente válida, pues tales principios son tutelados por el orden constitucional, como se desprende de los artículos 1° y 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

142

La salud pública tiene un rango constitucional, en tanto forma parte del derecho a la salud, el cual está contemplado en el párrafo cuarto del artículo 4º de la Constitución Federal.

143

En efecto, la salud tiene una dimensión individual y una colectiva. Así lo podemos derivar del artículo 23 de la Ley General de Salud, el cual señala que los servicios de salud comprenden todas aquellas acciones dirigidas a proteger, promover y restaurar la salud de la persona y de la colectividad.

144

Asimismo, no debe entenderse la salud simplemente como la ausencia de afecciones o enfermedades, sino como un estado completo de bienestar físico, mental y social, por lo que es un deber del Estado el dirigir sus esfuerzos tanto a reparar las afectaciones en la salud de las personas, como a prevenirlas.

145

Por tanto, el derecho a la salud pública es el derecho a la salud de la colectividad que el Estado tiene la obligación de proteger, a través de la conjunción de diferentes acciones encaminadas a prevenir el desarrollo de enfermedades, así como a repararlas, motivo por el cual, al ser normativizado también desde una perspectiva colectiva, coadyuva en el mantenimiento de la paz y estabilidad social.

146

En ese orden de ideas, los delitos contra la salud tienen precisamente el objetivo de proteger la salud pública, al prevenir una afectación de la comunidad, en este caso, por el consumo de narcóticos. Por lo que el legislador está tutelando, por un lado, la tranquilidad social a través de la penalización de determinadas conductas relacionadas con la posesión, venta y suministro de narcóticos y, por otro lado, trata de inhibir la proliferación de la adicción a los estupefacientes.

147

A su vez, tampoco se observa que la intención de establecer como excluyente de delito a ciertas conductas relacionadas con la posesión de narcóticos, en sí misma, atente contra el orden constitucional, pues por el contrario, revela la intención del legislador de acogerse al principio de mínima intervención de la ley penal, que consiste en que la norma sancionadora debe actuar como última ratio.
148

Incluso, es apreciable que las decisiones legislativas precitadas, lejos de confrontar con algún postulado constitucional, conviven y encuentran justificación en la facultad legislativa del Congreso de la Unión prevista en el artículo 73, fracción XXI,  atinente a establecer los delitos y las faltas contra la Federación y fijar los castigos que por ellos deban imponerse; expedir una ley general en materia de secuestro, que establezca, como mínimo los tipos penales y sus sanciones, la distribución de competencias y la forma de coordinación entre la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios; así como legislar en materia de delincuencia organizada. 

149

En ese sentido, debe decirse que el ejercicio de la potestad punitiva del Congreso de la Unión para determinar que ciertas sustancias, cuando son poseídas en determinadas cantidades no deben configurar conducta delictiva, de ningún modo, debe considerarse una potestad conflictiva con el orden constitucional, pues en principio, le está provisto al legislador federal, la facultad de designar qué sustancias son capaces de envilecer al individuo y degenerar la raza humana, desde luego atendiendo a razones de política criminal.

150

En segundo lugar, es necesario examinar la racionalidad o adecuación de la distinción introducida por el legislador al establecer en el artículo 479 de la Ley General de Salud, los narcóticos y dosis máximas que se consideran, en el caso de los farmacodependientes, para su estricto e inmediato consumo personal. Lo anterior, dado que la introducción de una distinción, debe constituir un medio apto para conducir al fin u objetivo que el legislador quiere alcanzar. Si la relación de instrumentalidad entre la medida clasificatoria introducida por el legislador y el fin que éste pretende alcanzar no es clara, o si se llega a la conclusión de que la medida es patentemente ineficaz para conducir al fin pretendido, será obligado concluir que la medida no es constitucionalmente razonable.

151

De modo similar, será necesario determinar que la medida legislativa esté directamente conectada con la consecución de los objetivos constitucionales de envergadura antes mencionados, que sea realmente útil para su consecución, sin que pueda considerarse suficiente que esté potencialmente conectada con la consecución de tales objetivos.

152

En tal virtud, tomando en consideración las justificaciones que se desprenden de la exposición de motivos que originó el acto legislativo que dio vida a las tablas de orientación de dosis máximas de consumo personal e inmediato, se pone de manifiesto que las cantidades ahí establecidas, en principio, atienden a respetar un ámbito acotado de libertad para el farmacodependiente en el consumo de narcóticos, con la finalidad de afrontar la necesidad que tiene de ellos para sobrevivir; pues en este aspecto, a un farmacodependiente no puede exigírsele otra conducta (una vez que se prueba esa situación), ya que en realidad es un enfermo que no puede controlar su adicción.

153

La tabla también constituye un medida idónea para evitar los problemas de salud pública derivados del tráfico de estupefacientes, tomando en consideración que en México, anteriormente las actividades preponderantes relacionadas con el narcotráfico, eran la producción de estupefacientes y la ruta geográfica para el paso y su consecuente distribución a otros países; sin embargo, en los últimos años se ha incrementado el consumo ilícito de las mismas y en consecuencia, el número de adictos, dado que las organizaciones criminales han aprovechado la venta al menudeo, promoviendo el consumo de drogas, principalmente entre los jóvenes.

154

En tal virtud, se considera que la implementación de una tabla de dosis máximas para el consumo personal inmediato, constituye un medio apto para proteger la salud pública, por la amenaza que representa para la salud física, emocional y moral de los niños, jóvenes y adultos que habitan el país, el permitir que se posea alguna droga, en mayor cantidad a la prevista por el legislador, dado el incremento que se ha dado en el consumo de drogas y como consecuencia de ello el aumento en el número de personas adictas a ellas.

155

Ahora corresponde analizar si la medida de trato diferenciado que reclama el quejoso es necesaria. La referencia a este punto de confrontación no es otra que la revisión de en orden a la oportunidad de implementación, lo que significa que no admite remplazo por un medio alternativo menos lesivo. 

156

En la demanda de amparo, como se ha precisado, se cuestiona la constitucionalidad de los artículos 477 y 479 de la Ley General de Salud. En opinión del quejoso, las normas vulneran el ejercicio del derecho fundamental de protección a la salud previsto en el numeral 4 de la Carta Magna.

157

La razón, al estimar que lejos de proporcionarle atención médica adecuada para el tratamiento de la enfermedad que padece –farmacodependencia–, se le da trato de delincuente al ejercerse acción penal en su contra e instruirle proceso penal. En este sentido, considera que si bien el legislador tiene libertad para determinar qué conductas son antijurídicas, no puede establecer delitos que contravengan derechos fundamentales.

158

En esta medida, el procesamiento penal de farmacodependientes otorga un trato diferenciado y discriminatorio frente a las personas que tienen alguna otra enfermedad, por la que reciben atención médica sin que sean privados de la libertad.

159

A partir del presupuesto de facto, el demandante de amparo reclama la inconstitucionalidad de los artículos 477 y 479 de la Ley General de Salud, de cuyo razonamiento se puede extraer la pregunta siguiente:

160

¿Es correcto considerar delictiva la conducta del farmacodependiente que posé un narcótico en una cantidad que excede el parámetro de dosis máximas comprendidas en el artículo 479 de la Ley General de Salud?
161

Ante la respuesta afirmativa que deriva de la norma penal cuestionada el quejoso argumenta que con ello se vulnera la garantía de igualdad, ante el trato diferenciado que se da al farmacodependiente que se ubica en la hipótesis mencionada, sujetándolo a proceso penal, a pesar de que su conducta es resultado de la enfermedad que padece, frente a otras personas enfermas por causas diversas a quienes se les proporciona atención médica especializada y no son sujetos a proceso penal.
162

El planteamiento del quejoso, acorde a los parámetros de revisión del reclamo obliga a analizar la necesidad de la medida que regulan las normas señaladas como inconstitucionales.

163

El esquema de estudio parte de las premisas siguientes:

a) El reconocimiento del carácter de enfermedad de la farmacodependencia es un factor que excluye la punición de la posesión de narcóticos para consumo personal e inmediato. Situación de facto que no autoriza la posesión ilimitada de narcóticos.

b) Marco de previsión normativa penal por el que se sanciona el delito contra la salud frente al esquema de regulación normativa del narcomenudeo.

c) Establecimiento de un tope máximo de dosis de narcóticos para el consumo personal e inmediato.

164

Procedamos al estudio de los tópicos delimitados:

165

Respecto al primer punto, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver el amparo directo en revisión 1492/2007,
 señaló: 1) Conforme a los lineamientos de la normatividad mexicana y criterios internacionales la farmacodependencia es una enfermedad;
 2) A fin de atender la enfermedad, se han establecido programas especiales, como el previsto en el artículo 191 de la Ley General de Salud, denominado “Programa contra la Farmacodependencia”, según el cual la Secretaría de Salud y el Consejo de Salubridad General se coordinarán para la prevención y tratamiento de la farmacodependencia y, en su caso, la rehabilitación de los farmacodependientes;
 aunado a que entre los programas de acción de la Secretaría de Salud se encuentra el de Adicciones: Farmacodependencia; y 3) Las propias Naciones Unidas, a través de la Oficina de Drogas y Crimen, que ha determinado esa situación como una enfermedad.

166

Sin embargo, aclaró el Tribunal Pleno que, excluir la posibilidad de ser sometido a un proceso penal a todas las personas, que siendo farmacodependientes o no, posean para su estricto consumo personal narcóticos, constituye una medida tendente a no dar un trato discriminatorio. Lo cual no indica ni autoriza a que se les deje de someter a proceso penal a aquellas personas que también, siendo farmacodependientes o no, posean más de la cantidad que requieren para su estricto consumo personal.

167

En cuanto a la segunda premisa, destaca que el legislador ordinario con el decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones legales, entre las que se encuentran los artículos 475, 476, 477 y 478 de la Ley General de Salud, estableció un marco diferenciado de regulación penal del delito contra la salud. El esquema de reestructura obedeció a los objetivos delimitados en la exposición de motivos a la que se ha hecho referencia, pero que se comprende en la finalidad de hacer eficiente la labor del Estado en materia de combate al narcomenudeo a través de la corresponsabilidad de los gobiernos federal y de las entidades federativas para la prevención y el combate a la posesión, comercio y suministro de narcóticos; la tipificación y sanción de esas conductas delictivas; así como la determinación de mecanismos para el tratamiento médico y programas de prevención para farmacodependientes y no farmacodependientes.

168

La reestructura legal generó dos ámbitos de punibilidad para el delito contra la salud, en sentido genérico, por una parte la correspondiente a la competencia originaria del fuero federal para conocer de los delitos con mayor impacto en esta materia, que se reflejan en el ámbito de conductas relacionadas con el narcotráfico, con especiales salvedades como acontece con la posesión simple de narcóticos, respecto de sustancias no consideradas como comprendidas en el marco de narcomenudeo; paralelamente se estableció el marco jurídico de regulación penal del esquema de narcomenudeo con las adiciones a la Ley General de Salud.

169

Los segmentos divisibles de punición del delito contra la salud, obedecen necesariamente a establecer medidas que permitan atender de manera particular la problemática social que implica el narcomenudeo, ámbito en el que se encuentran inmersos los farmacodependientes y que requieren una especial atención. 

170

La tercera premisa cobra vital importancia, se trata de establecer ¿si la limitación a las dosis máximas de consumo de narcóticos para el consumo personal e inmediato, es una medida necesaria?

171

La respuesta que esta Primera Sala encuentra a esta pregunta tiene sentido afirmativo. La problemática como la presenta el quejoso, de ninguna manera pugna con el derecho a la salud.

172

Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación
 ha sido enfática en señalar que la salud es un derecho humano fundamental e indispensable para el ejercicio de los demás derechos humanos. Por tanto, se considera que todo ser humano tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud que le permita vivir dignamente. De ahí que la efectividad del derecho a la salud se puede alcanzar mediante numerosos procedimientos complementarios, como la formulación de políticas en materia de salud, la aplicación de los programas de salud elaborados por la Organización Mundial de la Salud (OMS) o la adopción de instrumentos jurídicos concretos.

173

Este derecho, está consagrado en el artículo 4 de la Constitución Federal y en numerosos instrumentos de derecho internacional
, de los cuales derivan diversos derechos, a saber: 1) En principio, el Estado tiene la obligación de prevenir la existencia de enfermedades; 2) En segundo lugar, cuando no se ha podido prevenir la enfermedad, el Estado está obligado a garantizar el tratamiento y, en el caso de que el padecimiento lo permita, la rehabilitación del enfermo, para lo cual no puede obstaculizarla. Esto implicaría que como parte del derecho a la salud se debe entender que un enfermo tiene el derecho a ser tratado de conformidad con su dignidad personal, pues de lo contrario no se lograría su rehabilitación, violándose así su derecho a la salud. 

174

Por tal motivo, la prevención y el tratamiento de las enfermedades y la lucha contra ellas exigen que se establezcan programas de prevención y educación para hacer frente a las preocupaciones de salud que guardan relación con el comportamiento y se promuevan los factores sociales determinantes de la buena salud, como la seguridad ambiental, la educación, el desarrollo económico y la igualdad de género. 

175

De ahí que no sea punible la posesión para estricto uso personal de los narcóticos por parte de un enfermo farmacodependiente, porque de lo contrario se atentaría contra su derecho a la salud, ya que en nada se contribuye a su rehabilitación por el hecho de considerarse que es un delincuente. 

176

Ahora bien, la limitación establecida en la tabla comprendida en el artículo 479 de la Ley General de Salud para las dosis máximas de consumo personal e inmediato obedece a objetivos legítimos perseguidos que fueron claramente justificados por el legislador, de los que se desprende la necesidad de promover el bienestar general de la sociedad democrática.

177

El punto crucial entre la permisión de posesión de dosis de narcóticos para el consumo personal e inmediato es que no puede quedar sin limitación. Interpretar en este sentido la libertad personal del individuo implicaría hacer a un lado el derecho a la salud del conglomerado social al que tiene obligación de salvaguardar el Estado. La permisión indiscriminada constituiría un factor que lejos de atender a los objetivos del Poder Reformador, consistente en establecer medidas para el combate al narcomenudeo y atención al incremento de la población farmacodependiente, los colocaría en una situación claramente en desventaja frente a la obligación de protección del derecho a la salud y del bienestar social.
178

Existe un marco de reconocimiento de la problemática, que encuentra una medida de solución al no contemplar como acción delictiva la conducta de farmacodependientes que posean narcóticos, en dosis que no excedan de las establecidas en la tabla cuestionada; la limitación tiene el objetivo de protección a la sociedad en general y no existe otra medida menos gravosa, que a pesar de reconocer la problemática de salud que implica la toxicomanía, debe existir un marco que limite la posesión de narcóticos.

179

La necesidad de la medida, se justifica en el sentido de que es la más idónea para evitar que una cantidad superior a la considerada como dosis máxima, pueda llegar a manos de otras personas y con ello incentivar o propiciar la inducción al consumo de drogas. Dicha medida, la respaldó el legislador en las opiniones de especialistas para determinar las sustancias de mayor consumo que comprenden el marco de narcomenudeo y delimitar la cantidad de consumo permitido.

180

La afirmación precedente tiene vital importancia, en la medida que comprende el sistema jurídico relacionado con la regulación normativa del delito contra la salud, en el que inclusive se asumió la medida de sancionar conductas anteriores a la tentativa –posesión simple- a fin de contrarrestar el fenómeno delictivo que implica el narcomenudeo.

181

En este esquema de análisis, no puede tildarse que la medida no sea proporcional, porque los beneficios que aporta su adopción por parte del legislador lejos de colisionar con el reconocimiento de la problemática de salud que representa la farmacodependencia y la necesidad de las medidas para proporcionar atención médica a los enfermos de tal adicción,  mantiene un marco de compatibilidad; por un lado, el estricto respeto al carácter de enfermo del farmacodependiente que requiere consumir por necesidad determinados narcóticos y el cumplimiento por parte del Estado de la protección de la salud de la sociedad, como medida de prevención a fin de evitar que un mayor número de miembros de la sociedad se coloque en la misma condición de afectación a la salud.

182

En consecuencia, esta Primera Sala al analizar el artículo 479 de la Ley General de Salud, al cual remite el sistema de previsión penal de delitos contra la salud en la modalidad de narcomenudeo –artículos 475, 476, 477 y 478 del mismo ordenamiento legal–, de acuerdo a un escrutinio cuidadoso de igualdad, llega a la conclusión de que no se vulneran los artículos 1° y 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, respecto al establecimiento de dosis máximas de narcóticos que se estiman destinados para el estricto e inmediato consumo personal. 

183

La razonabilidad radica en que la determinación legal de mérito, atiende a fines constitucionalmente válidos consistentes en respetar un ámbito acotado de libertad conferido a los farmacodependientes, así como eficientar el combate al narcomenudeo lo cual, constituye un propósito inmediato para alcanzar un fin aún de mayor trascendencia como es proteger la salud pública. 
184

La necesidad de esta medida obedece a evitar que una cantidad superior a la considerada como dosis máxima, pueda llegar a manos de otras personas y con ello incentivar o propiciar la inducción al consumo de drogas.

185

Con base en lo anterior, no puede tildarse que dicha medida no sea proporcional, porque los beneficios que aporta su adopción por parte del legislador representan un mayor beneficio en la protección de la sociedad en general, frente a la particular libertad del farmacodependiente, de quien no se restringe el consumo de las sustancias que requiere por el problema de salud que presenta, sino lo que se evita es que exista una posesión indiscriminada de narcóticos que ponga en peligro la salud de terceros, al implicar una puesta en peligro a la salud, en un marco de protección abstracta, de ahí lo infundado de su concepto de violación.
186

Lo anterior, con base en el criterio sustentado en el amparo en revisión 563/2010, resuelto por mayoría de cuatro votos bajo la ponencia de la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas, en sesión de ocho de septiembre de dos mil diez. 

187

SÉPTIMO. Por otra parte, el recurrente asevera que existe contradicción entre el artículo 477 de la Ley General de Salud, con lo dispuesto por el artículo 3° de la Convención de las Naciones Unidas Contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas; ya que el precepto legal que regula el delito contra la salud en su modalidad de posesión simple, sanciona la simple posesión de drogas sin prever la intención que requiere el citado tratado internacional; tales aseveraciones son infundadas atento a lo siguiente.

188

El artículo 3° de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, en su parte conducente establece lo siguiente:

“Artículo 3 

DELITOS Y SANCIONES 

1. Cada una de las Partes adoptará las medidas que sean necesarias para tipificar como delitos penales en su derecho interno, cuando se cometan intencionalmente: 

i) La producción, la fabricación, la extracción, la preparación, la oferta, la oferta para la venta, la distribución, la venta, la entrega en cualesquiera condiciones, el corretaje, el envío, el envío en tránsito, el transporte, la importación o la exportación de cualquier estupefaciente o sustancia sicotrópica en contra de lo dispuesto en la Convención de 1961, en la Convención de 1961 en su forma enmendada o en el Convenio de 1971; 

ii) El cultivo de la adormidera, el arbusto de coca o la planta de cannabis con objeto de producir estupefacientes en contra de lo dispuesto en la Convención de 1961 y en la Convención de 1961 en su forma enmendada; 

iii) La posesión o la adquisición de cualquier estupefaciente o sustancia sicotrópica con objeto de realizar cualquiera de las actividades enumeradas en el precedente apartado i); 

189

Del artículo transcrito, se advierte que establece que cada una de las partes que intervienen en la convención citada deberá adoptar las medidas que sean necesarias para tipificar como delitos penales en su derecho interno cuando se cometan intencionalmente, la producción, la fabricación, la extracción, la preparación, la oferta, la oferta para la venta, la distribución, la venta, la entrega en cualesquiera condiciones, el corretaje, el envío, el envío en tránsito, el transporte, la importación o la exportación de cualquier estupefaciente o sustancia sicotrópica.

190

Es decir, el texto del numeral invocado establece la obligación a cargo de los Estados que intervienen en esa convención para que en su derecho interno establezcan las medidas necesarias para sancionar la posesión de narcóticos cuando ésta se cometa intencionalmente, sin que ello limite la libertad configurativa del Estado para que tipifique como delito la simple posesión de narcóticos como está regulado en el  artículo 477 de la Ley General de Salud.

191

En efecto, el numeral citado en último término en su parte conducente prevé lo siguiente:

“ARTÍCULO 477.- Se aplicará pena de diez meses a tres años de prisión y hasta ochenta días multa al que posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla en cantidad inferior a la que resulte de multiplicar por mil las previstas en dicha tabla, sin la autorización a que se refiere esta Ley, cuando por las circunstancias del hecho tal posesión no pueda considerarse destinada a comercializarlos o suministrarlos, aún gratuitamente…”
192

A su vez, el artículo 479 del mismo ordenamiento legal establece lo siguiente:

“ARTÍCULO 479.- Para los efectos de este capítulo se entiende que el narcótico está destinado para su estricto e inmediato consumo personal, cuando la cantidad del mismo, en cualquiera de sus formas, derivados o preparaciones no exceda de las previstas en el listado siguiente:

(VÉASE ARCHIVO ANEXO)”

193

Del texto del precepto transcrito en primer término, se advierte que si bien es cierto sólo sanciona al  que posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla, prevista en el artículo 479 de la Ley General de Salud, en cantidad inferior a la que resulte de multiplicar por mil las previstas en dicha tabla sin autorización de esa Ley; también lo es que, ello no contraviene lo dispuesto por el artículo 3° de la Convención citada, ya que éste no limita la libertad configurativa del Estado para sancionar penalmente la simple posesión de narcóticos.

194

No obstante la conclusión alcanzada, cabe señalar que los artículos 194, fracción I
  y 195
, párrafo Tercero, ambos del Código Penal Federal, regulan la intención o finalidad, pues sancionan penalmente la conducta de quien transporte, comercie o suministre aun gratuitamente, sin la autorización de la Ley General de Salud, así como cuando se posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla prevista en el artículo 479 de la Ley general de Salud, en cantidad igual o superior a la que resulte de multiplicar por mil las ahí referidas se presume que esa posesión tiene como finalidad cometer alguna de las conductas ya citadas.

195

OCTAVO. Ahora bien, en suplencia de la deficiencia de la queja, en términos del artículo 79, fracción III, inciso a), de la ley de Amparo, esta Primera Sala procede al estudio para determinar ¿Si fue correcto o no el estudio realizado por el Tribunal Colegiado respecto a la actualización de la violación del derecho del detenido a ser puesto a disposición inmediata ante el Ministerio Público. 
196

Esta Primera Sala en suplencia de la queja advierte que fue incorrecta la interpretación que realizó el Tribunal Colegiado, sobre el derecho de puesta inmediata a disposición. En efecto, en dicho punto el Órgano colegiado del conocimiento se limitó a señalar que la sola prolongación injustificada de la detención policial sin poner al detenido a disposición inmediata de la autoridad ministerial, no genera en forma automática la ilicitud de las pruebas recabadas; a) informe policial homologado y b) las declaraciones de los elementos aprehensores rendidas ante la autoridad ministerial en la averiguación previa. Tal interpretación es contraria, en una parte, a la doctrina que ha construido esta Primera Sala respecto a los efectos que genera la violación al derecho del detenido a ser puesto sin demora a disposición del Ministerio Público, cuando éste es aprehendido en el supuesto de comisión de delito flagrante.
197

En los amparos directos en revisión 2190/2014 y 2397/2014 se estableció por un lado, que la detención del inculpado es autónoma al derecho del detenido a ser puesto sin demora a disposición del Ministerio Público. Así, los informes policiales tendrán validez si únicamente describen las circunstancias que motivaron la intervención de la policía y aquéllas en las que tuvo lugar la detención del inculpado, aun cuando se haya existido una dilación injustificada. Mientras que deben excluirse de valoración probatoria todas aquellas referencias a circunstancias y medios de prueba obtenidos por la policía que deriven directamente de la demora injustificada. Por otro lado, la declaración ministerial sólo será inválida si el probable responsable acepta que es responsable de la comisión del delito que se le atribuye, con independencia del grado de incriminación.
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Para precisar los alcances de los efectos de la violación al derecho en cuestión, se retoman las consideraciones de los amparos directos en revisión 2190/2014 y 2397/2014.
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Así, en la presente ejecutoria se desarrollará el impacto que tiene en las pruebas de una causa penal la violación constitucional derivada de la demora injustificada en la puesta a disposición del detenido ante el Ministerio Público, desde dos premisas: i) la validez de informe de la policía, y, ii) la validez de la declaración ministerial del detenido. 

200 I. Validez del informe policial.
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En primer lugar debe resolverse si la prolongación injustificada de la demora en la puesta a disposición del inculpado ante el Ministerio Público genera la ilicitud del informe elaborado por la policía en relación a la detención. 
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Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la interrogante planteada debe responderse en sentido negativo, a partir las consideraciones jurídicas que se establecen en la presente ejecutoria.
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En términos del orden constitucional vigente existen determinadas circunstancias excepcionales que justifican la afectación al derecho humano de libertad personal. La regla general se desprende del artículo 16 de la Constitución Federal, al establecer que una persona únicamente puede ser detenida por la policía, ante la imputación de que es responsable de la comisión de una conducta considerada como delito por la ley penal, cuando un juez dicte en su contra una orden de aprehensión. Sin embargo, esta regla admite dos excepciones constitucionalmente válidas, cuando la persona es sorprendida al momento en que está cometiendo un ilícito penal o inmediatamente después de ejecutarlo; asimismo, cuando se actualiza la hipótesis de caso de urgente, por la que el Ministerio Público está facultado para ordenar la detención.
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De las referidas condiciones constitucionalmente válidas para detener a una persona, destaca precisar cuál es la trascendencia que tiene el parte informativo. 
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Tratándose de la orden de aprehensión, la intervención de la policía tiene un carácter meramente ejecutivo, al derivar de un mandato judicial que le impone avocarse a la búsqueda, localización y detención del requerido. En este supuesto, la policía cumple con el mandato judicial al momento en que aprehende al detenido y de inmediato lo presenta ante el juez que lo requirió, por conducto de las instituciones carcelarias respectivas. En esta actuación, el informe de los agentes aprehensores tiene como finalidad comunicar a la autoridad judicial el día y la hora en que se realizó la detención, así como del lugar en el que se encuentra recluido el detenido. La razón es que el informe no tiene relación con el delito, por el que se ordenó la aprehensión del probable responsable. 
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Un supuesto distinto se presenta cuando con motivo del cumplimiento de una orden de aprehensión, expedida por la autoridad judicial competente, la policía detenga al detenido y, circunstancialmente, descubra que está en el supuesto de comisión de delito flagrante, como sería la posesión ilícita de un objeto. Lo mismo sucede si al detener a una persona por la comisión de un delito flagrante, cuando es presentada ante el Ministerio Público se tiene conocimiento de que existe una orden de aprehensión en su contra, cuyo cumplimiento está pendiente. En esos casos, el informe de la policía debe comprender dos elementos independientes, por una parte la información relacionada con el cumplimiento de la orden de aprehensión, en tanto que por otra, la relativa a los datos que sustentan la detención por un delito flagrante, que no tiene relación con el que motivó la orden judicial de captura.  
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De manera similar acontece cuando la detención está motivada por una orden de captura decretada por el Ministerio Público en el supuesto de caso urgente. En principio, el informe de la policía respecto al cumplimiento de la orden ministerial tiene como objetivo dar a conocer al Ministerio Público que se ejecutó la detención del requerido y de su presentación ante dicha autoridad, conforme a los datos temporales que se precisen en ese documento; pero no se espera que el informe aporte datos trascendentales respecto del delito por el que se apertura la indagatoria. Pero si esto último aconteciera, será una circunstancia excepcional que determine la adhesión del informe de la policía al conjunto de pruebas que pueden ser incorporadas al juicio penal. También constituiría un supuesto particular, el hecho de que con motivo del cumplimiento de una orden de detención por caso urgente, la policía detuviera al requerido al momento de estar cometiendo un delito (supuesto de flagrancia); en este caso, el informe de la policía estará configurado por dos apartados, el relativo al cumplimiento de la orden de detención por caso urgente, así como la información relacionada con el descubrimiento de un delito flagrante, diverso al que motivó la orden ministerial de captura.
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A diferencia de los supuestos enunciados —orden judicial de aprehensión y orden ministerial de detención por caso urgente—, el informe de la policía relacionado con la detención de una persona, a quien se le atribuye responsabilidad penal en la comisión de un delito, tiene una particular trascendencia cuando se trata del supuesto de detención en flagrancia de delito. Ello, porque es el documento sobre el que es posible constituir la base para la formulación de la imputación jurídico penal. En el informe, los policías describen no solamente las circunstancias de tiempo y lugar en que se efectúo la detención del probable responsable, sino que también contiene la descripción a detalle de las circunstancias que motivaron la detención y de las evidencias que encontraron. De ahí que el informe de la policía constituya un elemento de particular importancia para el acusador, por lo que debe ser objeto de revisión bajo el escrutinio judicial estricto de valoración probatoria.
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La relevancia del informe de la policía, en relación a la detención de una persona, es todavía más evidente cuando existen diversas consecuencias jurídicas que derivan de su contenido. En principio, porque es el documento, elaborado por servidores públicos, encargados de la seguridad pública, mediante el cual presentan ante el Ministerio Público a una persona con el carácter de detenido. En segundo lugar, por la trascendencia de su contenido, pues no solamente importa que el documento se contenga la descripción de las circunstancias particulares que dieron origen a su detención, las razones por las que conocieron de los hechos, las condiciones en que se llevó a cabo la detención y el hallazgo de evidencias.
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El informe de la policía sobre la detención de una persona es el primer documento emitido por agentes del Estado por el que se pueden conocer las circunstancias físicas o específicas en las que fue asegurado el detenido, si presentaba lesiones o si fue necesario el empleo de la fuerza para someterlo; las condiciones en las que se le mantuvo durante su traslado para entregarlo de inmediato ante el Ministerio Público, así como las causas que en su caso justificaran la demora en la entrega del detenido. El conocimiento de estas circunstancias mínimas, que debiera regir como regla en la elaboración de los informes de la policía respecto a la entrega de los detenidos ante el Ministerio Público, es útil para que la autoridad judicial tenga mayores elementos para resolver, al momento de someter al control judicial las detenciones. 
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Es una circunstancia demostrable, a través de la práctica judicial, que en una gran mayoría de causas penales, el sustento de la acusación ministerial está determinada por los datos que comprende el informe de la policía en relación a las circunstancias en que fue detenido el imputado. Ya sea porque en los policías se reúnan dos calidades de actuación, la de testigos presenciales de la comisión de un delito en flagrancia y la de aprehensores; o, porque a pesar de que no haber presenciado la comisión del delito, intervinieron inmediatamente después de la realización del delito, a petición de la víctima del delito o de un tercero; de manera que la información que aporten los policías es trascendental para respaldar la acusación, en relación a las circunstancias que motivaron su intervención en la captura del detenido y el aseguramiento de la evidencia.
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De esta manera, la violación constitucional por demora o dilación injustificada de la puesta a disposición del detenido ante el Ministerio Público, no tiene el alcance de afectar la licitud del parte informativo de la policía, en lo concerniente a la precisión de las circunstancias que motivaron su intervención, la forma en que se realizó la captura y el aseguramiento de evidencias relacionadas con el delito flagrante.
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Asimismo, se considera que la licitud del informe de la policía, como medio de prueba, no está determinada por el hecho de que los agentes de la policía lo ratifiquen en averiguación previa y en el proceso penal. El reconocimiento del informe de la policía y la reiteración de los hechos que en él se describen, constituye una circunstancia formal en la configuración de la prueba. De manera que si no se lleva a cabo la diligencia en la que se ratifique el informe por los policías que lo suscriben, mantendrá el carácter de prueba documental. Lo que no sucede cuando el informe de la policía es ratificado, porque entonces la información contenida en el documento se introduce a la averiguación previa o al proceso penal como parte sustancial de la declaración del agente de la policía, por lo que deberá valorarse en términos de una prueba testimonial.
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De manera que la configuración de la prueba que depende de la ratificación del informe de la policía en relación a la detención del inculpado, para efectos de determinar el parámetro normativo que rige para su valoración —documental o testimonial—, es una circunstancia totalmente independiente y que no tiene relación con la determinación de validez licita de la prueba. El informe de la policía que realizó la detención de una persona en el supuesto de flagrancia, tiene validez jurídica como dato indiciario, con independencia de que sea ratificado o no por los agentes que lo suscribieron. Por lo que la licitud del parte informativo de la policía no está supeditada a su ratificación. 
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Ahora bien, en respuesta a la interrogante anteriormente planteada, esta Primera Sala considera que el informe de la policía no es un medio de prueba que deba declararse ilícito a pesar de que la autoridad judicial considere actualizada la demora injustificada para presentar al inculpado ante el Ministerio Público, después de que fue detenido en el supuesto constitucional de flagrancia. Afirmación que se sustenta en las razones que a continuación se desarrollan.
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a) Autonomía de la detención en flagrancia y la demora injustificada de la puesta a disposición del detenido ante el Ministerio Público. 
217

La primera premisa que debe tenerse en cuenta es que la violación a la inmediatez de la puesta a disposición no genera la ilicitud de la detención. Para ello, es importante tener en cuenta que se trata de dos circunstancias fácticas que tienen autonomía y que deben analizarse en ese contexto. 
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Por una parte, la declaratoria de legalidad en la detención siempre está condicionada a que la afectación al derecho humano de libertad personal esté justificada por alguno de los supuestos constitucionales que lo permiten —orden de aprehensión, flagrancia y caso urgente—. 

219

En consecuencia, si la detención del inculpado se sustenta en alguno de los supuestos enunciados, entre los que se encuentra la flagrancia de delito, no existe razón jurídica válida por la que deba declararse ilícita la detención. En caso contrario, si la detención es ilegal, como consecuencia inmediata y directa, el informe de la policía en relación a la detención del inculpado en flagrancia de delito, constituirá un medio de prueba ilícito, por lo que no deberá ser objeto de valoración probatoria en el proceso penal.
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Esta forma de validar la detención legal de una persona tiene su origen en el desarrollo interpretativo que ha realizado esta Primera Sala en relación al artículo 16 de la Constitución Federal, para establecer tres premisas: a) la libertad personal es un derecho personal que debe afectarse sino bajo los supuestos legales que lo justifiquen; b) la orden de aprehensión, constituye la regla general de afectación válida al derecho, que debe ser expedida por una autoridad judicial, siempre que preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito, sancionado con pena privativa de libertad y obren datos que establezcan que se ha cometido ese hecho y que existe la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión; y, c) los supuestos de flagrancia y caso urgente son las únicas excepciones constitucionalmente válidas a la exigencia de mandato judicial, que justifican la afectación al derecho humano de la libertad personal. 
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En consecuencia, cualquier afectación al referido derecho humano que se aparte de las premisas anteriores, sin duda constituye una ilegal privación de la libertad personal, en términos del artículo 16 de la Constitución Federal.
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El esquema constitucional anteriormente trazado, también es plenamente compatible con la protección que se da al derecho de libertad personal, en el artículo 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que establece:
Derecho a la Libertad Personal 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. 
2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas. 
3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 
4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 
5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio.
6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o Tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona. 
7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios.  

223

En términos de la norma internacional transcrita, la libertad personal es un derecho humano inherente a la persona (7.1); el cual no debe vulnerarse mediante actos que impliquen una afectación a la libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por orden constitucional de los Estados Parte o por las leyes dictadas conforme a ellas (7.2); por lo que, nadie puede ser sometido a detenciones o encarcelamientos arbitrarios (7.3). 
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A partir de lo anterior, se sostiene que la prevalencia de protección al derecho humano a la libertad personal, que le es propia a todo individuo, no deberá ser objeto de afectación sino en los términos establecidos por el marco constitucional o las leyes dictadas de conformidad con el mismo. En consecuencia, toda afectación a la libertad personal que no se ajuste al margen jurídico, interno e internacional, debe calificarse como una calificación ilegal o arbitraria, ya sea por no ajustarse a los supuestos de excepción establecidos en el orden constitucional, o porque está motivada por razones extralegales e irracionales. 
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Violaciones al derecho a la libertad personal (7.1, 7.2 y 7.3) que bien pueden actualizarse de forma independiente o conjugarse con alguna otra violación al mismo derecho, como la demora injustificada en la puesta a disposición del detenido ante la autoridad para que se resuelva sobre su situación jurídica y sobre la legalidad de su detención, que constituye una vulneración al artículo 7.5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

226

Acorde a lo anterior, es posible afirmar la invalidez del parte informativo si tiene origen directo en la declaratoria de ilicitud de la detención. Sin embargo, ello no puede acontecer a la inversa. En caso de que la detención sea ilícita, no es viable otorgar validez jurídica a cualquier medio de prueba con el que se pretenda sustentarla, como el informe elaborado por los aprehensores en relación a las circunstancias es que se realizó la captura. 
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En cambio, cuando se trata de una detención que se ajusta a los supuestos constitucionales que justifican la legalidad de la afectación al derecho humano de libertad personal, en estricto sentido, no existe alguna razón jurídica por la que sin mayor cuestionamiento también deba declararse la ilicitud del informe de la policía, en lo que se refiere a la descripción de las circunstancias fácticas en que se suscitó la detención del inculpado bajo el supuesto de flagrancia delictiva.
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Lo anterior es así, porque cuando la policía detiene a una persona, bajo el supuesto constitucional de comisión de delito flagrante, la siguiente acción que deben realizar los aprehensores es presentar de inmediato al detenido ante el Ministerio Público, para el efecto de que esta autoridad defina la situación jurídica del capturado. Es decir, se trata de dos acciones que no obstante de tener una relación causal y sucesiva, mantienen independencia fáctica y sustancial. Primero tiene lugar la detención, que debe sujetarse a los supuestos constitucionales, entre ellos la flagrancia de delito. Y luego, la policía deberá cumplir con el imperativo constitucional que la obliga a poner al detenido de inmediato a disposición del Ministerio Público.
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Entonces, ¿qué sucede cuando la policía no se cumple con ésta última obligación de carácter constitucional? como se ha precisado, el hecho de que la policía dilate de forma injustificada la presentación del detenido en flagrancia ante el Ministerio Público, ello no implica que pueda afirmarse jurídicamente que la persona fue detenida de forma ilegal. 
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En este caso, si la detención se ajustó a los parámetros constitucionales no existe razón jurídica por la que deba afectarse la declaratoria de validez constitucional que se realice de la misma. La prolongación injustificada de la puesta a disposición del detenido ante el Ministerio Público, es una condición fáctica sucesiva e independiente a la detención. Y es este esquema de fragmentación material de las acciones de la policía como debe analizarse la validez probatoria del informe de la policía que realizó la detención del inculpado. Lo cual tiene una razón secuencial lógica, las acciones que dan lugar a la actualización de violación al derecho humano de libertad personas se actualizan en un momento determinado y producen efectos o consecuencias jurídicas a partir de su concreción, pero no a la inversa. 
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En el tránsito habitual de la detención de una persona, que se ubica perfectamente en el supuesto de flagrancia en la comisión de un delito, indudablemente que la detención tendrá que calificarse de legal, por estar apegada a los parámetros constitucionales. Lo que no significa que pierda validez jurídica, a pesar de que los aprehensores, después de la detención y aseguramiento de las evidencias, retrasen la entrega del detenido ante el Ministerio Público. La violación se suscita con posterioridad a la detención que fue legal, por lo que el impacto deberá reflejarse a partir de que la retención del detenido se torna injustificada, a partir de los parámetros de exclusión probatoria.
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b) Estándar de exclusión probatoria aplicable ante la violación a la inmediatez en la puesta a disposición del detenido. 
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Así, cuando a pesar de que se actualice la demora injustificada en la puesta a disposición de la persona detenida en flagrancia de delito, pero se advierta que esa violación constitucional no generó la producción u obtención de elementos de prueba que tengan como fuente directa la demora injustificada, incluyendo aquéllas vinculadas directamente con el delito que motivó la detención, recabadas por iniciativa de la autoridad aprehensora sin la intervención y autorización del Ministerio Público, que son dos de los supuestos enfatizados por esta Primera Sala al resolver el Amparo Directo en Revisión 3229/2012 y del que derivó la tesis aislada 1a. LIII/2014
; no tiene porqué considerarse prueba ilícita el informe de la policía que describe las circunstancias en que se realizó la detención del inculpado.
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La demora de la puesta a disposición del detenido en flagrancia puede tener origen en diversas causas, que al no ser razonables impidan justificarla. Lo que no significa que al presentarse dicha violación constitucional siempre sea porque tenga aparejada la realización de acciones de investigación del delito por parte de la policía, sin control del Ministerio Público. La ilicitud en la actuación de la policía, dirigida a recopilar o producir pruebas de incriminación en contravención al marco constitucional, durante el retraso injustificado de la puesta a disposición del detenido, debe ser objeto de demostración, no de consideraciones subjetivas o presunción.

235

Por la circunstancia anterior, esta Primera Sala estableció un test que comprende los parámetros mínimos que deben tenerse presente para determinar cuándo un medio de prueba tiene su origen en la demora injustificada de la puesta a disposición del detenido, del cual debe que declararse su ilicitud y excluir de toda valoración probatoria. Conforme a estos lineamientos, se resume que se ubican en este supuesto: a) la confesión del indiciado, obtenida con motivo de la indebida retención; b) todos los elementos de prueba que tengan como fuente directa la demora injustificada; y, los cuales no producirán efecto alguno en el proceso ni podrán ser valorados por el juez; y, c) las pruebas que a pesar de estar vinculadas directamente con el hecho delictivo materia del proceso penal, sean recabadas por iniciativa de la autoridad aprehensora sin la conducción y mando del Ministerio Público.
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Este parámetro base para la exclusión probatoria, se incorpora como medida necesaria de la reparación con motivo de la violación al derecho humano violado, generado por la prolongación de la puesta a disposición del detenido en flagrancia ante el Ministerio Público. En forma tal, que todas las pruebas obtenidas por las policía, que no pudieran haber recabado sin incurrir en la demora injustificada de la entrega del detenido, son ilícitas y ese carácter deber reconocerles la autoridad judicial, por lo que no pueden ser objeto de valoración para corroborar la acusación.



Ahora bien, ¿si se acredita que la demora en la puesta a disposición del detenido efectivamente generó pruebas ilícitas, esto implica que el informe de la policía también deberá declararse ilícito? 

237

La declaratoria de ilicitud del informe de la policía respecto a la forma en que se efectuó la detención de una persona, en el supuesto de flagrancia, no puede constituir una regla, sino que depende de las circunstancias que se actualicen en cada caso en concreto
. 
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En este sentido, tal como se ha precisado en esta ejecutoria, se enfatiza que la detención de una persona bajo el supuesto de delito flagrante y la puesta a disposición del detenido ante el Ministerio Público son actos ejecutables por la policía que se actualizan de manera sucesiva, pero que tienen autonomía, por lo que deben analizarse de manera independiente; pues la ilicitud de la detención no condiciona la vulneración al imperativo constitucional de inmediatez en la puesta a disposición, ni viceversa; aunque es cierto que en algún caso podrán actualizarse ambas violaciones constitucionales, ello no significa que tengan una vinculación indisoluble; de ahí que es necesario analizar cada una de las violaciones de forma independiente. 
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Incluso, habrá otros casos, en su mayoría, en que se actualice alguna de las violaciones, pero no ambas. Y también habrá ocasiones en que el parte informativo de la policía no pueda ser el sustento de la acusación, pero por razones fundadas que lo controviertan al grado de demeritar la credibilidad de la información que contiene en relación a las circunstancias en las que se afirma que fue detenido el inculpado.
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Por tal motivo, cuando la detención del inculpado se realiza acorde a los parámetros constitucionales que delimitan el supuesto de comisión de delito flagrante, la calificación de legalidad de la detención debe subsistir, al margen de que se actualice la violación a la inmediatez en la puesta a disposición del detenido. Esto es así, porque es posible que las razones que motiven la detención del inculpado sean constitucionalmente válidas, así como el hallazgo, recopilación y aseguramiento inmediato de la evidencia que encontró la policía al momento inmediato de realizar la detención. 
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En cambio, cuando con independencia de que la detención del inculpado se realice acorde a los parámetros constitucionales, la policía se disponga a realizar acciones de investigación, fuera de control por parte de Ministerio Público, para generar o recopilar pruebas de incriminación relacionados con el delito que motivó la detención, entonces la apreciación del informe que presenten los agentes de la policía, para efectos de valoración probatoria, deberán tenerse en cuenta dos elementos substanciales:
 

1. La descripción de las circunstancias que motivaron la intervención de la policía y aquéllas en las que tuvo lugar la detención del inculpado, así como la relación de los objetos y evidencias aseguradas, podrán ser objeto de valoración, siempre que la detención de la persona sea acorde al orden constitucional.
2. En oposición a lo anterior, todas aquellas referencias a circunstancias y medios de prueba obtenidos por la policía, que derivan directamente de la demora injustificada en la puesta a disposición del detenido, recopilados con motivo de la realización de una investigación policial no dirigida y controlada por el Ministerio Público, no deberán ser objeto de apreciación en la valoración probatoria, sino que ante lo evidente de su ilicitud tendrá que excluirse. 
242

De manera paralela a los supuestos enunciados, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consciente de la transformación de la sociedad en general, pero con particular énfasis el desarrollo de las actividades delictivas, advierte que existe una circunstancia excepcional, cuyo calificativo incrementa el rigor de escrutinio jurídico al revisar su constitucionalidad, por la que es válido que la autoridad judicial considere como medio de prueba valorable el informe de la policía, a pesar de actualizarse la demora en la puesta a disposición del detenido y la policía haya tenido oportunidad de recopilar información, datos, pruebas o evidencias que sean determinantes para sustentar la acusación y la condena del sentenciado. Por lo que en consecuencia, queda fuera del estándar de exclusión probatoria.
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Este supuesto de extrema excepcionalidad frente a la exclusión probatoria, se ubica entre las causas posibles de justificación jurídicamente válida de la prolongación de la detención que ha definido esta Primera Sala, en el sentido de que la demora derive de un impedimento razonable que no resulte contrario al margen de facultades constitucionales y legales de la autoridad que incurre en la retención; y, la justificación únicamente tenga origen en impedimentos fácticos reales y comprobables, como la distancia que existe entre el lugar de la detención y aquél en el que deba realizarse la puesta a disposición. 
244

Hipótesis que, en términos del deber del Estado de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, como libertad personal de los gobernados, está constreñida únicamente a aquellos casos en los que se demuestra con prueba fehaciente, que la policía, de inmediato y por cualquier medio, informó al Ministerio Público sobre la detención del inculpado y la existencia de razones fácticas comprobables sobre la imposibilidad de presentarlo con la misma celeridad en las oficinas de la Fiscalía respectiva. Ello, en virtud de la necesidad de intervenir de inmediato para salvaguardar un bien jurídico, que puede ser de igual o mayor valía que la libertad personal del detenido, como acontece con la vida y libertad personal de las víctimas de secuestro; o también, ante la posibilidad de que se pueda cometer otro delito; así como, cuando que sea necesaria la intervención de los policías para lograr la detención de otros posibles responsables del delito, ya sea que estén en persecución material o en un enfrentamiento directo. Lo que de ninguna manera significa que ante estos supuestos se nulifique el derecho de inmediatez en la puesta a disposición, pues una vez que haya cesado la condición que motivo la urgencia de la intervención de la policía, como rescatar a la víctima, o que los agentes de la policía estén en condiciones de, por una parte, que un grupo haga frente a la necesidad urgente de intervención, mientras que otro se pueda hacer cargo de los detenidos, entonces la autoridad policial deberá cumplir con el imperativo constitucional de entregar de inmediato a las personas que ya haya detenidos ante el Ministerio Público. 
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En el supuesto inmediatamente ilustrado, la importancia de la comunicación previa que debe tener la policía con el Ministerio Público, para informarle sobre la detención del inculpado, obedece a tres razones de orden constitucional que son fundamentales. La primera, porque en términos del artículo 21, párrafo primero, constitucional, la policía siempre deberá actuar bajo la conducción y mando del Ministerio Público, a quien de origen le competen la investigación de los delitos. En segundo lugar, porque el artículo 16, párrafo quinto, constitucional, establece que debe existir un registro inmediato de la detención. Lo que se relaciona con la tercera razón, que deriva del mismo dispositivo constitucional, referente a la protección de la libertad personal de los gobernados, quienes únicamente poder ser detenidos bajo los supuestos explícitamente enunciados en el ordenamiento constitucional. De manera que con el imperativo de puesta a disposición inmediata ante el Ministerio Público que deriva de la detención de una persona en supuesto de delito flagrante, lo que se pretende salvaguardar, por una parte, es que la detención no se mantenga sin control y fuera de la vigilancia del Estado; pero por otra, garantizar y proteger la integridad del detenido.

246

Sobre este punto del análisis, cabe destacar que la omisión de inscribir al detenido en el registro de detención que debe llevar el Estado, en acatamiento el artículo 16, párrafo quinto, de la Constitución Federal, implica que las afirmaciones de los agentes de la policía carezcan de credibilidad respecto de la forma en que aconteció la detención. Argumento que parte de construcción errónea, pues no obstante que la falta de registro de la detención pueda constituir un indicio de la prolongación injustificada en la puesta a disposición del detenido, ello no tiene relación directa con la validez de las afirmaciones de los agentes de la policía. Tal como se ha precisado con anterioridad, la actualización de una violación no tiene alcances retroactivos para nulificar hechos acontecidos, sino hacia el futuro a partir de que se concretizó. Si bien la existencia del registro de detenidos es una herramienta necesaria para la protección de los derechos humanos del detenido, como libertad personal, integridad, defensa adecuada, etcétera; así como dotar de certeza sobre el lugar en que se encuentra el detenido y la calidad con la que está ante la autoridad. La falta del registro, por sí sola, no lleva al extremo de anular el informe de la policía y las pruebas obtenidas con motivo de una detención constitucional.
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ii. Anulación del valor probatorio de la declaración ministerial del inculpado, que deriva de la violación al artículo 16, párrafo quinto, de la Constitución Federal, por la injustificada retención del detenido.
248

Esta Primera Sala considera que la anulación del valor probatorio de la declaración ministerial del inculpado como consecuencia de la actualización de una demora injustificada en la puesta a disposición del detenido, únicamente es aplicable cuando se trata de una confesión, en la que el probable responsable acepta que es responsable de la comisión del delito que se le atribuye, con independencia del grado de incriminación.
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Esto es así, porque la dilación injustificada en la puesta a disposición de una persona que ha sido detenida como probable responsable de la comisión de un delito, constitutiva de una violación de carácter constitucional, torna ilícita la confesión que respecto al mismo hecho realice el detenido ante el Ministerio Público. Ello, al tener como base la presunción de que pudo haber sido objeto de coacción para realizar esta aceptación o que por lo menos el lapso de incertidumbre que genera permanecer a total disposición de los agentes de la policía, sin que medie algún control por parte del Ministerio Público, constituya una presión suficiente que lo impuse a declarar en su perjuicio.
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La afirmación precedente se sustenta en la configuración de dos figuras jurídicas de notable trascendencia en el tema que se analiza: el carácter ilícito de un medio de prueba y la aceptación de responsabilidad penal mediante la confesión. Elementos de los que debe esclarecerse su contenido.
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En primer término se destaca que el concepto de prueba ilícita se ha asignado a aquellos elementos de convicción que, eventualmente, serán aportados en algún procedimiento jurisdiccional, y que han sido generados u obtenidos de manera irregular, esto es, al margen o en franca contradicción con los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o en las normas de la materia de fuente internacional. 
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En relación a lo anterior, esta Primera Sala de la Suprema Corte ha dicho que la fuerza normativa de la Constitución y el carácter inviolable de los derechos fundamentales se proyectan sobre todos los integrantes de la sociedad. De este modo, todos los individuos, sin ningún tipo de excepción, están compelidos a respetar los derechos humanos de todas las personas, en todo momento y, por tanto, en todas sus actuaciones. Esto último incluye la búsqueda y el ofrecimiento de todas aquellas pruebas que serán ofrecidas en algún procedimiento jurisdiccional. Por ello, las pruebas que hayan sido obtenidas, directa o indirectamente, a partir de la violación a derechos humanos no deben tener efecto alguno en los procesos judiciales. 
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Además, esta Primera Sala ha determinado que la invalidez no sólo afecta aquellas pruebas obtenidas directamente con motivo de un acto que provocó la violación a los derechos humanos, sino también a todas aquellas pruebas que tengan un vínculo directo con dicha violación. Asimismo, que las pruebas obtenidas como resultado de una prueba ilícita, son, igualmente, inválidas, aunque para su consecución se hayan cumplido todos los requisitos legales y constitucionales, al derivar de la violación de algún derecho humano, ya sea de forma directa o indirecta, por lo que, de conformidad con la regla de exclusión, no deben ser empleadas en un procedimiento jurisdiccional
.
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Por ello, es que la regla de exclusión de las pruebas ilícitas es, a su vez, un derecho humano, en su vertiente de garantía, que le asiste a todo inculpado durante el proceso penal y cuya protección puede hacer valer frente a los tribunales. La cual deriva de los fundamentos constitucionales siguientes: (i) el artículo 14, que establece como condición de validez de una sentencia penal, el respeto a las formalidades esenciales del procedimiento, como condición necesaria del debido proceso; (ii) el derecho de que los jueces se conduzcan con imparcialidad, en términos del artículo 17; y, (iii) el derecho a una defensa adecuada que asiste a todo inculpado de acuerdo con el artículo 20. De manera que la regla de exclusión de la prueba ilícita se traduce en una posición preferente de los derechos humanos en el ordenamiento y de su afirmada condición de inviolabilidad
. 
255

En este sentido, debe señalarse que si se pretende el respeto al derecho a ser juzgado por tribunales imparciales y el derecho a una defensa adecuada, es claro que una prueba cuya obtención ha sido irregular (ya sea por contravenir el orden constitucional o el legal), no puede sino ser considerada inválida jurídicamente. De otra forma, el inculpado estaría en condiciones de desventaja para hacer valer su defensa. Por ello, esta Primera Sala ha sostenido que la regla de exclusión de la prueba ilícita se encuentra implícitamente prevista en nuestro orden constitucional
. 
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Ahora bien, este reconocimiento implícito en la previsión constitucional de la regla de exclusión probatoria es aplicable en aquellos casos en los que los inculpados son juzgados dentro del procedimiento penal mixto, en virtud de que en la entidad federativa en la que reside el juez del proceso, si se trata de un delito del orden común o de la federación respecto de delitos federales, no se ha implementado la vigencia del sistema procesal penal acusatorio y oral. 
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Con motivo de la reforma constitucional, publicada en el Diario Oficial de la Federación el dieciocho de junio de dos mil ocho, la regla de exclusión de las pruebas ilícitas quedó expresamente reconocida en la fracción IX del nuevo artículo 20, bajo la redacción siguiente: 

“Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación.

A.  De los principios generales:

[…]

IX. Cualquier prueba obtenida con violación de derechos fundamentales será nula […]

[…].”
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Sin embargo, este enunciado constitucional será aplicable una vez que el sistema procesal aplicable se rija bajo los principios del sistema procesal acusatorio y oral.
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Con la precisión anotada, cabe agregar que la regla de exclusión probatoria también encuentra respaldo en lo dispuesto en el artículo 8.3 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como en los criterios que al respecto ha emitido la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
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En lo que corresponde a la Convención Americana sobre Derechos Humanos se advierte que dispone en el artículo 8.3 lo siguiente: “[L]a confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza”. En tanto que sobre el tema, la Corte Interamericana se ha pronunciado en jurisprudencia la “regla de exclusión probatoria” debe aplicarse frente a cualquier tipo de coacción sufrida por el inculpado. Así, en caso de que se compruebe cualquier tipo de coacción capaz de quebrantar la expresión espontánea de la voluntad de una persona, existe la obligación por parte de las autoridades judiciales de excluir la evidencia respectiva del proceso, pues dicha anulación es un medio necesario para desincentivar el uso de cualquier modalidad de coacción
. 
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Así, para el tribunal interamericano es claro que aceptar o dar valor probatorio a declaraciones o confesiones obtenidas mediante coacción, que afecten a la persona o a un tercero, constituye a su vez una infracción a un juicio justo. En estos términos, el carácter absoluto de la regla de exclusión se ve reflejado en la prohibición de otorgarle valor probatorio no sólo a la prueba obtenida directamente mediante coacción, sino también a la evidencia que se desprende de dicha acción. En consecuencia, la Corte considera que excluir la prueba que haya sido encontrada o derivada de la información obtenida mediante coacción, garantiza de manera adecuada la regla de exclusión.
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● Presunción de coacción, como parámetro que determina la exclusión probatoria. 
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Ahora bien, una vez que han sido expuestos los parámetros jurisprudenciales relativos al principio de inmediatez que rige la puesta a disposición de un detenido ante el Ministerio Público, así como lo relacionado con la regla de exclusión probatoria cuando se vulnera este derecho constitucional, corresponde señalar cuáles son las medidas para obtener su reparación.
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Esta Primera Sala considera que, con independencia de que la razón de la detención sea lícita, la demora o dilación injustificada de la puesta a disposición ante el Ministerio Público de una persona que ha sido detenida bajo el supuesto de comisión de delito flagrante, permite la incorporación de la presunción de coacción, como parámetro mínimo ante el reconocimiento de la violación a sus derechos humanos.

265

La demora injustificada de la detención, es una violación de suma importancia, pues trae aparejado, por lo menos, el uso de la fuerza innecesaria y abusiva de los agentes de la policía en contra de una persona que ha sido detenida, aun cuando ésta sea constitucional, lo cual implica un atentado a la dignidad humana
. Esto significa que una detención de este tipo tiene un impacto en la integridad de las personas. La retención injustificada de la persona detenida, por parte de la autoridad, permite presumir que quien se encuentra en esta condición, está, asimismo, incomunicada y expuesta a tratos que pudieran resultar lesivos. Esto es así, porque una persona arbitrariamente retenida, porque los aprehensores no lo presentan inmediatamente después de la detención ante el Ministerio Público, se encuentra en una situación agravada de vulnerabilidad, con la cual se provoca un riesgo cierto de que otros derechos sean afectados, como la integridad personal, ya sea física o psicológica, y el trato digno que toda persona debe recibir
. En casos extremos, la dilación de la puesta a disposición podría derivar en asilamiento prolongado y en incomunicación coactiva, lo que podría ser calificado como trato cruel e inhumano
 e incluso como tortura. 
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 Para determinar si con motivo de la retención arbitraria de un detenido en comisión de delito flagrante se está en un caso de afectación a la integridad personal por uso desproporcionado de la fuerza o si se está frente a tratos crueles, inhumanos o degradantes o, bien, tortura, será necesario considerar el parámetro que al respecto ha determinado la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
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Con relación a lo anterior, la Corte Interamericana ha señalado en su jurisprudencia reiterada que la violación del derecho a la integridad física y psíquica de las personas tiene diversas connotaciones de grado y que abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Estos actos generan secuelas físicas y psíquicas que varían de intensidad según factores endógenos y exógenos de la persona (duración de los tratos, edad, sexo, salud, contexto, vulnerabilidad, entre otros) que deberán ser analizados en cada situación concreta
.
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Así, al quedar el detenido a entera disposición de sus aprehensores, sin que de ello tenga conocimiento alguna autoridad, en particular el Ministerio Público, quien tendría que definir su situación jurídica derivado de las circunstancias que motivaron la detención, no solamente se pone en riesgo la libertad personal del detenido, sino también su integridad física y hasta su vida; esto es, la detención prolongada es una conducta pluriofensiva, pues afecta, a la vez, diversos derechos fundamentales. 
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Ahora bien, para determinar el grado de afectación a la integridad sufrido por la persona con motivo de la retención prolongada, se deberá hacer un análisis casuístico de los hechos ocurridos durante el tiempo que se prolongó el retraso injustificado de la puesta a disposición del detenido ante el Ministerio Público, a partir del parámetro, ya expuesto, de la Corte Interamericana.
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Por lo anteriormente destacado, la detención prolongada e injustificada de una persona permite presumir la existencia de actos coactivos que afectan directamente su voluntad, salvo prueba objetiva en contrario. Por tales motivos, si una persona se reconoce como responsable de un delito tras haber sido detenida de manera prolongada y sin justificación jurídica válida por parte de sus captores, dicha confesión debe presumirse coaccionada y, por tanto, debe ser apreciada como prueba ilícita, cuya calificación obliga a excluirla de las pruebas de cargo en contra del inculpado. Igualmente, todas aquellas pruebas generadas u obtenidos con motivo de una confesión ilícita deberán ser anuladas. En estas circunstancias, debe considerase que dicha declaración, así como las pruebas derivadas, fueron obtenidas violando los derechos humanos de la persona asegurada. 
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En estos casos, la confesión del delito, derivada de la prolongación injustificada en la puesta a disposición del detenido, se configura como un indicio relevante para afirmar que fue coaccionado, en virtud de colocársele en un estatus de indefensión, por actos que pudieran implicar incomunicación o tratos crueles e inhumanos, o en un extremo hasta de tortura. Pero estos niveles de afectación no quedan demostrados únicamente con la prolongación injustificada de la puesta a disposición del detenido, lo único que constituye esta circunstancia es una presunción de coacción que puede conducir a la autoincriminación. 
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En otras palabras, prolongación injustificada de la puesta a disposición del detenido ante el Ministerio Público no implica necesariamente la existencia de tortura, lo único que significa es la presunción de coacción sobre el detenido para inducirlo a autoincriminarse. Pero esta calificación se actualiza con independencia de que se haya concretizado o no la coacción sobre el detenido, pues deriva del incumplimiento del principio de inmediatez aplicable a las detenciones constitucionales. 
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Ahora bien, si existe denuncia o evidencia de que el detenido fue objeto de tortura o de tratos crueles e inhumanos, para que se autoincriminara, son condiciones que tendrán como preámbulo la anterior violación ―de prolongación injustificada en la puesta a disposición―, que no se pueden tener por demostradas bajo el mismo estándar de presunción; sino que tendrían que ser objeto de investigación por parte del Estado, para excluir o sostener su acreditamiento. 
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Así, la prolongación injustificada de la entrega del detenido, por parte de la policía al Ministerio Público, permite presumir la existencia de actos coactivos que afectan directamente su voluntad, cuando el inculpado se reconoce en la averiguación previa como responsable del delito atribuido dicha confesión debe presumirse coaccionada y calificarse como prueba ilícita; lo que condiciona a que en aplicación de la regla de exclusión de pruebas ilícitas, a que no deba ser objeto de evaluación en ninguna de las etapas del proceso penal. 
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Además, en virtud de la declaratoria de ilegalidad de la prueba confesional, que incide en un medio de prueba de origen, el efecto de exclusión probatoria tiene efectos extensivos hacia todas aquellas pruebas generadas, obtenidas o que deriven de la confesión. 
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Una vez acotada la invalidez jurídica de la confesión del inculpado, que es vertida ante el Ministerio Público, en un caso en el que se actualizó la violación constitucional por demora injustificada de la inmediatez en la puesta a disposición del detenido, esta Primera Sala determina que esta regla es aplicable únicamente en este supuesto. Es decir, la declaración ministerial del detenido únicamente deberá ser objeto de exclusión probatoria, cuando la persona acepte que es responsable de la comisión del ilícito que se le atribuye y que motivo su detención. Ello, con independencia del grado de aceptación de responsabilidad, pues se comprende la confesión lisa y llana, así como aquellas que puedan calificarse de una aceptación parcial o implícita, así como la confesión calificada divisible, en la que la persona acepta la realización del hecho ilícito pero introduce una razón con la que pretende justificar la conducta, de manera que motive la actualización de una causa de justificación o excluyente de responsabilidad penal. 
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En este sentido, la exclusión probatoria de la confesión ministerial del detenido, que fue puesto a disposición del Ministerio Público bajo dilación injustificada, se traduce en la reparación idónea para resarcir la afectación a su integridad personal, la cual solamente tiene impacto en el proceso que derivó de la averiguación previa en la que se actualizó la violación a derechos humanos. 
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Por tanto, será en cada caso concreto cuando la autoridad que conozca del asunto deba analizar si la declaración del inculpado contiene elementos de los que sea posible derivar, inferir o deducir que cometió o participó en la ejecución de la conducta delictiva que se le atribuye. Porque de ser así, la declaración del inculpado tendrá que declararse ilícita y excluirla de toda valoración probatoria. En cambio, subsistirá siempre que no sea posible desprender de la declaración ministerial datos de inculpación, ya que no es idónea para contribuir en la demostración los presupuestos jurídicos que permiten someter a una persona a proceso penal o dictar una sentencia condenatoria. Lo anterior, a menos de que concurra con alguna otra violación a derechos humanos que obligue a la anulación de la declaración, como acontece cuando se emite sin la asistencia jurídica de un profesional en derecho que asuma la defensa del inculpado durante el desarrollo de las etapas procedimentales.
279

En este punto de análisis, cabe reiterar, como ya lo precisó esta Primera Sala al resolver los Amparos Directos en Revisión 3229/2012 y 3403/2012, que la responsabilidad de los agentes de la policía, derivada de la prolongación injustificada en la puesta a disposición del detenido es posible reclamarse por la vía legal respectiva. Sin embargo, ello es totalmente independiente a que en la causa penal respectiva se tenga por acreditada la violación constitucional, pero se determine que la demora injustificada en la puesta a disposición no generó la producción de prueba ilícita que deba ser excluida de cualquier valoración en las diversas etapas del proceso penal. 
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De acuerdo a las razones jurídicas expuestas, también es oportuno aclarar que este parámetro de apreciación de la declaración ministerial del inculpado, en un caso en que está demostrada la demora injustificada en la puesta a disposición del detenido ante el Ministerio Público, debe ser distinto al que ha determinado esta Primera Sala que debe aplicarse para la exclusión probatoria de cualquier declaración que el probable responsable haya rendido sin asistencia técnica de un defensor que tenga el carácter de profesional en derecho. En estos casos, esta Primera Sala ha resuelto que la confesión rendida en la etapa de averiguación previa por una persona detenida sin la presencia y asistencia de un abogado titulado debe anularse independientemente de su contenido
.
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La razón por la que se determinó la exclusión absoluta de cualquier declaración del inculpado, cuando es rendida sin la asistencia técnica de un profesional en derecho, con independencia de su contenido, se sustenta en el hecho de que constituye una violación al derecho humano a una defensa adecuada y técnica, que comprende desde la omisión de declarar, negar la imputación, dar una versión alternativa a los hechos imputados o aceptar la imputación de manera plena; lo que podría generar una afectación grave a la situación jurídica del inculpado. 
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Acorde al precedente análisis, al tener clara cuál es la correcta interpretación de los efectos que genera la actualización de la violación al artículo 16, párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por la dilación o demora injustificada de la puesta a disposición del detenido por parte de la policía ante el Ministerio Público, en el supuesto de flagrancia, en lo relativo a las circunstancias que la autoridad judicial deberá tener en cuenta para determinar la licitud o ilicitud del informe de la policía que describe las circunstancias en que aconteció la detención, las cuales no tiene ninguna relación con el hecho de que dicho documento sea ratificado, en averiguación previa y en el proceso penal, por quienes lo suscribieron.
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Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera importante establecer el alcance que tiene la interpretación que ha realizado en relación al artículo 16 de la Constitución Federal, respecto a las condiciones excepcionales que justifican válidamente la afectación a la libertad personal de los individuos y el imperativo que tienen las autoridades aprehensoras de poner al detenido inmediatamente a disposición del Ministerio Público, así como de los efectos que genera como vía reparación de la violación a estos derechos humanos, mediante la exclusión de pruebas que hayan tenido impacto en el proceso que se instruye al gobernado que resintió la afectación; pero al mismo tiempo, la definición del criterio jurídico se configura como un importante pronunciamiento para inhibir la práctica de actos que pudieran afectar la integridad personal cometidos durante las detenciones, que constituyan violación al precepto constitucional referido y al artículo 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y un criterio orientador de la actuación de las autoridades encargadas de la investigación y persecución de los delitos, ante la ineficacia de las pruebas que se obtienen con ese tipo de prácticas.
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De esta manera, esta Primera Sala determina que la violación al imperativo constitucional identificado como principio de inmediatez en la puesta a disposición del detenido, reconocido en el artículo 16, párrafo quinto, de la Constitución Federal y en la norma 7.5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, es una condición susceptible de generar efectos jurídicos que impactan en los medios de prueba con los que se integra la averiguación previa del sistema procesal penal mixto, los que de declararse ilícitos tendrán que excluirse de cualquier valoración probatoria. De manera que constituye una condición de análisis particular de cada caso en concreto la que permita determinar si es aplicable la referida regla de exclusión probatoria. 

285

Sin embargo, la afirmación precedente no es impedimento para establecer directrices concretas, aplicables en forma general, en las que se determine cuándo la violación constitucional genera que se declare la ilicitud de algún elemento de prueba. 
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En conclusión, cuando la policía realice la detención de una persona bajo el supuesto flagrancia, como excepción que justifica en términos constitucionales la afectación al derecho a la libertad personal, pero se actualiza la demora injustificada en la puesta a disposición del detenido ante el Ministerio Público, ésta violación de orden constitucional no tiene el alcance de provocar la ilicitud del parte informativo de la policía y de la declaración ministerial del detenido, siempre que se cumplan las condiciones siguientes: 

a) La detención del inculpado sea lícita, por ser acorde al orden constitucional; 

b) El informe de la policía, se refiera exclusivamente a las circunstancias en las que se realizó la detención en flagrancia; pues de contener además la referencia a hechos posteriores a la ejecución de la detención que configuren acciones ilegales de la policía realizadas durante la dilación de la puesta a disposición, que constituyan actos de investigación efectuados sin conocimiento y dirección del Ministerio Público, que conduzcan a la recopilación y producción de pruebas para incriminar al detenido, estas referencias deberán excluirse de toda valoración probatoria; y, 

c) De la declaración ministerial del detenido no sea posible desprender datos de inculpación. Por tal motivo, será en cada caso concreto cuando la autoridad que conozca del asunto deba analizar si la declaración del inculpado contiene elementos de los que sea  posible derivar, inferir o deducir que cometió o participó en la ejecución de la conducta delictiva que se le atribuye; de ser así, la declaración del inculpado tendrá que declararse ilícita y excluirla de toda valoración probatoria. 
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iii. La actualización de la violación, en el caso en estudio, al derecho del detenido a ser puesto a disposición inmediata ante el Ministerio Público.
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En el caso concreto, se desprende de autos que el quejoso y ahora recurrente, fue sujeto a una retención indebida de más de 10 horas
, la cual no fue justificada por los elementos aprehensores, sin que se desprenda que existieran impedimentos fácticos, reales y comprobables, que imposibilitaran que los policías llevaran a cabo la puesta disposición del ahora recurrente ********** ante la autoridad ministerial competente.   
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Desde su escrito de demanda, señaló que existió una prolongación injustificada en su detención, haciendo notar una violación de los derechos fundamentales que le asisten como persona sujeta a una detención policial. El propio Tribunal Colegiado al resolver el juicio de amparo y pronunciarse sobre el derecho a puesta a disposición inmediata reconoció que existió una detención prolongada. 
290

Debe precisarse que el análisis por parte del órgano jurisdiccional respecto de la violación al derecho fundamental a la puesta inmediata a disposición de la autoridad ministerial debe abordarse desde dos ámbitos: respecto del proceso mismo, como de los resultados producidos
. Concretamente, la valoración sobre si tal derecho fue transgredido o no, obliga al tribunal a analizar el caudal probatorio, prueba por prueba, para concluir si fueron o no producto de la dilación indebida en la puesta a disposición y si, por tanto, constituyen pruebas ilícitas.
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En ese sentido, no basta la simple afirmación del Tribunal Colegiado en el sentido de que la condena no fue sustentada sobre pruebas que hubieren sido obtenidas durante la dilación indebida. Una tutela efectiva del derecho fundamental a la puesta inmediata a disposición del detenido impone a las autoridades jurisdiccionales la obligación de llevar a cabo una valoración exhaustiva de las pruebas allegadas en el procedimiento, determinando una por una si fueron o no producto de la violación al derecho fundamental aludido.
292

Asimismo, se estima que debió haberse analizado si debía excluirse el informe policial, independientemente de que este haya sido ratificado durante la averiguación previa y el proceso penal. Como se ha señalado, deben declararse inválidas todas aquellas referencias a circunstancias y medios de prueba obtenidos por la policía, que derivan directamente de la demora injustificada en la puesta a disposición del detenido, recopilados con motivo de la realización de una investigación policial no dirigida y controlada por el Ministerio Público. 
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Por otro lado, además del informe policial y las declaraciones de los elementos aprehensores, debe estudiarse si no existió alguna otra prueba que tenga como fuente directa la demora injustificada o sido recabada por iniciativa de la autoridad aprehensora sin la conducción y mando del Ministerio Público; las cuales no producirán efecto alguno en el proceso ni podrán ser valorados por el juez. 

294

Por todo lo anterior, lo procedente es revocar la sentencia recurrida, para que en estricto acatamiento de la interpretación expuesta del derecho fundamental del detenido a la puesta inmediata a disposición de la autoridad ministerial, analice todas las pruebas valoradas en el juicio natural para determinar si existió prueba ilícita o no, y proceda a dictar nueva sentencia de amparo en que se avoque de nueva cuenta al estudio de la legalidad del acto reclamado.

Por lo expuesto, en suplencia de la deficiencia de la queja, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve:

PRIMERO. En la materia de la revisión, competencia de esta Primera Sala, se revoca la sentencia recurrida.
SEGUNDO. Devuélvanse los autos al Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Decimocuarto Circuito, para los efectos precisados en el último considerando de la presente ejecutoria.
Notifíquese; con testimonio de esta determinación, devuélvanse los autos relativos al lugar de su origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.

Así, lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de tres votos de los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo quien se reserva el derecho de formular voto concurrente y Olga Sánchez Cordero de García Villegas (Ponente). En contra de los emitidos por los señores Ministros José Ramón Cossío Díaz, quien se reserva el derecho de formular voto particular y Presidente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.

Firman el Presidente de la Sala y la Ministra Ponente con el Secretario de Acuerdos, que autoriza y da fe.

PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA:

MINISTRO ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA
MINISTRA PONENTE:

 OLGA SÁNCHEZ CORDERO DE GARCÍA VILLEGAS

SECRETARIO DE ACUERDOS:

LIC. JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN

En términos de lo previsto en los artículos 3°, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en estos supuestos normativos.
� Cuaderno del juicio de amparo directo penal 621/2013. Fojas 17-19.


� Ibidem. Fojas 91 a 201


�  Foja 216 ibidem


� Como la Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes enmendada por protocolo de 25 de mayo de 1972,  (artículo 36), Convención Sobre Sustancias Sicotrópicas de 1971 (artículo 22, inciso a), y Convención de las Naciones Unidas Contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988 (artículo 3)


� Resuelto el diecisiete de septiembre de dos mil nueve. Ponente: Ministro José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara Chagoyán.


� Artículo 74. La atención de las enfermedades mentales comprende: I.- La atención de personas con padecimientos mentales, la rehabilitación psiquiátrica de enfermos mentales crónicos, deficientes mentales, alcohólicos y personas que usen habitualmente estupefacientes o substancias psicotrópicas, y


� Artículo 191. La Secretaría de Salud y el Consejo de Salubridad General, en el ámbito de sus respectivas competencias, se coordinarán para la ejecución del programa contra la farmacodependencia, a través de las siguientes acciones:


I.- La prevención y el tratamiento de la farmacodependencia y, en su caso, la rehabilitación de los farmacodependientes […]. 


� Publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época, Segunda Parte, LXXVI, página: 19. El precedente es: Amparo directo 1436/63. Noé Martínez Sánchez. 14 de octubre de 1963. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Juan José González Bustamante.


� Ibíd. Sexta Época, Segunda Parte, XLIV, página: 77. Precedente: 7390/60. Santiago Lucio Badillo. 9 de febrero de 1961. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Manuel Rivera Silva.


� Ibíd. Quinta Época, tomo CXXIX, página: 212. El precedente señala: Amparo directo 4725/55. Por acuerdo de la Primera Sala, de fecha 8 de junio de 1953, no se menciona el nombre del promovente. 23 de julio de 1956. Unanimidad de cinco votos. Ponente: Agustín Mercado Alarcón.


� Artículo 523.- Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento de que una persona ha hecho uso indebido de estupefacientes o psicotrópicos, al iniciar su averiguación, se pondrá inmediatamente en relación con la autoridad sanitaria federal correspondiente para determinar la intervención que ésta deba tener en el caso. 


Artículo 524.- Si la averiguación se refiere a la adquisición y posesión de estupefacientes o psicotrópicos, el Ministerio Público, de acuerdo con la autoridad sanitaria a que se refiere el artículo anterior, precisará acuciosamente si esa posesión tiene por finalidad exclusiva el uso personal que de ellos haga el indiciado. En este caso, y siempre que el dictamen hecho por la autoridad sanitaria indique que el inculpado tiene el hábito o necesidad de consumir ese estupefaciente o psicotrópico y la cantidad sea la necesaria para su propio consumo, no hará consignación a los tribunales; en caso contrario, ejercitará acción penal.





� “ARTÍCULO 199.- Al farmacodependiente que posea para su estricto consumo personal algún narcótico de los señalados en el artículo 193 no se le aplicará pena alguna. El Ministerio Público o la autoridad judicial del conocimiento, tan pronto como se enteren en algún procedimiento de que una persona relacionada con él es farmacodependiente, deberán informar de inmediato a las autoridades sanitarias, para los efectos del tratamiento que corresponda.


Todo procesado o sentenciado que sea farmacodependiente quedará sujeto a tratamiento.


Para la concesión de la condena condicional o del beneficio de la libertad preparatoria, cuando procedan, no se considerará como antecedente de mala conducta el relativo a la farmacodependencia, pero sí se exigirá en todo caso que el sentenciado se someta al tratamiento adecuado para su curación bajo vigilancia de la autoridad ejecutora”.





� Corte Interamericana, Opinión Consultiva OC-4/84, párrafo 55 (1984).


� Ibíd., párrafo 56.


� Ibíd., párrafo 57.


� Condición jurídica y derechos humanos del niño, supra nota 1, párrafo. 46; y Propuesta de modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la naturalización, supra nota 32, párrafo 56.


� Cfr., Eur. Court H.R., Case of Willis v. The United Kingdom, Jugdment of 11 June, 2002, paragraph 39; Eur. Court H.R., Case of Wessels-Bergervoet v. The Netherlands, Jugdment of 4th June, 2002, para. 46; Eur. Court H.R., Case of Petrovic v. Austria, Judgment of 27th of March, 1998, Reports 1998-II, paragraph 30; Eur. Court H.R., Case "relating to certain aspects of the laws on the use of languages in education in Belgium" v. Belgium, Judgment of 23rd July 1968, Series A 1968, paragraph 10.


� Condición jurídica y derechos humanos del niño, supra nota 1, párrafo 46.


� Eur. Court H.R., Case "relating to certain aspects of the laws on the use of languages in education in Belgium" v. Belgium, Judgment of 23rd July 1968, Series A 1968, paragraph 10.


� Condición jurídica y derechos humanos del niño, supra nota 1, párrafo 47; y Propuesta de modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la naturalización, supra nota 32, párrafo 57.


� CIDH, caso Marzioni c. Argentina, párrafo 43 (1996).


� CIDH, caso Marín Ramírez c. Colombia, párrafo 52 (1998).


� CIDH, caso Aylwin Azócar y otros c. Chile, párrafo 10.


� African Commission of Human and Peoples´ Rights, Communication No. 211/98- Legal Resources Foundation v. Zambia, decision taken at the 29th Ordinary Session held in Tripoli, Libya, from 23 April to 7 May 2001.


� Comité de Derechos Humanos, caso De Groot c. Países Bajos, párrafo. 4.6 (1995).


� Normatividad vigente hasta la referida reforma de veinte de agosto de dos mil nueve.


� Artículo 74. La atención de las enfermedades mentales comprende: I.- La atención de personas con padecimientos mentales, la rehabilitación psiquiátrica de enfermos mentales crónicos, deficientes mentales, alcohólicos y personas que usen habitualmente estupefacientes o substancias psicotrópicas, y


� Artículo 191. La Secretaría de Salud y el Consejo de Salubridad General, en el ámbito de sus respectivas competencias, se coordinarán para la ejecución del programa contra la farmacodependencia, a través de las siguientes acciones:


I.- La prevención y el tratamiento de la farmacodependencia y, en su caso, la rehabilitación de los farmacodependientes […]. 


� “Artículo 4o.- El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerá la organización y el desarrollo de la familia.


[…]


Toda persona tiene derecho a la protección de la  salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución


[…]”.


� Las cuales aun cuando no se tienen en cuenta como parte de la premisa normativa del razonamiento judicial, conviene tener en cuenta como marco de referencia.


� Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 14, párrafo 8.


� “Conforme a los artículos 524 y 525 del Código Federal de Procedimientos Penales (derogados mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de agosto de 2009), si el dictamen realizado por la autoridad sanitaria indica que el inculpado tiene el hábito o la necesidad de consumir estupefacientes o psicotrópicos y la cantidad poseída es la necesaria para su propio consumo, no se hará consignación a los tribunales, y si se hubiere hecho y dentro de las setenta y dos horas que señala el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se formula o se rectifica dicho dictamen en el sentido de que se actualiza el referido hábito o necesidad y la cantidad de droga asegurada al detenido es la necesaria para consumo personal, el Ministerio Público se desistirá de la acción penal sin necesidad de consultar al Procurador General de la República y pedirá al tribunal que el detenido sea puesto a disposición de la autoridad sanitaria federal para su tratamiento, por el tiempo requerido para su curación. Así, la farmacodependencia constituye una excluyente del delito, ya que ni siquiera puede ejercerse la acción penal si se advierte que quien posee la droga lo hace para satisfacer su propia necesidad; de manera que si de autos se acredita que el inculpado es un farmacodependiente que sólo posee el estupefaciente para su estricto consumo personal, el juez puede pronunciarse sobre dicha excluyente en el auto de término constitucional sin tener que esperar hasta el dictado de la sentencia definitiva, y no sujetarlo a proceso penal, sino únicamente a un tratamiento ante las autoridades sanitarias. No obsta a lo anterior que el artículo 199 del Código Penal Federal (vigente hasta la fecha mencionada) regule el mismo supuesto normativo contenido en la aludida legislación procesal, esto es, el caso del farmacodependiente que posea para su estricto consumo personal algún narcótico, y disponga que no se aplicará pena alguna, pues no se refiere a una excluyente de responsabilidad sino a una excusa absolutoria, ya que faculta al juez para someter a proceso al farmacodependiente y dictar sentencia en la que se tenga por acreditado el delito y su responsabilidad, pero sin aplicar una pena, lo cual no sólo es contrario a lo previsto en el Código Federal de Procedimientos Penales, sino que implica una abierta contravención constitucional, pues en nada ayuda a la rehabilitación del farmacodependiente y sí, en cambio, constituye una violación a su derecho a la salud, además de que el solo hecho de considerarlo culpable de un delito como la posesión de droga para el consumo personal significa una estigmatización que afecta su dignidad; de ahí que la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que ante esa antinomia legal, para determinar el tratamiento procesal que ha de darse al farmacodependiente, debe atenderse a la solución que brinda el indicado ordenamiento adjetivo, por apegarse más al régimen constitucional en vigor.”





� Novena Época, Instancia: Primera Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XXVII, abril de 2008, Tesis: 1a./J. 37/2008, Página: 175.


“La igualdad es un principio y un derecho de carácter fundamentalmente adjetivo que se predica siempre de algo, y este referente es relevante al momento de realizar el control de constitucionalidad de las leyes, porque la Norma Fundamental permite que en algunos ámbitos el legislador tenga más amplitud para desarrollar su labor normativa, mientras que en otros el Juez debe ser más exigente a la hora de determinar si aquél ha respetado las exigencias del principio de igualdad. El artículo 1o. de la Constitución Federal establece varios casos en los que procede dicho escrutinio estricto. Así, su primer párrafo proclama que todo individuo debe gozar de las garantías que ella otorga, las cuales no pueden restringirse ni suspenderse sino en los casos y con las condiciones que la misma establece, lo que evidencia la voluntad constitucional de asegurar en los más amplios términos el goce de los derechos fundamentales, y de que las limitaciones a ellos sean concebidas restrictivamente, de conformidad con el carácter excepcional que la Constitución les atribuye. Por ello, siempre que la acción clasificadora del legislador incida en los derechos fundamentales garantizados constitucionalmente, será necesario aplicar con especial intensidad las exigencias derivadas del principio de igualdad y no discriminación. Por su parte, el párrafo tercero del citado precepto constitucional muestra la voluntad de extender la garantía de igualdad a ámbitos que trascienden el campo delimitado por el respeto a los derechos fundamentales explícitamente otorgados por la Constitución, al prohibir al legislador que en el desarrollo general de su labor incurra en discriminación por una serie de motivos enumerados (origen étnico o nacional, género, edad, capacidades diferentes, condición social, condiciones de salud, religión, opiniones, preferencias, estado civil) o en cualquier otro que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. La intención constitucional es, por lo tanto, extender las garantías implícitas en el principio de igualdad al ámbito de las acciones legislativas que tienen un impacto significativo en la libertad y la dignidad de las personas, así como al de aquellas que se articulan en torno al uso de una serie de criterios clasificatorios mencionados en el referido tercer párrafo, sin que ello implique que al legislador le esté vedado absolutamente el uso de dichas categorías en el desarrollo de su labor normativa, sino que debe ser especialmente cuidadoso al hacerlo. En esos casos, el Juez constitucional deberá someter la labor del legislador a un escrutinio especialmente cuidadoso desde el punto de vista del respeto a la garantía de igualdad.”





� Novena Época, Instancia: Primera Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XXIV, septiembre de 2006, Tesis: 1a./J. 55/2006, Página: 75.


“La igualdad en nuestro texto constitucional constituye un principio complejo que no sólo otorga a las personas la garantía de que serán iguales ante la ley en su condición de destinatarios de las normas y de usuarios del sistema de administración de justicia, sino también en la ley (en relación con su contenido). El principio de igualdad debe entenderse como la exigencia constitucional de tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales, de ahí que en algunas ocasiones hacer distinciones estará vedado, mientras que en otras estará permitido o, incluso, constitucionalmente exigido. En ese tenor, cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación conoce de un caso en el cual la ley distingue entre dos o varios hechos, sucesos, personas o colectivos, debe analizar si dicha distinción descansa en una base objetiva y razonable o si, por el contrario, constituye una discriminación constitucionalmente vedada. Para ello es necesario determinar, en primer lugar, si la distinción legislativa obedece a una finalidad objetiva y constitucionalmente válida: el legislador no puede introducir tratos desiguales de manera arbitraria, sino que debe hacerlo con el fin de avanzar en la consecución de objetivos admisibles dentro de los límites marcados por las previsiones constitucionales, o expresamente incluidos en ellas. En segundo lugar, es necesario examinar la racionalidad o adecuación de la distinción hecha por el legislador: es necesario que la introducción de una distinción constituya un medio apto para conducir al fin u objetivo que el legislador quiere alcanzar, es decir, que exista una relación de instrumentalidad entre la medida clasificatoria y el fin pretendido. En tercer lugar, debe cumplirse con el requisito de la proporcionalidad: el legislador no puede tratar de alcanzar objetivos constitucionalmente legítimos de un modo abiertamente desproporcional, de manera que el juzgador debe determinar si la distinción legislativa se encuentra dentro del abanico de tratamientos que pueden considerarse proporcionales, habida cuenta de la situación de hecho, la finalidad de la ley y los bienes y derechos constitucionales afectados por ella; la persecución de un objetivo constitucional no puede hacerse a costa de una afectación innecesaria o desmedida de otros bienes y derechos constitucionalmente protegidos. Por último, es de gran importancia determinar en cada caso respecto de qué se está predicando con la igualdad, porque esta última constituye un principio y un derecho de carácter fundamentalmente adjetivo que se predica siempre de algo, y este referente es relevante al momento de realizar el control de constitucionalidad de las leyes, porque la Norma Fundamental permite que en algunos ámbitos el legislador tenga más amplitud para desarrollar su labor normativa, mientras que en otros insta al Juez a ser especialmente exigente cuando deba determinar si el legislador ha respetado las exigencias derivadas del principio mencionado.”


� LOPERA MESA Gloria Patricia. “Principio de proporcionalidad y ley penal.”. El Derecho y la Justicia. pp 327. 


� Resuelto el diecisiete de septiembre de dos mil nueve. 


� “Artículo 74. La atención de las enfermedades mentales comprende:


I.- La atención de personas con padecimientos mentales, la rehabilitación psiquiátrica de enfermos mentales crónicos, deficientes mentales, alcohólicos y personas que usen habitualmente estupefacientes o substancias psicotrópicas, y”


� “Programa Contra la Farmacodependencia


Artículo 191. La Secretaría de Salud y el Consejo de Salubridad General, en el ámbito de sus respectivas competencias, se coordinarán para la ejecución del programa contra la farmacodependencia, a través de las siguientes acciones:


I.- La prevención y el tratamiento de la farmacodependencia y, en su caso, la rehabilitación de los farmacodependientes […]”. 


� Pronunciamientos emitidos al resolver el Amparo directo en revisión 1492/2007, por el Tribunal Pleno.


� Ver: párrafo 1 del artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que contiene expresiones más exhaustivas del derecho internacional de los derechos humanos sobre el derecho a la salud en su artículo 12 párrafo 1. Además, el derecho a la salud se reconoce, en particular, en el inciso iv) del apartado e) del artículo 5 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; en el apartado f) del párrafo 1 del artículo 11 y el artículo 12 de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer; así como en el artículo 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño. Varios instrumentos regionales de derechos humanos, como la Carta Social Europea en su forma revisada (artículo 11), la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (artículo 16), y el Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artículo 10), también reconocen el derecho a la salud. Análogamente, el derecho a la salud ha sido proclamado por la Comisión de Derechos Humanos, así como también en la Declaración y Programa de Acción de Viena de mil novecientos noventa y tres y en otros instrumentos internacionales.


� ARTÍCULO 194.- Se impondrá prisión de diez a veinticinco años y de cien hasta quinientos días multa al que:


I.- Produzca, transporte, trafique, comercie, suministre aun gratuitamente o prescriba alguno de los narcóticos señalados en el artículo anterior, sin la autorización correspondiente a que se refiere la Ley General de Salud.


Para los efectos de esta fracción, por producir se entiende: manufacturar, fabricar, elaborar, preparar o acondicionar algún narcótico, y por comerciar: vender, comprar, adquirir o enajenar algún narcótico.


Por suministro se entiende la transmisión material de forma directa o indirecta, por cualquier concepto, de la tenencia de narcóticos.


El comercio y suministro de narcóticos podrán ser investigados, perseguidos y, en su caso sancionados por las autoridades del fuero común en los términos de la Ley General de Salud, cuando se colmen los supuestos del artículo 474 de dicho ordenamiento; (…)


� ARTÍCULO 195.- (…)


Cuando el inculpado posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla prevista en el artículo 479 de la Ley General de Salud, en cantidad igual o superior a la que resulte de multiplicar por mil las ahí referidas, se presume que la posesión tiene como objeto cometer alguna de las conductas previstas en el artículo 194 de este código.





� Tesis publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, Materias Constitucional y Penal, página 643, con el rubro: “DERECHO FUNDAMENTAL DEL DETENIDO A SER PUESTO SIN DEMORA A DISPOSICIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO. ALCANCES Y CONSECUENCIAS JURÍDICAS GENERADAS POR LA VULNERACIÓN A TAL DERECHO”.


� Sobre el alcance de la exclusión probatoria, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la Acción de Inconstitucionalidad 29/2012, en sesión de 25 de febrero de 2014, por mayoría de ocho votos, declaró la invalidez del artículo 291 de la Legislación Penal para el Estado de Aguascalientes, que preveía la figura de arraigo para esa Entidad; cuyos efectos, aprobados por mayoría de siete votos se determinó […] debiendo corresponder en cada caso al juzgador determinar qué pruebas carecen de valor probatorio por encontrarse directa e inmediatamente vinculadas con el arraigo, dado que dicho valor no se pierde en automático por la referida declaración de invalidez […].


Posteriormente, en sesión de 6 de marzo de 2014, resolvió el Amparo en Revisión 546/2012, por mayoría de siete votos, en relación a los efectos sobre los que se pronunció la citada Acción de Inconstitucionalidad, que […] De esta declaración general de la acción, procede una acotación conceptual sobre los efectos en el presente amparo por la falta de competencia de la autoridad local para emitir la norma, así como por haberse expulsado con efectos retroactivos como resultado de la acción de inconstitucionalidad citada. Esta acotación es sobre lo que debe entenderse como pruebas “inmediata y directamente relacionadas con la figura del arraigo”; es por ello que para los efectos de la exclusión probatoria el juez deberá considerar aquellas pruebas que no hubieran podido obtenerse, a menos que la persona fuera privada de su libertad personal mediante el arraigo. Esto comprenderá todas las pruebas realizadas sobre la persona del indiciado, así como todas aquéllas en las que él haya participado o haya aportado información sobre los hechos que se le imputan estando arraigado…. […]


Criterio que ha sido replicado por la Primera Sala de Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el Amparo en Revisión 164/2013, en sesión de 30 de abril de 2014, por unanimidad de votos.


� Esta forma de fragmentación del contenido informativo que se desprende de los medios de prueba incorporados a una causa penal, para efectos de valoración probatoria, ya ha sido validada por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Y un claro ejemplo de ello se desprende de las directrices fijadas en la jurisprudencia 1a./J. 81/2006, donde se estableció que tratándose de la prueba testimonial en la que una persona refiera datos de los que conoció por diversa fuente, unos de manera personal y otros por referencia de terceros, los primeros podrán ser objeto de valoración, en tanto que los segundo deberán desestimarse por no cumplir con el requisito legal que exige del testigo haber conocido directamente los hechos que narra. El criterio derivó de la resolución a la Contradicción de Tesis 133/2005-PS, en sesión de 18 de octubre de 2006. Tesis que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, enero de 2007, Materia Penal, página: 356 , con el contenido siguiente: 


“PRUEBA TESTIMONIAL EN EL PROCESO PENAL CUANDO LOS HECHOS SE CONOCEN POR REFERENCIA DE TERCEROS. SU VALORACIÓN. El artículo 289 del Código Federal de Procedimientos Penales establece que para apreciar la prueba testimonial, el juzgador debe considerar que el testigo: a) tenga el criterio necesario para juzgar el acto; b) tenga completa imparcialidad; c) atestigüe respecto a un hecho susceptible de conocerse por medio de los sentidos, y que lo conozca por sí mismo y no por inducciones o referencias de otro sujeto; d) efectúe la declaración de forma clara y precisa, sin dudas ni reticencias sobre la sustancia del hecho ni sobre las circunstancias esenciales; y, e) no haya sido obligado por fuerza o miedo, ni impulsado por engaño, error o soborno. En congruencia con lo anterior, se concluye que cuando en una declaración testimonial se aportan datos relevantes para el proceso penal, unos que son conocidos directa o sensorialmente por el deponente y otros por referencia de terceros -y que, en consecuencia, no le constan-, el relato de los primeros, en caso de cumplir con los demás requisitos legalmente establecidos, tendrá valor indiciario, y podrá constituir prueba plena derivado de la valoración del juzgador, cuando se encuentren reforzados con otros medios de convicción, mientras que la declaración de los segundos carecerá de eficacia probatoria, por no satisfacer el requisito referente al conocimiento directo que prevé el citado numeral”.


� El criterio está contenido en la tesis aislada 1ª CLXII/2011, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Tomo XXXIV, correspondiente a agosto de 2011, página 226, con el contenido siguiente:


PRUEBA ILÍCITA. LAS PRUEBAS OBTENIDAS, DIRECTA O INDIRECTAMENTE, VIOLANDO DERECHOS FUNDAMENTALES, NO SURTEN EFECTO ALGUNO. La fuerza normativa de la Constitución y el carácter inviolable de los derechos fundamentales se proyectan sobre todos los integrantes de la colectividad, de tal modo que todos los sujetos del ordenamiento, sin excepciones, están obligados a respetar los derechos fundamentales de la persona en todas sus actuaciones, incluyendo la de búsqueda y ofrecimiento de pruebas, es decir, de aquellos elementos o datos de la realidad con los cuales poder defender posteriormente sus pretensiones ante los órganos jurisdiccionales. Así, a juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las pruebas obtenidas, directa o indirectamente violando derechos fundamentales, no surtirán efecto alguno. Esta afirmación afecta tanto a las pruebas obtenidas por los poderes públicos, como a aquellas obtenidas, por su cuenta y riesgo, por un particular. Asimismo, la ineficacia de la prueba no sólo afecta a las pruebas obtenidas directamente en el acto constitutivo de la violación de un derecho fundamental, sino también a las adquiridas a partir o a resultas de aquéllas, aunque en su consecución se hayan cumplido todos los requisitos constitucionales. Tanto unas como otras han sido conseguidas gracias a la violación de un derecho fundamental -las primeras de forma directa y las segundas de modo indirecto-, por lo que, en pura lógica, de acuerdo con la regla de exclusión, no pueden ser utilizadas en un proceso judicial.


Precedente: Amparo Directo en Revisión 1621/2010, aprobado en sesión de 15 de junio de 2011, por unanimidad de votos, bajo la ponencia del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 


� Criterio que ha sostenido esta Primera Sala, como se advierte del contenido de la jurisprudencia 1a./J. 139/2011, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro III, diciembre de 2011, Tomo 3, materia Constitucional, página 2057, con el contenido siguiente: 


PRUEBA ILÍCITA. EL DERECHO A UN DEBIDO PROCESO COMPRENDE EL DERECHO A NO SER JUZGADO A PARTIR DE PRUEBAS OBTENIDAS AL MARGEN DE LAS EXIGENCIAS CONSTITUCIONALES Y LEGALES. Exigir la nulidad de la prueba ilícita es una garantía que le asiste al inculpado durante todo el proceso y cuya protección puede hacer valer frente a los tribunales alegando como fundamento: (i) el artículo 14 constitucional, al establecer como condición de validez de una sentencia penal, el respeto a las formalidades esenciales del procedimiento, (ii) el derecho de que los jueces se conduzcan con imparcialidad, en términos del artículo 17 constitucional y (iii) el derecho a una defensa adecuada que asiste a todo inculpado de acuerdo con el artículo 20, fracción IX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En este sentido, si se pretende el respeto al derecho de ser juzgado por tribunales imparciales y el derecho a una defensa adecuada, es claro que una prueba cuya obtención ha sido irregular (ya sea por contravenir el orden constitucional o el legal), no puede sino ser considerada inválida. De otra forma, es claro que el inculpado estaría en condición de desventaja para hacer valer su defensa. Por ello, la regla de exclusión de la prueba ilícita se encuentra implícitamente prevista en nuestro orden constitucional. Asimismo, el artículo 206 del Código Federal de Procedimientos Penales establece, a contrario sensu, que ninguna prueba que vaya contra el derecho debe ser admitida. Esto deriva de la posición preferente de los derechos fundamentales en el ordenamiento y de su afirmada condición de inviolables.


� Esta afirmación es muy importante, pues la reforma constitucional de dieciocho de junio de dos mil ocho, en materia de sistema de justicia penal acusatorio y seguridad pública, ha incorporado expresamente la regla de la exclusión de las pruebas ilícitas en la fracción IX del artículo 20 constitucional. Sin embargo, el artículo 20 constitucional reformado aún no ha entrado en vigor, en términos del primer párrafo del Artículo Segundo Transitorio, de la reforma referida, que a la letra dispone: “El sistema procesal penal acusatorio previsto en los artículos 16, párrafos segundo y decimotercero; 17, párrafos tercer, cuarto y sexto; 19; 20 y 21, párrafo séptimo, de la Constitución, entrará en vigor cuando lo establezca la legislación secundaria correspondiente, sin exceder el plazo de ocho años, contado a partir del día siguiente de la publicación de este Decreto”. En el presente caso, por tratarse de un proceso penal federal, aún no entra en vigor el citado artículo 20 constitucional reformado en dos mil ocho.


� La cita textual es la siguiente: “En este sentido, la Corte ha sostenido que la anulación de los actos procesales derivados de la tortura o tratos crueles constituye una medida efectiva para hacer cesar las consecuencias de una violación a las garantías judiciales. Además, el Tribunal considera necesario recalcar que la regla de exclusión no se aplica sólo a casos en los cuales se haya cometido tortura o tratos crueles. Al respecto, el artículo 8.3 de la Convención es claro al señalar que ‘[l]a confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza’, es decir que no se limita el supuesto de hecho a que se haya perpetrado un acto de tortura o trato cruel, sino que se extiende a cualquier tipo de coacción. En efecto, al comprobarse cualquier tipo de coacción capaz de quebrantar la expresión espontánea de la voluntad de la persona, ello implica necesariamente la obligación de excluir la evidencia respectiva del proceso judicial. Esta anulación es un medio necesario para desincentivar el uso de cualquier modalidad de coacción”. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Cabrera García y Montiel Flores vs México. Sentencia de 26 de noviembre de 2010 (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párrafo 166.


� Textualmente, la Corte Interamericana sostuvo que: “Por otra parte, este Tribunal considera que las declaraciones obtenidas mediante coacción no suelen ser veraces, ya que la persona intenta aseverar lo necesario para lograr que los tratos crueles o la tortura cesen. Por lo anterior, para el Tribunal, aceptar o dar valor probatorio a declaraciones o confesiones obtenidas mediante coacción, que afecten a la persona o a un tercero, constituye a su vez una infracción a un juicio justo. Asimismo, el carácter absoluto de la regla de exclusión se ve reflejado en la prohibición de otorgarle valor probatorio no sólo a la prueba obtenida directamente mediante coacción, sino también a la evidencia que se desprende de dicha acción. En consecuencia, la Corte considera que excluir la prueba que haya sido encontrada o derivada de la información obtenida mediante coacción, garantiza de manera adecuada la regla de exclusión”. 


Ibíd., párrafo 167.


� Así lo ha entendido la Corte Interamericana de Derechos Humanos: “[…] el Tribunal ha indicado que todo uso de la fuerza que no sea estrictamente necesario por el propio comportamiento de la persona detenida constituye un atentado a la dignidad humana en violación del artículo 5 de la Convención Americana”. Cfr. los Casos Loayza Tamayo vs Perú, Fondo. Sentencia de 17 de septiembre de 1997, párrafo 57; Caso del Penal Miguel Castro Castro vs Perú. Interpretación de la Sentencia de Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de agosto de 2008, párrafo 76; Caso Cabrera García y Montiel Flores vs México. Sentencia de 26 de noviembre de 2010 (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párrafo 133.


� Así lo ha entendido la Corte Interamericana de Derechos Humanos: “Como ya lo ha establecido este Tribunal, una ‘persona ilegalmente detenida se encuentra en una situación agravada de vulnerabilidad, de la cual surge un riesgo cierto de que se le vulneren otros derechos, como el derecho a la integridad física y a ser tratada con dignidad’”. Caso Bámaca Velásquez vs Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000, párrafo 150.


� Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha dicho que: “[…] el ‘aislamiento prolongado y la incomunicación coactiva son, por sí mismos, tratamientos crueles e inhumanos, lesivos de la integridad psíquica y moral de la persona y del derecho al respeto de la dignidad inherente al ser humano’”. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs Ecuador. (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007, párrafo 171. 


� Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Fleury y otros vs Haití. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 23 de noviembre de 2011, párrafo 73; Caso Vélez Restrepo y Familiares vs Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de septiembre de 2012, párrafo 176; Caso Bueno Alves vs Argentina. Fondeo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007, párrafo 83; Caso Masacre de Santo Domingo vs Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 30 de noviembre de 2012, párrafo 191; Caso Rosendo Cantú y otra vs México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010, párrafo 112; Caso Fernández Ortega y otros vs México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010, párrafo 122; Caso Torres Millacura y otros vs Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de agosto de 2011, párrafo 86; Caso Cabrera García y Montiel Flores vs México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010, párrafo 133; Caso Ximenes Lopes vs Brasil. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio de 2006.


� Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha pronunciado ampliamente sobre el derecho a la defensa adecuada y técnica, en los Amparos Directos en Revisión 1519/2012 y 1520/2012, resueltos en sesión de 26 de junio de 2013 y aprobado por mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga María del Carmen Sánchez Cordero; en virtud del voto en contra del Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Así como, en los Amparos Directos en Revisión 449/2012, 2809/2012 y 3535/2012, resueltos en sesión de 28 de agosto de 2013, con idéntica votación a la antes referida. Además, este criterio expansivo de protección del derecho humano a la defensa adecuada y técnica, fue materia de análisis por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver los Amparos Directos en revisión 2990/2011, 207/2012 y 2886/2012, resueltos en sesiones de 10 y 11 de junio de 2013. De estas ejecutorias derivó la tesis aislada P. XII/2014 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, materia Constitucional, página: 413, con el contenido siguiente: 


DEFENSA ADECUADA DEL INCULPADO EN UN PROCESO PENAL. SE GARANTIZA CUANDO LA PROPORCIONA UNA PERSONA CON CONOCIMIENTOS TÉCNICOS EN DERECHO, SUFICIENTES PARA ACTUAR DILIGENTEMENTE CON EL FIN DE PROTEGER LAS GARANTÍAS PROCESALES DEL ACUSADO Y EVITAR QUE SUS DERECHOS SE VEAN LESIONADOS. De la interpretación armónica y pro persona del artículo 20, apartado A, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, en relación con los diversos 8, numeral 2, incisos d) y e), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 3, inciso d), del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, se concluye que la defensa adecuada dentro de un proceso penal se garantiza cuando la proporciona una persona con conocimientos técnicos en derecho, máxime que de la normativa internacional citada no deriva la posibilidad de que sea efectuada por un tercero que no sea perito en dicha materia y, por el contrario, permite inferir que la defensa que el Estado deba garantizar será lo más adecuada y efectiva posible, lo cual implica un elemento formal, consistente en que el defensor acredite ser perito en derecho, y uno material, relativo a que, además de dicha acreditación, actúe diligentemente con el fin de proteger las garantías procesales del acusado y evitar que sus derechos se vean lesionados, lo que significa, inclusive, que la defensa proporcionada por persona de confianza debe cumplir con estas especificaciones para garantizar que el procesado pueda defenderse adecuadamente. Lo anterior, sin que se llegue al extremo de imponer al juzgador la carga de evaluar los métodos que el defensor emplea para lograr su cometido de representación, toda vez que escapa a la función jurisdiccional el examen sobre si éste efectivamente llevará a cabo la estrategia más afín a los intereses del inculpado, máxime que los órganos jurisdiccionales no pueden constituirse en Juez y parte para revisar la actividad o inactividad del defensor e impulsar el procedimiento, y más aún, para declarar la nulidad de lo actuado sin el debido impulso del defensor.


� Foja 48 de la causa penal 43/2012


� De forma similar se ha abordado el estudio de la tortura en el amparo directo en revisión 1275/2014 de la Ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz, resuelto el 3 de septiembre de 2014, aprobado por unanimidad de votos. En dicho precedente se distingue entre el proceso y los resultados de la tortura, refiriendo que los instrumentos constitucionales y convencionales de protección se refieren al proceso mismo de la tortura con independencia del resultado que ésta tenga, por lo que el resultado que pueda acarrear la tortura no resulta en una condición necesaria para la existencia de la misma.  
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